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Históricamente, las regulaciones han sido ins-

trumentos claves para la implementación de 

políticas públicas, y sus efectos se sienten en 

casi todas las actividades personales o pro-

fesionales de nuestras vidas. Esos efectos se 

relacionan con la protección de la sociedad, 

en áreas como salud y seguridad, y generan 

las condiciones para el adecuado funciona-

miento de los mercados.

Sin embargo, los efectos de la regulación tam-

bién pueden originar barreras que dificultan la in-

versión, inhiben la competencia y la innovación, y 

sobrecargan a ciudadanos y emprendedores en 

sus interacciones con los gobiernos. La literatura 

1.	 Gorgens, T., M. Paldam y A. Wuertz (2003), How does public regulation affect growth? Documento de trabajo 2003-14. 

Aarhus: University of Aarhus.

2.	 Singh, A., S. Jain-Chandra y A. Mohommad (2012), Inclusive growth, institutions, and the underground economy. 

Documento de trabajo del Fondo Monetario Internacional 12/47. Washington, D.C.: FMI.

señala que la calidad y el peso de la regulación 

pueden dañar el crecimiento de una economía 

en hasta un 3% al año1  y que la carga regulatoria 

puede estimular la informalidad.2 

Durante décadas, en América Latina y el 

Caribe (ALC) los marcos regulatorios inade-

cuados han fomentado una mala asignación 

de recursos y han generado costos injustifica-

dos para el emprendimiento y la productividad. 

De acuerdo con estimaciones realizadas por 

la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria 

(Conamer) de México, en 2016 el costo eco-

nómico de los procedimientos regulatorios 

aplicados en los distintos niveles de gobierno 

Prefacio
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equivalía al 8,4% del producto interno bruto 

(PIB) del país. En Brasil, datos del Ministerio de 

Economía señalan que los costos generados 

por la ineficiencia regulatoria en los distintos 

sectores productivos llegan al 2,6% del PIB. 

Por ello, desde las últimas décadas del 

siglo pasado y, sobre todo, en el presente 

siglo, muchos gobiernos han invertido sig-

nificativamente en prácticas, herramientas e 

instituciones que aseguren la calidad de sus 

regulaciones, buscando garantizar los mayores 

beneficios para la sociedad con los menores 

costos posibles.

Sin embargo, la adopción de políticas en-

focadas en la mejora regulatoria es un tema 

relativamente nuevo en el contexto de las po-

líticas públicas de la región, a pesar del cre-

ciente interés y de la demanda cada vez más 

pronunciada de los gobiernos que requieren 

apoyo del Banco Interamericano de Desarro-

llo (BID) en asistencia técnica y proyectos que 

fortalezcan las capacidades regulatorias. Ese 

interés se ha visto incluso reforzado en el 

contexto posterior a la pandemia, debido a 

las limitaciones de los tradicionales instrumen-

tos de política monetaria y fiscal frente a las 

necesidades de reactivación económica. 

En este contexto, las reformas regulatorias 

surgen como alternativas de elevado impac-

to y bajo costo para apoyar una recuperación 

económica exitosa. Estas reformas buscan es-

tablecer las condiciones institucionales para 

la generación de normas claras y económica-

mente beneficiosas, procedimientos y servicios 

sencillos, con base en procesos decisorios 

transparentes, participativos y basados en la 

evidencia, así como en instituciones capacita-

das para elaborar y asegurar el cumplimiento 

de la regulación. 

En términos conceptuales, el estudio de 

los procesos e instituciones regulatorias ha 

evolucionado en línea con las propias teorías 

de la gestión pública. En el siglo XX, mientras 

predominó el enfoque conocido como Nueva 

Gestión Pública, se impulsaron iniciativas de 

simplificación y desregulación, además del 

fortalecimiento de la autonomía y de los pro-

cesos gerenciales de los reguladores, con vis-

tas a preservarlos de interferencias indebidas. 

En el presente siglo, con el advenimiento 

del enfoque de la Gobernanza Pública, en el 

campo de la política regulatoria se ha forta-

lecido la preocupación relacionada con una 

visión de gobierno incluyente y completo, que 

propicia que organismos gubernamentales, 

empresarios, integrantes del ámbito académi-

co y ciudadanos puedan participar del proceso 

regulatorio y de su evaluación, utilizando cada 

vez más el potencial que brindan las tecnolo-

gías digitales. Bajo este enfoque, se consolida 

la promoción de la interacción de políticas, ins-

tituciones y herramientas con el objetivo de 

asegurar la calidad de las regulaciones.

Con esto en mente, el BID, a través de su 

Departamento de Instituciones para el Desa-

rrollo (IFD), ha trabajado activamente en la 

construcción de las bases institucionales que 

permitan la generación de marcos regulatorios 

eficientes, transparentes y efectivos en ALC. 

Desde la década pasada, hemos apoyado a 

Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, El Salvador, 

México, Paraguay y Perú, entre otros países de 

la región, con recursos financieros, asistencia 

técnica y productos de conocimiento enfoca-

dos en la modernización de su ciclo regulatorio 

y la institucionalización de la mejora regulato-

ria. Ahora, a través de esta publicación, el BID 

está proveyendo insumos adicionales para los 

encargados de la toma de decisiones en lo 

que respecta a la política regulatoria, median-

te contenidos sin precedentes en la región, los 

cuales se desarrollan a través de tres capítulos 

autónomos pero complementarios, elaborados 

por reconocidos expertos internacionales.

En el primer capítulo, Pedro Farias y Delia 

Rodrigo, con base en el análisis de datos re-

cabados de 11 países, presentan un retrato del 

estado de avance de la región en términos de 

la adopción de buenas prácticas regulatorias. 

En el capítulo 2, los colegas de la Organización 
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para la Cooperación y el Desarrollo Económi-

cos (OCDE), Richard Alcorn, Daniel Trnka y 

Manuel Gerardo Flores, identifican y analizan 

las lecciones que han dejado las respuestas re-

gulatorias a la pandemia en países miembros de 

dicha entidad. Finalmente, en el capítulo 3, Pe-

dro Farias, Ana María Zárate y Eliezer Olivares 

despliegan una visión prospectiva de los desa-

fíos para la política regulatoria a la luz de cuatro 

grandes temas que deben catalizar la agenda 

de las políticas públicas hacia el futuro: inclusión 

social, transformación tecnológica, cooperación 

internacional y cambio climático.

Agradezco especialmente la contribución de 

los colegas de la División de Política Regulatoria 

de la OCDE, con quienes mantenemos una fuer-

te alianza, no solo en la publicación de este y 

otros productos de conocimiento, sino también 

en el apoyo a los países de la región para el for-

talecimiento de su institucionalidad regulatoria.

Asimismo, agradezco la colaboración de 

todos los colegas del BID, autores, editores, 

revisores e investigadores, que han contribuido 

al resultado final de este trabajo, liderados por 

nuestro especialista principal Pedro Farias. 

Esta publicación forma parte de la agenda 

de conocimiento de la División de Innovación 

para Servir al Ciudadano del BID, orientada ha-

cia la modernización de la gestión pública. Con 

documentos como este, el BID se enfoca en las 

brechas de conocimiento que aún existen en la 

región, y busca enriquecer el debate sobre las 

estrategias y herramientas de los gobiernos en 

su camino de transformación de cara a cumplir 

con las expectativas de sus ciudadanos. Estoy 

convencida de que la presente publicación 

cumple con este propósito, al estimular una 

necesaria reflexión sobre la política regulatoria 

frente a los desafíos del ambiente económico y 

social posterior a la pandemia.

Susana Cordeiro Guerra

Gerente

Sector de Instituciones para el Desarrollo

Banco Interamericano de Desarrollo
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Introducción
Pedro Farias y Eliezer Olivares

La presente publicación es una contribución 

del Banco Interamericano de Desarrollo 

(BID) para que los responsables de políticas 

públicas, las entidades reguladoras, los miem-

bros del ámbito académico y los interesados 

en temas regulatorios conozcan el estado de 

América Latina y el Caribe (ALC) en términos 

de la adopción de buenas prácticas regulato-

rias (BPR) y las enseñanzas que han dejado las 

respuestas regulatorias a la pandemia en paí-

ses de la Organización para la Cooperación y 

el Desarrollo Económicos (OCDE). Asimismo, 

se busca estimular la reflexión sobre los fac-

tores que están adquiriendo relevancia en la 

nueva agenda regulatoria internacional y que 

deberán influir cada vez más en las prácticas 

regulatorias frente a los nuevos desafíos por 

venir en materia económica y social.

El buen funcionamiento de los servicios pú-

blicos, la adecuada asignación de los recursos 

económicos y la existencia de ambientes de 

negocios que estimulen la competitividad y la 

inversión son elementos claves para que la re-

gión retome un camino de crecimiento inclu-

sivo y ambientalmente sostenible. Para ello, la 

regulación desempeña un papel esencial. Por 

un lado, es fundamental para corregir fallas de 

mercado y promover el bienestar; por otro, sin 

las instituciones ni las herramientas indispen-

sables, la regulación puede también generar 

costos innecesarios y estimular asignaciones 

ineficientes de los recursos, que obstaculizan 

la creación de empleo, la innovación y el creci-

miento. Por ende, la reflexión sobre los temas 

enfocados en esta publicación es vital para la 

generación de marcos regulatorios de calidad.

11



La regulación y su 
importancia

Con miras a propiciar una mayor claridad en 

cuanto a los conceptos que se tratan en estas 

páginas, vale la pena empezar por la política 

regulatoria, identificar sus antecedentes, y de-

tallar su evolución y ascenso en las agendas de 

las políticas públicas de las últimas décadas. 

El término regulación es muy amplio y suele 

ser usado por distintos actores del gobierno, 

el mercado y la sociedad, por su considerable 

influencia en las actividades cotidianas. La 

regulación puede entenderse como las reglas que 

rigen las actividades económicas y sociales de las 

empresas, las personas o las organizaciones del 

sector social. Mediante estas reglas se garantizan 

el funcionamiento eficiente de los mercados y 

los derechos de propiedad, se genera certeza 

jurídica y se evitan o bien se reducen los daños a 

la salud, al medio ambiente y a la economía.

La regulación promueve actitudes deseadas 

y restringe las actividades o comportamientos 

no deseados en una sociedad. Puede orientarse 

a corregir fallas de mercado, situaciones que se 

presentan cuando este, por sí solo, no puede 

asignar sus recursos de manera eficiente, 

lo que genera pérdidas en el bienestar de la 

sociedad. En la teoría económica se conocen 

cinco principales causas de fallas de mercado: 

i) falla de competencia, ii) externalidades, iii) 

bienes públicos, iv) problemas de información 

y v) mercados incompletos. La regulación 

económica interviene en las decisiones del 

mercado, imponiendo restricciones en materia 

de precios, cantidades, servicios y barreras a 

la movilidad. Por otro lado, las regulaciones 

sociales buscan proteger el interés público 

ante daños o riesgos a los que estén expuestas 

las personas, tales como afecciones de salud; 

riesgos laborales o de la seguridad pública; 

y riesgos que atañen al medio ambiente y 

la cohesión social. Finalmente, la regulación 

administrativa establece los procesos, trámites 

y formalidades para que la ciudadanía y las 

empresas interactúen con el gobierno, con 

vistas a ejercer sus derechos o cumplir sus 

obligaciones. 

Sin embargo, la regulación también puede 

generar problemas, normalmente asociados a 

las llamadas fallas de gobierno, las cuales re-

presentan desviaciones de algunos organismos 

públicos con respecto al interés de la sociedad. 

Esas fallas pueden plasmarse tanto en eleva-

dos costos de cumplimiento para ciudadanos 

y empresas como en privilegios para ciertos 

grupos, en perjuicio de la sociedad en su con-

junto. El uso de las regulaciones para cumplir 

con intereses privados se denomina captura 

regulatoria, mientras que el comportamiento 

según el cual ciertos grupos de presión utilizan 

al gobierno para obtener beneficios mediante 

la inducción de reformas de políticas a su favor 

se conoce con el nombre de búsqueda de ren-

tas (rent seeking).

Es común que las regulaciones generen 

efectos más allá del objetivo para el que se 

diseñaron. Estos efectos impactan en la efi-

ciencia de una economía, y pueden dificultar 

la mejor asignación de recursos disponibles e 

incidir sobre la elección de tecnologías de pro-

ducción, la innovación y el desarrollo de nue-

vos productos y servicios (Viscusi, Harrington 

y Vernon, 2005). 

Evolución de la mejora 
regulatoria: de la 
desregulación a la 
gobernanza y política 
regulatoria

El origen de lo que hoy se conoce como mejora 

regulatoria se remonta a los procesos de des-

regulación que empezaron a implementarse en 

países como Reino Unido y Estados Unidos a 
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partir de la década de 1980, y que comenzaron 

a extenderse por el mundo durante la década 

de 1990. Esas reformas buscaban llevar a cabo 

la desregulación de actividades económicas, 

sobre todo aquellas con base en importantes 

concentraciones de mercado, lo cual desper-

tó en el ámbito académico un interés cada vez 

mayor sobre el papel de la regulación excesi-

va en dificultar el crecimiento económico de 

un país. Entonces, surgió una gran cantidad 

de trabajos de investigación que apuntaban a 

una relación positiva entre la simplificación ad-

ministrativa y el crecimiento económico, me-

diante el aumento de la productividad. A partir 

de ahí, se desarrollaron conceptos como los 

de calidad y mejora regulatoria, que quedaron 

plasmados en los principios sobre la calidad 

y el desempeño regulatorios emitidos por la 

OCDE en 1997 y 2005. Bajo esos nuevos pa-

radigmas, en el proceso regulatorio se fueron 

valorando cada vez más elementos de políticas 

públicas y gobernanza que exceden el campo 

de la simplificación, como la participación de 

los actores privados, las decisiones basadas en 

la evidencia y la supervisión institucional. De 

esta manera, nacieron las primeras referen-

cias a una política regulatoria, la cual abarca 

los compromisos, prioridades, instrumentos, 

instituciones y prácticas de los gobiernos para 

contar con marcos regulatorios de calidad.

Posteriormente, la crisis financiera global de 

2008 y 2009 trajo aparejados nuevos cuestiona- 

mientos sobre la efectividad de los procesos 

regulatorios, a partir del diagnóstico de que 

las omisiones, fallas de gobernanza, decisiones 

equivocadas y capturas regulatorias habían 

contribuido a generar la crisis que puso en ries-

go la estabilidad de los mercados, con serias 

consecuencias para la economía internacional.

A raíz de ello, se han fortalecido principios 

relacionados con el seguimiento y la evalua- 

ción ex post de los impactos regulatorios, la 

transparencia y la representatividad de los pro-

cesos de consulta pública, y la coordinación 

gubernamental, con vistas a asegurar que dis-

tintas visiones de actores públicos y guberna-

mentales se incorporasen en los procesos de 

toma de decisiones. Muchos de esos nuevos 

énfasis quedaron plasmados en el documento 

de la OCDE (2011), Regulatory Policy and Gov-

ernance: Supporting Economic Growth and 

Serving the Public Interest, y en las “Recomen-

daciones del Consejo sobre Política y Gober-

nanza Regulatoria” (OCDE, 2012). 

Las buenas prácticas 
regulatorias

En ese contexto, en la literatura y en la prác-

tica han adquirido relevancia algunas herra-

mientas y procedimientos institucionales y 

de gobernanza que se han consolidado como 

pilares de la política regulatoria a nivel inter-

nacional. A lo largo de esta publicación, se 

tratarán algunas de esas prácticas que bus-

can solventar los problemas regulatorios y es-

timular la calidad de las regulaciones, a través, 

por ejemplo, del fomento de la transparencia, 

del fortalecimiento de los procesos de toma 

de decisiones y de la disminución de la in-

fluencia de los grupos de interés.1

1.	 La literatura sobre los fundamentos teóricos y la evidencia en respaldo de las herramientas mencionadas a continuación 

es amplia, pero cabe destacar los siguientes documentos: Cordova-Novioni y Jacobzone (2011); OCDE (2015a, 2015b, 

2019); Radaelli y Meuwese (2009); Renda (2006); Sunstein (2018); Parker y Kirkpatrick (2012); Jalilian, Kirkpatrick y 

Parker (2007); Jacobzone et al. (2010); Persson (2007); Comisión Europea (2015).

13



Las prácticas regulatorias más reconocidas 

y que se mencionarán de manera recurrente 

son las siguientes:

•	 Análisis de Impacto Regulatorio (AIR): en 

la búsqueda de una solución a un problema, 

las regulaciones pueden generar costos y 

efectos no deseados. El AIR surgió para 

garantizar que los beneficios de las regu-

laciones sean superiores a los costos que 

causen para la sociedad. Esta herramienta 

contribuye a mejorar la eficiencia econó-

mica (cuantificando ineficiencias creadas 

por fallas de mercado), la transparencia y 

la rendición de cuentas en el proceso re-

gulatorio. Su utilización implica un enfoque 

sistémico para evaluar críticamente el pro-

blema económico o social que se quiere 

resolver, las alternativas de soluciones y los 

efectos positivos y negativos de las regu-

laciones propuestas. Llevar a cabo un AIR 

para examinar los efectos de regulaciones 

existentes (AIR ex post) permite la simpli-

ficación del acervo regulatorio y produce 

insumos para su perfeccionamiento o para 

la eliminación de regulaciones obsoletas.

•	 Consulta pública: una forma de mitigar los 

riesgos de captura y búsqueda de rentas 

es promover la transparencia y la apertura 

en los procesos de diseño, implementación 

y evaluación de regulaciones. El proce-

so de consulta pública facilita el acceso a 

información y la participación de actores 

afectados o interesados. También facilita 

la generación de insumos para la toma de 

decisiones, ya que brinda una perspectiva 

amplia sobre la problemática que se desea 

solventar. Por último, favorece la rendición 

de cuentas, la legitimidad y la confianza en 

el marco legal. 

•	 Órganos de coordinación y supervisión 

regulatoria: con vistas a evitar que la 

transversalidad de la regulación genere 

criterios heterogéneos y niveles de calidad 

regulatoria dispares en los distintos sec-

tores, cabe instaurar reglas y directrices 

comunes, así como una visión integral del 

tema en el gobierno. Para lograr una bue-

na gobernanza regulatoria, muchos países 

han instituido órganos especializados para 

coordinar y supervisar los procesos regula-

torios en toda la administración. Esos órga-

nos suelen ser responsables de promover 

la política regulatoria, liderar programas 

de mejora regulatoria y supervisar la apli-

cación de instrumentos como el AIR y las 

consultas públicas, lo cual requiere peso 

institucional y capital político. 

•	 Programas de simplificación y reducción 

de cargas administrativas: son iniciativas 

sistematizadas y enfocadas en reducir los 

costos de cumplimiento regulatorio para 

la sociedad, que suelen poner énfasis en 

la revisión de procedimientos administra-

tivos. Con ese fin, pueden usarse meto-

dologías que sirven para medir los costos 

administrativos asociados a trámites y re-

gulaciones, de modo de orientar la simpli-

ficación. La coordinación de la oferta de 

trámites de diversas entidades a través de 

ventanillas únicas es una práctica difun-

dida en muchos países. Otros enfoques 

utilizados en esos programas son la codifi-

cación, la consolidación y las cláusulas de 

revisión o de terminación. En casos más 

avanzados, las evaluaciones ex post dan 

como resultado insumos más completos 

para la revisión sustantiva de regulaciones 

específicas.

•	 Catálogos, registros o inventarios de trá-

mites y servicios: permiten que las em-

presas y los ciudadanos conozcan todos 

los requerimientos, plazos de solución, 

criterios y vigencia de los trámites que se 

realizan ante alguna autoridad. Además, 

algunos pueden ser vinculantes, en tanto 
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que las autoridades no pueden solicitar in-

formación adicional o diferente a la que se 

señala en dichos registros. De esta manera, 

se reduce la discrecionalidad en la aplica-

ción de las regulaciones.

La contribución de 
esta publicación

Desde las últimas décadas del siglo pasado, la 

región ha avanzado en la creación de institu-

ciones reguladoras, impulsada por la apertura 

de mercados, la desestatización y las presio-

nes para mejorar los servicios públicos. Sin 

embargo, esos avances no fueron adecuada-

mente acompañados por la construcción de 

capacidades institucionales que asegurasen la 

calidad del ciclo regulatorio, como muestran 

datos de la publicación Panorama de las Admi-

nistraciones Públicas: América Latina y el Cari-

be 2020 (OCDE-BID, 2020) Esas debilidades 

se reflejan en el ambiente de negocios y el fun-

cionamiento de los mercados, según exponen 

los resultados de países de la región en indi-

cadores manejados por diversos organismos 

internacionales.2

En ese contexto, la crisis pandémica pro-

vocada por el COVID-19 ha reforzado impor-

tantes retos y generado oportunidades. Con 

vistas a impulsar la recuperación económica y 

el crecimiento sostenible, la agenda de mejora 

regulatoria resulta esencial en el contexto de 

pospandemia. Adicionalmente, la pandemia ha 

acelerado en la región cambios tecnológicos, 

económicos y sociales que presionan a los re-

guladores para que den nuevas respuestas, las 

cuales deben estar alineadas con las expecta-

tivas de construcción de economías más inclu-

sivas y sostenibles. El éxito de los reguladores 

en atender esas demandas va a estar condicio-

nado por sus recursos institucionales, su capa-

cidad de aprovechar las enseñanzas derivadas 

de la crisis y su sensibilidad a las nuevas ten-

dencias que están reformateando la agenda de 

políticas públicas. 

Con el ánimo de generar insumos para los 

encargados de la toma de decisiones de la 

región en ese proceso, esta publicación pre-

senta tres capítulos que constituyen artículos 

autónomos y complementarios. El primero de 

ellos revisa los adelantos en materia de política 

regulatoria en 11 países latinoamericanos3 para 

identificar en qué se ha avanzado y cuáles son 

los retos pendientes que, una vez superados, 

podrían ayudar a fortalecer la institucionali-

dad y la calidad regulatoria en la región. Las 

conclusiones apuntan que, si bien se han intro-

ducido herramientas para mejorar algunos as-

pectos de la calidad de la regulación a lo largo 

de los años, hay que aumentar las capacidades 

institucionales para que los reguladores adop-

ten las buenas prácticas regulatorias de forma 

sistemática y plena.

El segundo capítulo, elaborado por los 

especialistas de la División de Política Re-

gulatoria de la OCDE, analiza las respuestas 

regulatorias de sus países miembros frente a 

2.	  En promedio, la posición de los países de América Latina y el Caribe (ALC) en indicadores como el de Regulatory 

Burden (Foro Económico Mundial [FEM]), Doing Business (Banco Mundial) y Product Market Regulation (OCDE), 

demuestran la existencia de marcos regulatorios que sobrecargan los procesos productivos e inhiben la competitividad 

y la competencia.

3.	  Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Paraguay, Perú y República Dominicana.
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la pandemia, con el objetivo de identificar las 

lecciones aprendidas. En específico, el capítu-

lo resalta la presión sobre los gobiernos para 

la implementación de regulaciones de emer-

gencia en un entorno complejo y con altos ni-

veles de incertidumbre, lo que los ha llevado a 

flexibilizar el uso de herramientas de gestión 

regulatoria. Se destaca, por ejemplo, la dismi-

nución de los tiempos dedicados a la consulta 

pública para algunas regulaciones durante la 

pandemia, bajo el argumento de la urgencia 

provocada por la situación sanitaria. En este 

sentido, los autores identifican un riesgo para 

la agenda regulatoria del futuro alrededor 

de la evasión de los procesos de gestión re-

gulatoria si no se desarrollan criterios claros 

para la flexibilización y el manejo de las crisis. 

Por ejemplo, en situaciones de emergencia, 

las consultas públicas podrían ser focalizadas 

únicamente en comités científicos. Asimismo, 

en esas situaciones ganan relevancia los enfo-

ques de regulación basada en riesgos.

Finalmente, el tercer y último capítulo bus-

ca enmarcar los desafíos para la política de 

mejora regulatoria en ALC, a la luz de las ten-

dencias emergidas a causa de las nuevas de-

mandas económicas, tecnológicas y sociales 

reforzadas por la pandemia. En específico, se 

identifican tendencias en cuatro grandes áreas: 

inclusión social, transformación tecnológica, 

cooperación internacional y cambio climático. 

Se resalta la necesidad de los reguladores de 

repensarse y desarrollar las capacidades insti-

tucionales avanzadas requeridas para dar res-

puestas efectivas y transparentes a una nueva 

realidad compleja y cambiante. 
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La política regulatoria en América Latina 

presenta avances, pero sigue buscando su 

propio espacio dentro del espectro de políticas 

públicas necesarias para gobernar con eficien-

cia, transparencia y eficacia. Con excepción de 

México, la política regulatoria, aplicada de ma-

nera coordinada y sistematizada desde el go-

bierno, es relativamente nueva en el continente. 

Sin embargo, los esfuerzos por mejorar inter-

venciones regulatorias puntuales vienen desde 

hace tiempo y en muchos países hay evidencia 

de que se han introducido herramientas para 

optimizar algunos aspectos de la calidad de la 

regulación a lo largo de los años. Han faltado 

sistematización, coordinación institucional y 

obligatoriedad en el uso de principios y herra-

mientas, pero hoy en día muchos de los países 

de la región están dando pasos en el camino 

de la adopción de políticas que favorezcan el 

uso sistemático de herramientas centradas en 

el desarrollo económico y la inclusión social.

Este capítulo aborda el estado actual de la 

mejora regulatoria en América Latina. En 2016, 

el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y 

la Organización para la Cooperación y el De-

sarrollo Económicos (OCDE) publicaron por 

primera vez los resultados de una encuesta 

con siete países latinoamericanos que retra-

taba su situación en cuanto a la adopción de 

herramientas de política y gobernanza regu-

latoria, con un escenario inicial en el cual per-

sistían muchos retos en materia de adopción 

de herramientas y coordinación regulatoria. En 

2020, los resultados de la segunda encuesta 

trajeron noticias al mismo tiempo promiso-

rias y preocupantes, pues mientras mostraban 

avances en la adopción de herramientas, toda-

vía quedaban grandes cuestiones pendientes 

para la mayoría de los países. 

El presente capítulo integra los resultados 

del cuestionario utilizado para la publicación 

Panorama de las Administraciones Públicas: 

América Latina y el Caribe 2020 (OCDE-BID, 

2020), que incluyó 10 países de la región: Ar-

gentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 

Ecuador, El Salvador, México, Perú y Repúbli-

ca Dominicana. Posteriormente, Paraguay se 

incorporó a este ejercicio. Los datos han sido 

actualizados a diciembre de 2020 para abarcar 

reformas que no habían podido reflejarse en 

dicha publicación. Además, se incluye un aná-

lisis cualitativo de las reformas emprendidas, 

para identificar tendencias, desafíos, barreras 

y avances. 

El objetivo principal de estas páginas es re-

visar los adelantos en materia de política regu-

latoria, e identificar qué ha permitido avanzar 

y cuáles son los retos pendientes que, una vez 

superados, podrían ayudar fortalecer esa polí-

tica. Los ejemplos de prácticas y herramientas 

usados en algunos países permitirán mostrar 

los avances, mientras que las comparaciones 

entre países ayudarán a ver cómo se mueve la 

región en este campo de las políticas públicas. 

Cabe destacar que muchos de estos adelan-

tos han tenido el apoyo del BID, ya sea a través 

de proyectos amplios o de iniciativas puntua-

les. Por ejemplo, entre 2007 y 2013, Brasil im-

plementó un proyecto diseñado y financiado 

por el BID, enfocado en la adopción de di-

versas herramientas de mejora regulatoria en 

agencias reguladoras. Asimismo, actualmen-

te México y Perú están ejecutando proyectos 

enfocados en la modernización de sus instru-

mentos de apoyo de la simplificación y la me-

jora regulatoria, con el objetivo de reducir los 

costos de interacción entre gobierno, ciudada-

nos y empresarios. Adicionalmente, el BID ha 

brindado su respaldo para acciones de forta-

lecimiento de las capacidades regulatorias en 

países como Argentina, Chile, Colombia, Costa 

Rica, Ecuador, El Salvador y Paraguay.
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De acuerdo con la experiencia internacional 

(OCDE, 2018), la mejora regulatoria avanza de 

manera más sostenida en la medida en que 

exista una institución responsable de su pro-

moción, la cual suele estar situada en el centro 

de gobierno, y que se cuente con amplio apo-

yo político para introducir ciertas herramientas 

y prácticas que cambian la forma y el fondo del 

proceso regulatorio. Los llamados “órganos de 

supervisión y coordinación regulatorias”1 son 

responsables de conducir la mejora regulatoria 

y garantizar que la administración en general 

adopte nuevas prácticas para la preparación 

e implementación de la regulación. Al mismo 

tiempo, deben promoverse políticas, principios 

y herramientas de forma sistematizada, para 

conseguir que la administración como un todo 

avance de forma coordinada.

1.	 Los órganos de supervisión y coordinación regulatorias (ROB, por sus siglas en inglés) son instituciones exclusiva-

mente dedicadas a la promoción de la calidad regulatoria. Sus funciones varían, pero entre las principales se encuentran 

las siguientes: i) la coordinación regulatoria en el seno de la administración; ii) la supervisión y evaluación de la implemen-

tación de la política regulatoria y sus herramientas; iii) la revisión de la calidad de las propuestas regulatorias a través del 

Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) (control de calidad); iv) la guía y capacitación para los reguladores en temas de 

calidad regulatoria, y v) la divulgación y promoción de buenas prácticas regulatorias. En general, se trata de instituciones 

que forman parte de la administración central y cuentan con apoyo al más alto nivel político, si bien en algunos países 

tienen independencia del gobierno.

A. 
La institucionalidad de la mejora 
regulatoria
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La mejora regulatoria avanza de manera más 

sostenida en la medida en que existe una institución 

responsable de su promoción, situada generalmente 

en el centro de gobierno.

El cuadro 1.1. muestra la evolución de la 

consolidación institucional en los países ana-

lizados, e indica cuáles son los que cuentan 

con un órgano de supervisión y coordinación 

regulatorias, además de señalar otras institu-

ciones que poseen atribuciones transversales 

de mejora regulatoria. En la región puede ob-

servarse que dicha premisa de institucionali-

dad presenta diferentes características. Por 

un lado, el proceso de institucionalización va 

consolidándose a lo largo de los años, con el 

establecimiento de dichos órganos, pero mu-

chos de ellos todavía no cuentan con todas 

las funciones necesarias para influir de manera 

determinante en la calidad de las regulacio-

nes que se proponen en cada país. En algunos 

casos, además de los incipientes órganos de 

supervisión y coordinación regulatorias, hay 

también otras instituciones que, de alguna for-

ma, participan en la mejora de la calidad regu-

latoria, con responsabilidades puntuales. Por 

otro lado, hay países donde se han presenta-

do avances relevantes, a pesar de la ausencia 

de un órgano de supervisión y coordinación, 

como en el caso de Brasil, donde ciertos regu-

ladores tienen prácticas y usan herramientas 

de forma sistemática, en línea con las directri-

ces establecidas a nivel central. 

Vale la pena destacar el hecho de que solo 

El Salvador y México cuentan con un órgano 

especializado que concentra la mayoría de las 

responsabilidades (el mexicano con mucha 

mayor experiencia y práctica en la implemen-

tación de sus amplias funciones), mientras 

que en el resto de la región ha sido sobre todo 

dentro de los ministerios de Economía (o si-

milares) donde se han establecido unidades 

dedicadas a este tema con funciones particu-

lares, como en los casos de Brasil, Chile, Costa 

Rica y Paraguay. La naturaleza de la temática 

parece contribuir a que estos ministerios asu-

man dichas funciones, aunque estos requie-

ren especialización y capacitación para poder 

implementarlas cabalmente, y las unidades 

responsables deben contar con la inserción 

adecuada y el respaldo institucional que ga-

rantice que el resto de la administración las 

acompañe en estos esfuerzos. 
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Cuadro 1.1. 

Institucionalidad para la mejora regulatoria en América Latina: instituciones y principales 

responsabilidades

Secretaría Legal y Técnica de la 

Presidencia de la República

Subsecretaría de Simplificación y 

Análisis Regulatorio de la Secretaría 

de Gestión Pública de la Presidencia 

del Consejo de Ministros

Dirección de Mejora Regulatoria en 

el Ministerio de Economía, Industria 

y Comercio

Comisión Nacional de Mejora 

Regulatoria (2000)

Argentina

Perú

Subsecretaría de Competitividad y 

Mejorías Regulatorias en el Ministerio 

de Economía (2019)

Oficina de Productividad y 

Emprendimiento Nacional del Ministerio 

de Economía, Fomento y Turismo (2018)

Brasil

Costa Rica

Chile

Órgano de supervisión y coordinación regulatorias

Coordinación y supervisión 

regulatorias*
Simplificación administrativaFunción de revisión a través del 

uso de AIR*

Calidad legal Promoción, capacitación y divulgación*

Otras instituciones

México

Institucionalidad:

Funciones principales:
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Secretaría General de la Presidencia 

Ministerio de las Telecomunicaciones

Ministerio de Industria y Comercio 

(MIC)**

Ecuador

Paraguay

Dirección de Análisis Regulatorio en 

el Consejo de Competitividad

Ministerio de la Administración Pública

República Dominicana

Grupo de Eficiencia Regulatoria 

en el Departamento Nacional de 

Planeación (DNP)

Colombia

Organismo de Mejora Regulatoria 

(2019) 

Secretaría de Innovación

El Salvador

Departamento Administrativo de la 

Función Pública

Dirección de Comercio Internacional 

del Ministerio de Comercio 

* Funciones características de los órganos de supervisión y coordinación regulatorias.

** La responsabilidad está focalizada actualmente en la reglamentación técnica, donde el Ministerio de Industria y Comercio 

(MIC) coordina el sistema de notificación ante la Organización Mundial de Comercio (OMC). 

Fuente: Elaboración propia. Nota: Información actualizada a diciembre de 2020.
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La región también ha contado con inspira-

ción e incentivos para institucionalizar la mejora 

regulatoria a partir de iniciativas de coope-

ración internacional. Por ejemplo, los países 

miembros del Foro de Cooperación Económica 

Asia-Pacífico (APEC) suscribieron la necesidad 

de promover buenas prácticas regulatorias, lo 

cual incluye tener mecanismos interministeria-

les efectivos para manejar y coordinar el tema 

de la mejora regulatoria y, potencialmente, un 

órgano central encargado de ello. El Tratado 

Integral y Progresista de Asociación Transpa-

cífico (TPP11) reiteró la necesidad de fortale-

cer la coherencia regulatoria con el objeto de 

mejorar la cooperación entre sus países,2 así 

como la necesidad de profundizar la institucio-

nalización de la mejora regulatoria. Además, 

algunos países de la región han firmado acuer-

dos de cooperación entre pares que incluyen 

temas de mejora regulatoria. Por ejemplo, el 

Acuerdo de Comercio y Cooperación Econó-

mica relacionado con las Reglas Comerciales y 

de Transparencia3 firmado entre Estados Uni-

dos y Brasil en octubre de 2020 reconoce que 

las partes pretenden “instituir o mantener sus 

respectivos órganos o mecanismos centrales 

de coordinación regulatoria, de acuerdo con 

sus respectivos mandatos y en conformidad 

con sus legislaciones”, para promover buenas 

prácticas regulatorias en materia de consulta, 

coordinación y revisión de la regulación. 

Además de los órganos de supervisión y 

coordinación regulatorias, en lo que atañe a la 

institucionalización, vale la pena destacar los 

mecanismos de gobernanza de los regulado-

res sectoriales económicos para rubros como 

energía, telecomunicaciones, ferrocarriles, 

agua, etc. Surgidos sobre todo en la década 

de 1990, como elementos para acompañar los 

procesos de privatización llevados a cabo en 

la región, estos reguladores son instituciones 

autorizadas para ejercer poderes regulatorios 

sobre un sector, con el fin de establecer pre-

cios y mejorar el funcionamiento del mercado, 

y garantizar la calidad del servicio y el retor-

no de la inversión (mediante el control de los 

rendimientos a empresas con poder de merca-

do), así como la entrada, la operación e incluso 

la salida del mercado. Su creación, en varios 

países, enfrentó obstáculos jurídicos propios 

del derecho administrativo local4 y no estuvo 

acompañada de sólidas bases institucionales. 

Aunque cuentan con funciones y arreglos de 

gobernanza semejantes a los de los reguladores 

de los países de la OCDE, hay espacio para que 

mejoren su grado de independencia, su auto-

nomía administrativa, su rendición de cuentas 

a diversos actores interesados y la efectividad 

de las diferentes actividades que realizan. Esto 

es importante para garantizar reglas claras y 

estables en sectores clave que dependen de 

la inversión privada o constituyen monopolios 

2.	 La coherencia regulatoria se refiere a la adopción de buenas prácticas en la formulación, implementación y revisión de 

medidas regulatorias. Concretamente, esta se define de la siguiente manera en el Artículo 25.2 del TPP11, “Disposiciones 

Generales”: “Para los efectos de este capítulo, coherencia regulatoria se refiere al uso de buenas prácticas regulatorias en 

el proceso de planificación, diseño, emisión, implementación y revisión de medidas regulatorias, con el fin de facilitar el 

logro de objetivos de política interna y los esfuerzos entre gobiernos para mejorar la cooperación regulatoria con el fin de 

avanzar en aquellos objetivos y promover el comercio internacional y la inversión, el crecimiento económico y el empleo”.

3.	 Véase el enlace https://www.gov.br/mre/pt-br/canais_atendimento/imprensa/notas-a-imprensa/2020/texto-do-

protocolo-ao-acordo-de-comercio-e-cooperacao-economica-entre-o-governo-da-republica-federativa-do-brasil-e-o-

governo-dos-estados-unidos-da-america-relacionado-a-regras-comerciais-e-de-transparencia.

4.	 El formato de reguladores independentes surgió en la primera mitad del siglo XX en Estados Unidos, donde hay una 

tradición de supervisión institucional ejercida directamente por el Congreso, práctica poco común en el derecho adminis-

trativo latinoamericano, de fuerte influencia francesa.
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naturales, y que contribuyen al desarrollo y al 

crecimiento económicos de la región. 

A pesar de los avances, varios desafíos 

continúan presentes en la región en materia 

de institucionalización de la mejora regulato-

ria. Como se puede apreciar en el cuadro 1.1, 

son pocos los países que cuentan con órganos 

de supervisión y coordinación capaces de de-

sarrollar las funciones principales requeridas 

por la mejora regulatoria. Incluso, en algunos 

casos, las tareas están repartidas en más de 

una institución. Contar con varias instituciones 

responsables de funciones relacionadas con 

la mejora regulatoria no es necesariamente un 

problema, pero sí implica mayores esfuerzos 

de coordinación. Si se trata de implementar 

programas, políticas y herramientas en toda 

la administración, se supone que los regulados 

deben responder a demandas de diferentes 

instituciones. Además, requiere que todas las 

instituciones involucradas estén alineadas para 

poder avanzar de forma coherente y organiza-

da. Por ello, vale destacar que la región afronta 

una dispersión en las funciones, lo cual repre-

senta retos al momento de priorizar, establecer 

metas y monitorear los avances obtenidos, así 

como el desempeño de los reguladores. 

La lenta institucionalización de la política re-

gulatoria puede explicarse por algunas razones. 

En ciertos casos, las responsabilidades típicas 

de estos órganos no han sido completamen-

te desarrolladas. Algunos no velan todavía por 

la implementación de una política regulatoria 

sistematizada, sino que están focalizados en 

ciertos aspectos de la misma, como programas 

de simplificación administrativa, porque revis-

ten mayor interés político. Además, carecen de 

una función principal, la de control de calidad 

de la regulación, a través del uso del Análisis 

de Impacto Regulatorio (AIR), que coadyuva a 

que los reguladores justifiquen sus intervencio-

nes y estas sean evaluadas. 

Otro aspecto fundamental para entender 

por qué falta desarrollar y consolidar la insti-

tucionalidad de la mejora regulatoria puede 

encontrarse en la necesidad de que las auto-

ridades políticas tengan el convencimiento de 

que la apuesta vale la pena. En la región hay 

ejemplos de países donde esta temática ha 

adquirido relevancia política y quienes deci-

den impulsarla lo hacen de manera sostenida, 

y asimismo garantizan que aun con cambios 

de gobierno la política se mantenga en la 

agenda de políticas. Donde el tema no consi-

gue adquirir la relevancia política necesaria, la 

política regulatoria depende de apoyos políti-

cos esporádicos y su implementación efectiva 

se ve limitada. 

Algunos no velan todavía por la implementación 

de una política regulatoria sistematizada, sino que 

están focalizados en ciertos aspectos de la misma, 

como programas de simplificación administrativa, 

porque revisten mayor interés político. 
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B. 
Uso de evidencia en el diseño y 
la evaluación de regulaciones: 
análisis de impacto ex ante y  
ex post

Una de las formas más relevantes para pro-

mover la mejora regulatoria es el uso siste-

mático del AIR, es decir, su implementación 

ex ante, antes de una intervención regulato-

ria, y ex post, con vistas a evaluar si la regula-

ción existente ha cumplido con los objetivos 

para los que fue propuesta. El AIR apoya una 

intervención basada en la evidencia, la cual 

implica involucrar a los actores potencial-

mente afectados y recolectar información 

que permita entender mejor los diversos im-

pactos potenciales que podrían generarse en 

la sociedad. 

El uso de AIR continúa siendo limitado en 

América Latina, aun cuando algunos países 

han avanzado en su gradual implementación 

y la experimentación con proyectos piloto. El 

cuadro 1.2 muestra los avances realizados con 

esta herramienta y, al mismo tiempo, la falta de 

sistematización en su uso. 
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Cuadro 1.2.  

Avances en el uso del Análisis de Impacto Regulatorio, países seleccionados de América 

Latina y el Caribe

País Grado de avance en el uso de AIR

Argentina
Uso puntual en algunas entidades y realización de proyectos piloto con apoyo del 

BID en sectores seleccionados.

Brasil
Uso de AIR en algunos reguladores sectoriales de forma sistemática desde hace 

varios años; introducción obligatoria a partir de 2021 en la administración federal.

Chile
Uso de AIR de forma sistemática desde 2019 para decretos y proyectos de ley de 

iniciativa del presidente.

Colombia
Uso de AIR en algunos reguladores sectoriales y para la reglamentación técnica de 

forma sistemática desde hace varios años.

Costa Rica Uso de AIR para trámites y reglamentación técnica desde hace varios años.

Ecuador Uso de AIR en algunos temas; redefinición del modelo de AIR en 2020.

El Salvador
La previsión de la Ley de Mejora Regulatoria del Uso de AIR de forma sistemática a 

partir de 2020 no ha sido plenamente implementada.

México Uso de AIR de forma sistemática desde 2000.

Paraguay Realización de proyectos piloto de AIR.

Perú
Hay un mandato para el uso de AIR de forma sistemática, pero su implementación 

todavía no es integral; algunos reguladores sectoriales la utilizan.

República 

Dominicana
Uso de AIR de forma sistemática a partir de 2022.

Para la gran mayoría de los países de la región, 

el AIR es una herramienta no solo novedosa, 

sino que además impone desafíos importan-

tes, ya que genera la necesidad de presentar 

información validada para justificar una inter-

vención y porque implica un proceso previo 

que requiere organización, recursos técnicos, 

coordinación interinstitucional y eficaces me-

canismos de participación social. 

Varios países de la región han introducido el 

uso de AIR, principalmente para algunos tipos 

de intervenciones, aunque no lo han hecho de 

forma generalizada para toda la administración. 

Por ejemplo, en Costa Rica los AIR se focali-

zan en regulaciones que imponen trámites; en 

Colombia hay obligatoriedad de aplicar AIR 

en temas de reglamentación técnica, y en El 

Salvador la Ley de Mejora Regulatoria esta-
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blece que se harán AIR para regulaciones que 

afectan las actividades empresariales. Solo en 

México se usa de manera integral y se aplica 

para la gran mayoría de las intervenciones. 

Esto revela la dificultad de avanzar en el uso 

del AIR con una perspectiva de gobierno como 

un todo y para diversos tipos de regulaciones, 

lo cual puede justificar la puesta en marcha de 

estrategias graduales que, bajo criterios cuali-

tativos o cuantitativos, prioricen dónde vale la 

pena usar esta herramienta.

La estrategia de institucionalización tam-

bién ha sido gradual. Dos países ejemplifican 

este proceso. En Chile, luego de muchos años 

de hacer un AIR para intervenciones que afec-

taban a las pequeñas y medianas empresas 

(pymes), en 2019 se introdujo un Instructivo 

Presidencial5 que estableció como obligato-

rio el uso del AIR para “i) los proyectos de 

ley de iniciativa del Ejecutivo y ii) los decre-

tos que dicte el Presidente de la República o 

un ministro «Por Orden del Presidente de la 

República», que contengan normas de gene-

ral aplicación o que miren el interés general”. 

Brasil, un país donde algunos reguladores 

comenzaron haciendo AIR durante los años 

2000 con el apoyo del BID, acaba de instituir 

su obligatoriedad. La Ley de las Agencias Re-

guladoras (Ley N.º 13.848 del 25 de junio de 

2019) establece que un AIR deberá preceder a 

la adopción de actos normativos o a su modi-

ficación, y el Decreto N.º 10.411 del 30 de junio 

de 2020 regula el uso del AIR en los órganos 

y entidades de la administración pública fede-

ral, directa, autárquica y fundacional. A partir 

de entonces, el país ha invertido significativa-

mente en la capacitación de las entidades al-

canzadas por el decreto.

A pesar de contar con marcos regulatorios 

muy extensos, en la gran mayoría de los paí-

ses no hay una tradición para evaluar si la re-

gulación ha cumplido con los objetivos para 

la que fue pensada originalmente. La carencia 

de referencias a objetivos claros y metas para 

las regulaciones al momento de su emisión, 

así como de líneas de base, por la ausencia de 

análisis de impacto ex ante, dificultan la tarea 

técnica de evaluar los resultados regulatorios. 

Concretamente, en cuanto a evaluaciones de 

impacto ex post, pocos países cuentan con la 

obligatoriedad de realizarlas. En México, la Ley 

General de Mejora Regulatoria de 2018 reite-

ró la necesidad de hacer evaluaciones ex post 

cuando se presentan propuestas sobre regula-

ciones existentes y también de realizar evalua-

ciones ex post, cada cinco años, en el caso de 

regulaciones que generen costos de cumpli-

miento, para “evaluar los efectos de su aplica-

ción y permitir que se determine la pertinencia 

de su abrogación, modificación o permanencia 

para alcanzar sus objetivos originales y aten-

der la problemática vigente”.6 Asimismo, la Ley 

de Mejora Regulatoria de El Salvador, aproba-

da en 2019, establece que, como máximo 10 

años después de la entrada en vigor de cada 

regulación, deberá efectuarse una evaluación 

de impacto regulatoria ex post para determi-

nar si dicha regulación continúa respondiendo 

a la realidad y, por consiguiente, determinar si 

debe conservarse, reformarse o derogarse.7 

Una mención especial debe hacerse al Con-

greso de Chile, donde el Departamento de 

Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputa-

dos,8 creado en 2010, lleva adelante estudios 

para conocer los efectos de las leyes promul-

5.	 Véase el enlace https://open.economia.cl/wp-content/uploads/2019/04/003-15.04.2019-Instructivo-impacto-

regulatorio.pdf.

6.	 Véase la página https://www.ags.gob.mx/mejoraregulatoria/LGMR_180518.pdf.

7.	 Véase el enlace https://sv.vlex.com/vid/decreto-no-202-ley-773653141.

8.	 Véase http://www.evaluaciondelaley.cl/.
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gadas, incluidos el grado de cumplimiento de 

los objetivos esperados y los efectos no pre-

vistos o no deseados al legislar; comprender la 

percepción de la ciudadanía y proponer medi-

das correctivas. 

En Brasil, algunas instituciones y organismos 

reguladores han comenzado a hacer Análisis 

de Resultado Regulatorio (ARR) para deter-

minar lo sucedido con la regulación después 

de su implementación y observar si se alcan-

zaron los objetivos propuestos.9 Colombia 

está implementando algunos proyectos piloto 

de evaluación ex post, pero todavía no hay un 

procedimiento establecido para hacer las eva-

luaciones de forma sistemática. En Costa Rica, 

algunas instituciones nacionales y gobiernos 

locales buscan actualizar su normativa, y la Di-

rección de Mejora Regulatoria del Ministerio de 

Economía, Industria y Comercio ayuda en ese 

esfuerzo con un análisis jurídico para saber si 

la ley se está aplicando correctamente, análisis 

que se traduce en recomendaciones de mejora.

Como ya se ha expuesto, la región se man-

tiene mayormente ajena a esta herramienta ex 

post y tiene capacidades muy limitadas para 

realizarlas de forma sistemática. Salvo en el 

caso mexicano y en la experiencia de la Cá-

mara de Diputados de Chile, se necesita re-

correr todavía un largo camino para que se 

puedan evaluar las regulaciones existentes y 

los reguladores tengan las capacidades nece-

sarias para llevar a cabo dichos análisis.

9.	 Algunos ejemplos: Instituto Nacional de Metrología (INMETRO): http://inmetro.gov.br/qualidade/subsidios/

NT_final_ARR_Rodas_Automotivas.pdf; Agencia Nacional de Transporte (ANTT): http://governanca.antt.gov.br/

AgendaRegulatoria/Documents/ARR_SisHab_Resolu%C3%A7%C3%B5es%20ns%204770%20e%204775.pdf; Agencia 

Nacional de Energía Eléctrica (ANEEL): https://www.gov.br/aneel/pt-br.

Colombia está implementando algunos 

proyectos piloto de evaluación ex post, pero 

todavía no hay un procedimiento establecido 

para hacer las evaluaciones de forma 

sistemática.
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C.  
Participación de la sociedad y 
transparencia en los procesos 
regulatorios

Un aspecto fundamental de la mejora regula-

toria es hacer que los procesos regulatorios 

sean más abiertos, transparentes y participa-

tivos para los diferentes actores que puedan 

verse potencialmente afectados por la regu-

lación, pues eso permite que los involucrados 

retroalimenten las regulaciones y, con ello, se 

coadyuva a la calidad del análisis regulatorio. 

América Latina ha evolucionado favorable-

mente en este aspecto, pero la consolidación 

de los esfuerzos y, sobre todo, la garantía de 

que los diferentes actores participen efecti-

vamente forma parte de los desafíos todavía 

pendientes.

Dos avances importantes son dignos de 

mención. Por un lado, en una región tradicio-

nalmente caracterizada por sistemas jurídicos 

rígidos y centralizados, donde prevalecen el 

comando y el control regulatorio, se ha co-

menzado a dar mayor protagonismo y voz a 

los actores relevantes en las distintas etapas 

del ciclo regulatorio, de modo que sean partí-

cipes en la elaboración regulatoria y el control 

de su implementación. En México, la Ley de 

Fomento a la Confianza Ciudadana, emitida 

en enero de 2020, otorga beneficios y faci-

lidades administrativas a aquellas personas 

y empresas que cumplan con sus obligacio-

nes regulatorias y fiscales, lo cual estimula la 

confianza y fomenta la presencia de un am-

biente favorable al crecimiento de los nego-

cios, la creación de empleo y la lucha contra 

la corrupción. La ley permite disminuir la car-

ga económica y regulatoria y brinda más pre-

visibilidad a personas y empresas, mediante 

la puesta en marcha de un sistema de verifi-

cación que elimina las visitas e inspecciones 

discrecionales de la autoridad, utilizando una 

herramienta electrónica denominada Padrón 

Único de Fomento a la Confianza Ciudada- 

na. Por su parte, en Brasil, la Ley de Libertad 

Económica, aprobada en septiembre de 2019, 
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brinda la oportunidad para que ciudadanos o 

empresarios puedan denunciar normas que 

sean anticompetitivas. El gobierno estableció 

un Frente Intensivo de Evaluación Regulato-

ria y de Competencia (FIARC) encargado de 

dar seguimiento a las denuncias, mediante la 

apertura de una investigación, la realización 

de estudios, y la escucha de los órganos acu-

sados en audiencias públicas, así como de es-

pecialistas, para dar una solución en 120 días. 

Esas legislaciones son recientes y es todavía 

temprano para decir si hay una predisposición 

a nivel regional para el empoderamiento de 

ciudadanos y empresas en el ciclo regulatorio. 

Sin embargo, es posible identificar como 

una tendencia importante que la gran mayoría 

de los países de la región está usando tecnolo-

gías de la información y la comunicación (TIC) 

para fortalecer la participación de los actores 

relevantes en los procesos regulatorios. Ya son 

varias las plataformas utilizadas para promo-

ver la consulta pública y algunas van más allá, 

pues abren la oportunidad para que los regu-

ladores respondan a los comentarios recibi-

dos. Por ejemplo, Costa Rica creó una página 

de participación ciudadana sobre trámites;10 

Colombia tiene lista una plataforma única de 

consulta pública11 donde se ha hecho un piloto 

sobre depuración normativa de los decretos 

únicos reglamentarios, y República Dominica-

na ha desarrollado una plataforma para realizar 

consultas públicas.12

Aun cuando esta tendencia es positiva, falta 

mucho para que los actores afectados partici-

pen activamente en los procesos regulatorios 

y, sobre todo, lo hagan en un momento tem-

prano de la preparación de las intervenciones, 

cuando sus contribuciones pueden ser mucho 

más útiles en la definición de problemas y la 

búsqueda de opciones para solucionarlos, y en 

la preparación y verificación de la calidad del 

AIR. Ningún país de la región tiene por obli-

gación el involucramiento de actores de forma 

temprana antes de emitir una regulación, aun-

que en algunos se han dado casos informales 

y ad hoc en los que se observa este proceso. 

La promoción de técnicas de participación 

temprana todavía puede explorarse más pro-

fundamente, con la extensión de mecanismos 

de transparencia que permitan una interacción 

mayor entre reguladores y regulados. Para di-

señar una posible intervención, los regulado-

res deben involucrar a los actores en etapas 

iniciales, pues solo así se pueden reducir las 

enormes asimetrías de información que suelen 

estar presentes entre los diferentes actores y 

los reguladores. En general, esta situación es 

particularmente negativa para los consumido-

res, quienes tienen menos información acerca 

de los procesos productivos, pero son actores 

privilegiados para informar sobre los impactos 

en el bienestar. Por eso, es importante crear 

condiciones para que los grupos menos prepa-

rados puedan aumentar sus capacidades para 

participar en procesos regulatorios. Por ejem-

plo, en la década de 2010, el Programa de For-

talecimiento de la Capacidad Institucional para 

la Gestión de la Regulación (PRO-REG), apo-

yado por el BID en Brasil, tuvo como uno de 

sus ejes principales el trabajo con el sistema de 

defensa de los consumidores, con el objetivo 

de reducir las brechas para su participación en 

la preparación de regulaciones. En ese sentido, 

se organizaron varios cursos en consonancia 

con el Departamento de Protección y Defen-

sa del Consumidor, el Fórum Nacional de Enti-

dades Civiles de Defensa del Consumidor y el 

Instituto Brasileño de Defensa del Consumidor.

10.	  Véase https://tramitescr.meic.go.cr/viewpage//public/participacionCiudadana.html?verensitio=true.

11.	  Consúltese el enlace www.sucop.gov.co.

12.	  Véase la página https://rdmassimple.gob.do/consulta-publica/.
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D.  
La simplificación administrativa 
como herramienta de eficiencia 

Latina han tenido experiencias más consis-

tentes a lo largo de los últimos años. Han 

sido varios los programas y proyectos que se 

han gestado para tratar la simplificación de 

transacciones entre gobierno, ciudadanos y 

empresas interesados en cumplir con sus obli- 

gaciones formales o en acceder a sus dere-

chos. Los enfoques de simplificación han sido 

mejorados a lo largo de los años, aunque con-

tinúa habiendo retos de coordinación, pues 

suele ser un ámbito problemático, con diversas 

La simplificación administrativa se ha conver-

tido en una potente herramienta de eficiencia 

en las transacciones entre Estado, ciudadanos 

y empresas, porque no solo supone la revisión 

de las regulaciones que imponen obligaciones 

a terceros, sino también la mejora de los pro-

cesos internos con apoyo de las TIC y otros 

instrumentos que ayudan a optimizar el de- 

sempeño de la administración. 

Es probable que sea esta el área de mejora 

regulatoria en la cual los países de América 

13.	  Véase www.gob.ec/.
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dimensiones y distintos actores involucrados. 

Por ejemplo, en República Dominicana el tema 

de la simplificación pertenece al Ministerio de 

la Administración Pública, que trabaja desde 

la Mesa de Agenda Digital para simplificar y 

digitalizar trámites y procedimientos. En años 

anteriores, la incorporación de la Dirección de 

Análisis Regulatorio del Consejo Nacional de 

Competitividad a dicha mesa de trabajo per-

mitió que la simplificación administrativa in-

cluyese elementos de análisis de la normativa y, 

de este modo, integrase una metodología para 

hacer el levantamiento del inventario regulato-

rio y el análisis de la base legal de los trámites. 

Por otro lado, en varios países los procesos 

de simplificación administrativa están acom-

pañados de un uso cada vez más intensivo de 

tecnologías digitales y técnicas participativas 

de rediseño, lo cual permite asegurar la iden-

tificación de las necesidades del usuario, redu-

cir tiempos y costos administrativos, evitar la 

duplicación en la recolección de información 

y mejorar la respuesta a las demandas empre-

sariales y ciudadanas. Por ejemplo, Ecuador 

cuenta con un Portal Único de Trámites Ciu-

dadanos,13 en el cual se publica la información 

correspondiente a cerca de 6.000 trámites de 

más de 300 instituciones, de los cuales cerca 

de dos tercios pueden realizarse parcialmente 

en línea y más de un tercio están completa-

mente digitalizados. 

El desafío principal es poder acompañar el 

uso de las TIC y la digitalización de los trámites 

con su rediseño para garantizar su verdadera 

simplificación. Casi todos los países han logra-

do avances significativos en la digitalización de 

trámites en 2020, y han acelerado el ritmo de 

los proyectos en curso debido a la pandemia 

de COVID-19. Además de buscar soluciones 

tecnológicas para sustituir procedimientos que 

antes eran realizados en papel, se trató de sim-

plificar los trámites para facilitar la interacción 

entre ciudadanos y gobierno. Algunos países 

han ido todavía más lejos en cuanto a la forma-

lización de ese proceso. En noviembre de 2019, 

Chile publicó una legislación que establece la 

“Transformación digital del Estado”, por me-

dio de la cual se modifican diversos cuerpos 

legales, con el objetivo de establecer la obli-

gatoriedad del soporte electrónico, de manera 

que todos los nuevos trámites y servicios que 

el Estado ofrece a los ciudadanos sean prefe-

rentemente digitales. En Colombia, a lo largo 

de los años se han aprobado diferentes leyes, 

llamadas “anti-trámites”, con el objetivo de ra-

cionalizarlos. La Ley Anti-trámites N.º 2052 de 

2020 obliga a digitalizar la gestión interna de 

todos los nuevos trámites y a ofrecerlos total-

mente en línea. 

En un paso hacia delante, varios países han 

integrado mediciones cuantitativas para cono-

cer la carga administrativa que supone tener 

una regulación onerosa para el sector producti-

vo. México fue pionero en la región, pues realizó 

una adaptación del Modelo de Costeo Estándar 

en 2012 para medir el costo de oportunidad que 

asumen los negocios cuando enfrentan los pla-

zos de respuesta del gobierno, aunado esto al 

costo administrativo de cumplir con obligacio-

nes de información. Al usar esta metodología 

para medir los costos de los 4.694 trámites apli-

cables a empresas, organizaciones y ciudada-

14.	  Según estimaciones de la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (Conamer), la consideración de los trámites sub-

nacionales aumentaría el costo administrativo total a más del 10% del producto interno bruto (PIB).
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nos, la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria 

(Conamer) identificó que en un año la carga ad-

ministrativa de la totalidad de los trámites fe-

derales significaba para la economía mexicana 

un costo equivalente al 4,8% del producto inter-

no bruto (PIB) (Farias et al., 2016).14 El Análisis 

de Calidad Regulatoria, introducido en Perú en 

2017, permitió identificar y eliminar trámites in-

necesarios y requisitos para disminuir la carga 

administrativa y contribuir a la gestión de los 

servicios. Luego de tres años de implementa-

ción, durante los cuales se contó con la parti-

cipación de 90 entidades públicas del poder 

ejecutivo, se evaluaron 2.432 fichas de proce-

dimientos administrativos, de las cuales fueron 

eliminadas 734, es decir, el 30% del total de las 

fichas ingresadas. Asimismo, se emitieron seis 

decretos supremos ratificadores, con los que se 

espera tener una reducción en la carga adminis-

trativa equivalente a S./ 286,3 millones (cerca 

de US$75 millones).

En la gran mayoría de los países analizados, 

la simplificación administrativa ha sido exten-

dida a niveles subnacionales de gobierno, en 

muchos casos con resultados significativos. En 

Costa Rica se ha introducido el uso de venta-

nillas únicas a nivel local para reducir proce-

dimientos, requisitos y costos administrativos 

en el proceso de apertura de empresas. Has-

ta 2020 se habían establecido 21 ventanillas 

únicas municipales. Por ejemplo, en la región 

Pacífico Central el plazo de apertura de una 

empresa se redujo de 37 a 10 días. Los requi-

sitos pasaron de 29 a 16, y las visitas a institu-

ciones bajaron de 8 a 3. Se ha estimado que 

los resultados, en términos económicos, per-

mitieron una reducción del 52% del costo aso-

ciado al proceso.

El desafío principal es poder acompañar 

el uso de las TIC y la digitalización de los 

trámites con su rediseño para garantizar 

su verdadera simplificación. Casi todos los 

países han logrado avances significativos en 

la digitalización de trámites en 2020, y han 

acelerado el ritmo de los proyectos en curso 

debido a la pandemia de COVID-19.
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E.  
Oportunidades y retos 
institucionales de la política 
regulatoria en la región

to que coadyuve a la recuperación econó-

mica y que se adapte ante disrupciones de 

mercado, tecnológicas o sociales. La soste-

nibilidad de esos esfuerzos requiere avances 

en tres grandes frentes: apoyo político, capa-

cidades institucionales y técnicas, e involu-

cramiento social.

Aunque los avances son claros, la región ne-

cesita incorporar todavía algunas buenas 

prácticas y perfeccionar los instrumentos 

que ya se usan. La crisis sanitaria y económi-

ca desencadenada por el COVID-19 recalcó la 

importancia de que la regulación, poderoso 

instrumento de intervención, sea un elemen-

La crisis sanitaria y económica desencadenada 

por el COVID-19 recalcó la importancia de la 

regulación.
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F.  
Integración de la mejora 
regulatoria en la agenda política 

En la mayoría de los países latinoamericanos, 

la mejora regulatoria ocupa todavía un lugar 

poco prominente en la agenda de políticas. 

Esto implica que no solo es un tema del que 

se habla poco y al que se le da poca relevancia 

en el discurso político, sino que también dista 

de ser una prioridad que se promueva de 

forma sistemática y continua. En comparación 

con otras regiones o países, como Estados 

Unidos, donde las distintas administraciones 

han impulsado reformas regulatorias para el 

logro de sus objetivos de políticas, o la Unión 

Europea, donde la política de Better Regulation 

sigue ocupando espacio en la discusión y es 

una prioridad, en América Latina se requiere un 

liderazgo político más activo en la promoción y 

el uso de herramientas para mejorar la calidad 

de la regulación.

Aun cuando hay países de la región donde 

algunos sectores se destacan por tener mejores 

prácticas regulatorias y usar herramientas 

acordes con esta tendencia, el tema se mantiene, 

con normalidad, fuertemente focalizado en la 

simplificación administrativa. De esta manera, 

el desafío es conseguir ampliar el enfoque y 

expandir los principios y herramientas hacia 

intervenciones regulatorias que trasciendan 

los trámites o transacciones administrativas 

entre el Estado y sus ciudadanos. A su vez, la 

sensibilización política pasa por la percepción 

clara de los potenciales dividendos económicos 

y sociales de la mejora regulatoria que pueden 

justificar la aplicación de capital político en la 

revisión de procesos tradicionales de toma 

de decisiones, muchas veces marcados por la 

discrecionalidad.
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G.  
Desarrollo y fortalecimiento de 
las capacidades institucionales 
y técnicas

basadas en la evidencia, y que realmente gene-

ren beneficios para la sociedad como un todo. 

Cambiar este cuadro requiere el fortalecimien-

to de los recursos tecnológicos, gerenciales y 

de capital humano al servicio de la regulación.

Asimismo, los entes reguladores especializa-

dos en sectores económicos todavía necesitan 

consolidarse en términos de autonomía e in-

dependencia. Los propios ministerios, también 

con funciones regulatorias, necesitan contar 

con mayores capacidades técnicas para hacer 

frente a los desafíos de políticas públicas que 

tienen por delante. En la gran mayoría de los 

países de la región, la regulación se enfrenta a 

mercados concentrados, en cuyo caso es fun-

damental definir intervenciones que favorez-

can la competencia, permitan cuidar el buen 

Como ya se ha visto, la mayoría de los países 

de la región no adopta la buena práctica de 

contar con un órgano de supervisión y coordi-

nación regulatorias que pueda convertirse en 

el impulsor que promueva la mejora regulatoria 

y garantice su efectiva implementación. Asi-

mismo, las debilidades institucionales afectan 

algunos otros aspectos de la regulación que es 

importante destacar.

Con algunas excepciones ya mencionadas, 

la región todavía no cuenta con una función 

reguladora consolidada y reconocida a nivel 

internacional. En muchos casos, la regulación 

es producto de consideraciones políticas, y en 

la discusión falta integrar los análisis técnicos e 

información adecuada para garantizar que las 

intervenciones correspondan a necesidades 
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ambiente de negocios y apuntalen la búsque-

da del bienestar de la sociedad. Estas condi-

ciones demandan reguladores con capacidad 

técnica consolidada y con fuerte presencia y 

credibilidad para tomar decisiones que pueden 

afectar intereses creados.

Por otro lado, el uso sistemático de herra-

mientas regulatorias continúa siendo un desa-

fío en la región. Esto no solo sucede debido a 

la necesidad de decisiones políticas para pro-

fundizar su adopción, sino también porque en 

el seno de cada administración se deben crear 

capacidades técnicas y una nueva cultura para 

incorporar nuevas prácticas regulatorias. En 

general, las administraciones públicas de los 

países latinoamericanos son todavía muy jerar-

quizadas y hay poco espacio para que los téc-

nicos puedan innovar sin tener el visto bueno 

de los mandos superiores. Por eso, solo si se 

movilizan los dos niveles, el político y el técni-

co, será posible avanzar en este tema de forma 

sostenible.

La profesionalización incipiente y la rota-

ción laboral de muchos reguladores juegan en 

contra para crear memoria histórica en las ins-

tituciones y garantizar que quienes son capaci-

tados puedan poner en práctica, en el mediano 

y largo plazo, los conocimientos adquiridos. 

Asimismo, para conseguir que se haga un uso 

sistemático de estos instrumentos, será nece-

sario integrarlos en el quehacer diario, y luego 

requerirán formación y entrenamiento para su 

dominio. En esto también inciden los cambios 

de las prácticas administrativas que sostienen 

los procesos decisorios, donde se presentan 

resistencias naturales. 

La región no tiene todavía una cultura ad-

ministrativa arraigada de utilizar la evidencia 

para tomar decisiones. El uso limitado de infor-

mación, la inseguridad sobre la calidad de los 

datos y prácticas poco consolidadas en térmi-

nos del involucramiento de todos los actores 

potencialmente afectados en momentos tem-

pranos de la preparación de las regulaciones 

reducen la evidencia necesaria para justificar 

intervenciones regulatorias. En este sentido, el 

cambio debe ser profundo y eso, sin duda, aún 

tomará tiempo. 

Adicionalmente, si hay debilidades técnicas 

importantes a nivel nacional, esas carencias 

son aún más evidentes a nivel subnacional, por 

lo cual es imperioso que, para que la región 

mantenga el pulso de lo que va alcanzando, 

los países se impongan metas más ambicio-

sas que abarquen también a esos niveles de 

gobierno. Algunos países han iniciado algunos 

tipos de monitoreo que son promisorios y pue-

den ayudar a impulsar esfuerzos adicionales 

para que los reguladores mejoren sus procesos 

y el uso de herramientas. Por ejemplo, Costa 

Rica desarrolló un Índice de Capacidad Regu-

latoria Institucional que fue aplicado en 2019 

a gobiernos locales y que posibilita un análisis 

del grado en que las municipalidades cuentan 

con la capacidad para aplicar herramientas 

e instrumentos destinados a gestionar la go-

bernanza regulatoria. Este índice tiene cuatro 

componentes (institucionalidad, herramientas, 

simplificación administrativa y desempeño) 

que permiten realizar una jerarquización de los 

81 municipios. Los resultados mostraron que 

el 50% de los gobiernos locales cumplen con 

menos de la mitad de las condiciones para im-

plementar la política de mejora regulatoria y 

que, además, hay una diferencia considerable 

entre los municipios que obtienen los mayores 

y los menores puntajes en el ranking. En Méxi-

co se estableció el Observatorio Nacional de 

Mejora Regulatoria, un ente no gubernamental 

que tiene como objetivo impulsar y supervi-

sar la implementación de la política de mejo-

ra regulatoria a nivel nacional y subnacional. 

El Observatorio ha desarrollado un Indicador 

Subnacional de Mejora Regulatoria (ISMR), he-

rramienta que mide, evalúa y propone acciones 

concretas en la implementación de la política 

de mejora regulatoria en las 32 entidades fede-

rativas de México, así como en los municipios. 
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H.  
Consolidación de la participación 
social en los procesos regulatorios

Un aspecto fundamental para garantizar una de-

manda constante de mejora regulatoria es ha-

cer efectivos los canales de participación social 

existentes y mejorar las prácticas y métodos que 

permiten el involucramiento de los actores inte-

resados en los procesos regulatorios. Más allá 

de los aspectos democráticos y de legitimidad 

y transparencia relacionados con esta práctica, 

dicha participación es de suma importancia para 

asegurar la calidad de la regulación, pues permi-

te que los intervinientes acerquen aportes sobre 

el sector, así como expectativas, y que además 

colaboren activamente en la identificación y eva-

luación de alternativas de intervención.

Sin embargo, mientras la sociedad no de-

mande mejores intervenciones regulatorias, será 

difícil posicionar la temática en la agenda de po-

líticas de forma sostenible y hacer presión para 

que los reguladores cambien su forma de diseñar 

e implementar las intervenciones regulatorias. 

Por eso, es fundamental que los mecanismos 

creados para empoderar a los actores afectados 

se utilicen plenamente, con el fin de involucrar de 

manera efectiva a dichos actores en el proceso 

regulatorio, como en los casos de la Ley de Li-

bertad Económica de Brasil y la Ley de Fomento 

a la Confianza Ciudadana de México.

Incluso donde hay instrumentos de consulta 

institucionalizados, la participación efectiva es 

todavía poco representativa, motivo por el cual 

debe fomentarse, principalmente para grupos 

que no tienen fácil acceso al proceso regulatorio 

o en el caso de quienes todavía no están orga-

nizados para expresarse, como suele ser el caso 

de los consumidores o las pymes. Las institucio-

nes necesitan diseñar estrategias que permitan 

capacitar, estimular y educar a los grupos regu-

lados relevantes y a la sociedad en su conjunto. 

Destinar recursos y tiempo para ello es parte de 

las prácticas regulatorias que podrían explorar-

se para consolidar la participación social.

La diseminación de información y el aumen-

to de la transparencia deben verse acompaña-

dos por procedimientos más claros que abran 

el proceso regulatorio a la participación social. 

En algunos casos, los avances de la región pa-

recerían enfocarse en el punto final de la ca-

dena, esto es, en procesos de consulta sobre 

propuestas regulatorias, sin haber hecho la ta-

rea previa, como un análisis ex ante profundo 

y consultas previas sistemáticas a los actores 

relevantes sobre las problemáticas y la forma 

de abordarlas, lo que podría redundar en me-

jores decisiones. 
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I.  
Consideraciones finales

La mejora regulatoria todavía enfrenta impor-

tantes desafíos para poder constituirse como 

una estrategia sostenida de políticas públicas en 

América Latina. De todos modos, se han esta-

blecido los cimientos para que ello ocurra, y los 

países avanzan gradualmente hacia ese objetivo. 

Con diversas velocidades, distintas naciones de 

la región han conseguido grandes avances, han 

introducido diferentes principios y herramientas 

de calidad regulatoria, y han diseñado varios mo-

delos institucionales para su promoción y desa-

rrollo. No obstante, en general persiste el reto de 

promover regulaciones basadas en la evidencia, 

que sean adecuadas a los objetivos de políticas 

públicas y adaptables a las condiciones econó-

micas, tecnológicas y sociales.

En particular, los países latinoamericanos 

se enfrentan a algunas cuestiones que deben 

ser correctamente atendidas para garantizar 

que los avances sean sostenibles a lo largo del 

tiempo. Una de ellas, fundamental para mirar 

hacia el futuro, es la construcción de capaci-

dades, entendidas en su sentido más amplio 

como las condiciones que permiten que la po-

lítica regulatoria se desarrolle en cada contexto 

particular, gracias al desempeño adecuado de 

las funciones que deben cumplir los diferentes 

actores involucrados en ese proceso (órganos 

de coordinación, reguladores, empresarios y 

ciudadanos).

Dichas capacidades están relacionadas con 

elementos tanto internos como externos a los 

reguladores. En el plano interno, cabe mencio-

nar la dimensión del capital humano, la eficien-

cia de los sistemas gerenciales y el uso cada 

vez más necesario de la tecnología, lo cual 

debe fortalecerse y consolidarse para que los 

procesos de producción e implementación 

de las regulaciones sean más transparentes y 

efectivos. La preparación técnica de los espe-

cialistas encargados de producir e implemen-

tar regulación es fundamental, pero también lo 
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es contar con los recursos institucionales indis-

pensables para poder atender mercados que 

requieren intervenciones fuertes y en constan-

te evolución. 

En el plano externo, se pueden identificar 

dos elementos. Por una parte, la mejora regu-

latoria no podrá consolidarse si no hay apoyo 

político en altos niveles de toma de decisio-

nes. Asegurar el apoyo político no solo implica 

contar con el respaldo para una estrategia de 

mejora regulatoria: supone también que quie-

nes tienen en sus manos la tarea de decidir co-

nozcan la temática, la promuevan y la utilicen 

a favor de mejores intervenciones regulatorias. 

Por otra parte, la credibilidad y la legiti-

midad de la estrategia de mejora regulatoria 

debería tener una fuerte base en los actores 

externos, ya que debe ser útil para la sociedad 

y los grupos afectados. Falta un largo camino 

que recorrer todavía para que el sector priva-

do de la región asuma un papel mucho más 

activo en la promoción de buenas prácticas 

regulatorias, que sin duda le beneficiarían en 

virtud de la reducción de intervenciones poco 

claras y sin una justificación explícita. Su par-

ticipación es necesaria y debe fortalecerse en 

cada espacio que le brinde una oportunidad 

para exponer sus puntos de vista. Asimismo, 

los consumidores y pequeños empresarios de-

ben ser capacitados para participar, pues se 

encuentran en situación desigual frente a otros 

grupos de interés. 
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El brote de coronavirus (COVID-19) plantea 

un desafío sin precedentes para la salud 

mundial y ha desencadenado la conmoción 

económica más grave desde la Segunda Gue-

rra Mundial, cuyo impacto total aún se desco-

noce. La crisis ha sometido a los gobiernos de 

todo el mundo a una presión extrema para im-

plementar normas de emergencia destinadas 

a contener la epidemia. Esas medidas han lo-

grado, en algunos casos, frenar la propagación 

del virus y reducir el número de decesos, pero 

también han congelado la actividad comercial 

en muchos sectores, ampliado la desigualdad, 

interrumpido la educación y socavado la con-

fianza en el futuro (OCDE, 2020a).

La respuesta a la epidemia ha implicado 

cuestiones de regulación en casi todas las eta-

pas. La regulación1 afecta la disponibilidad de 

bienes esenciales necesarios para identificar y 

combatir la enfermedad (pruebas, productos 

y dispositivos) y repercute en la capacidad de 

los servicios públicos para mantener los ser-

vicios esenciales, así como los alimentos que 

se producen y distribuyen.2 Más allá de la res-

puesta inmediata a la crisis, las cuestiones re-

gulatorias también son importantes para lograr 

la recuperación económica y social, y aumen-

tar la capacidad para salir adelante en caso de 

futuros shocks y crisis. Los gobiernos se han 

enfrentado a un conjunto de opciones de po-

líticas especialmente difíciles al elaborar estas 

reglamentaciones; por ejemplo, ¿qué tipos de 

restricciones deberían imponer los Estados al 

trabajo, el juego y la libertad de circulación? 

¿Cuándo deberían abrirse a los negocios? 

¿Qué tan abiertos deberían estar y por cuánto 

tiempo? (Sunstein, 2020). Las posibles conse-

cuencias de cualquier decisión regulatoria (o 

no regulatoria) quizás son mucho más amplias 

que en épocas normales, con significativas re-

percusiones económicas y sociales.

Sin embargo, en una crisis en la que gran 

parte de la evidencia está incompleta y es 

incierta, mientras que la información evoluciona 

rápidamente, resulta particularmente difícil 

prever, analizar y debatir a fondo los efectos de 

las regulaciones. La necesidad urgente de que 

los gobiernos desarrollen medidas de salud 

pública ha dejado, por consiguiente, poco 

margen para que se lleven a cabo amplias 

consultas con los interesados o se consideren 

otras alternativas regulatorias o no regulatorias 

en el proceso de elaboración de políticas. 

Además, hay una gran escasez de datos fiables 

1.	  La regulación es el conjunto diverso de instrumentos mediante los cuales los gobiernos establecen requisitos 

para las empresas y los ciudadanos. La regulación incluye todas las leyes, ordenamientos formales e informales, 

normas subordinadas, trámites administrativos y normas emitidas por organismos no gubernamentales u órganos de 

autorregulación en los que los gobiernos han delegado poderes regulatorios (OCDE, 2018a).

2.	  El documento se basa en la amplia labor desarrollada por el Comité de Política Regulatoria de la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Forma parte de una serie de respuestas a la crisis del COVID-19 

desarrolladas por la División de Política Regulatoria de la OCDE, comenzando con un artículo sobre Calidad Regulatoria y 

COVID-19: Manejo de riesgos y apoyo en la recuperación (OCDE, 2020b) y que abarca otras cinco contribuciones.
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sobre las tasas de infección y mortalidad, y las 

políticas vigentes pueden estar obstaculizando 

la recolección de información que será esencial 

para elaborar respuestas normativas eficaces 

(Dudley, 2020). Esto ha limitado la capacidad 

de las formas más deliberativas de formulación 

de políticas, que implican el uso de herramientas 

y prácticas de gestión regulatoria, tales como 

los Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) y la 

participación de los actores interesados.

Sin embargo, esta urgencia no significa que 

en el caso de las regulaciones de emergencia 

se deba dejar de lado el escrutinio de sus im-

pactos y eficacia. Un sistema regulatorio bien 

diseñado puede adherirse a las recomendacio-

nes sobre política regulatoria y gobernanza, 

en particular, la Recomendación del Consejo 

de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE) sobre Políti-

ca Regulatoria de 2012 (OCDE, 2012), incluso 

en caso de crisis (OCDE, 2012). Además, una 

vez superada la presión inmediata de la crisis, 

las regulaciones adoptadas mediante procedi-

mientos acelerados pueden ser objeto de cui-

dadosas revisiones ex post o posteriores a la 

implementación (PIR, por sus siglas en inglés) 

con el fin de examinar su eficacia. También es 

particularmente importante que los gobiernos 

cuenten con órganos de supervisión y coordi-

nación regulatoria consolidados y dotados de 

recursos suficientes, los cuales desempeñarán 

un papel fundamental para garantizar que los 

hábitos en materia de mejora regulatoria no 

pierdan prioridad en tiempos de crisis.

Las tecnologías digitales, impulsadas por 

la inteligencia artificial y los Big Data, brin-

dan oportunidades para superar el desafío 

de información que enfrentan los gobiernos y 

aumentar la capacidad regulatoria. Dichas tec-

nologías proporcionan vías para monitorear el 

brote, rastrear los síntomas, localizar los con-

tactos y apoyar las medidas de contención. A 

su vez, pueden ayudar a los encargados de la 

formulación de políticas a adaptar las respues-

tas regulatorias en consecuencia y a vigilar el 

cumplimiento de las medidas adoptadas por 

los gobiernos. Puede haber tensiones funda-

mentales entre la protección de la privacidad, 

los derechos individuales y la eficacia en el uso 

de tales tecnologías, pero hay lecciones que 

pueden aprenderse a partir de las ideas desa-

rrolladas en las políticas y la gestión regulato-

rias (OCDE, 2020b).

Si se toma en cuenta la probabilidad de que 

en los próximos años surjan pandemias simila-

res (o peores, o epidemias limitadas a una re-

gión), así como otros tipos de impactos de gran 

escala, resulta de vital importancia compren-

der las diversas formas en que los gobiernos de 

todo el mundo han utilizado las herramientas 

de gestión regulatoria, al establecer normativas 

mediante procedimientos de emergencia, y que 

las buenas prácticas regulatorias sigan integra-

das en las respuestas de políticas a los impactos 

futuros. En consecuencia, este capítulo se es-

tructura en torno a cuatro secciones, las cuales 

cumplen con los siguientes objetivos:

•	 Presentar y describir las herramientas de 

gestión regulatoria más comunes.

•	 Analizar las respuestas regulatorias de los 

gobiernos frente al COVID-19 hasta la fe-

cha, incluidos los procedimientos legislati-

vos acelerados utilizados en el proceso de 

elaboración de políticas.

•	 Examinar la forma en que los gobiernos 

han aplicado las herramientas de gestión 

regulatoria a la legislación sobre crisis.

•	 Examinar los desafíos a más largo plazo 

resultantes de la crisis para el uso de he-

rramientas de gestión regulatoria en la for-

mulación de políticas.
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El capítulo se basa en gran medida en las 

presentaciones y debates que tuvieron lugar 

en el marco de un seminario en línea celebrado 

el 26 de mayo de 2020 por la División de Polí-

tica Regulatoria de la OCDE, llamado “The Use 

of Regulatory Management Tools in Times of 

Crisis” (OCDE, 2020c).3

El documento derivado del seminario se 

sustenta en la amplia labor realizada por el Co-

mité de Política Regulatoria de la OCDE. For-

ma parte de una serie de respuestas a la crisis 

del COVID-19 desarrolladas por la ya men-

cionada División de Política Regulatoria de la 

OCDE, entre las cuales sobresale el artículo 

“Regulatory Policy and Covid-19 Response: 

Removing administrative barriers, improving 

regulatory delivery” (OCDE, 2020d), y ade-

más abarca otras cinco contribuciones. Fue 

preparado por el Secretariado de la OCDE y 

publicado lo más rápidamente posible, sin el 

proceso habitual de revisión y de mejora por 

parte del Comité, por lo que no constituye en 

modo alguno un conjunto definitivo o formal 

de recomendaciones. 

Un sistema regulatorio bien diseñado 

puede adherirse a las recomendaciones 

sobre política regulatoria y gobernanza, en 

particular, la Recomendación del Consejo 

de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE) sobre Política 

Regulatoria de 2012, incluso en caso de crisis.

3.	  En la siguiente página web puede consultarse una nota sobre los temas abordados en el seminario: https://www.

oecd.org/coronavirus/policy-responses/regulatory-quality-and-covid-19-the-use-of-regulatory-management-tools-in-a-

time-of-crisis-b876d5dc/. 
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A. 
¿Qué tan difundidas están las 
herramientas y prácticas de 
gestión regulatoria?

La crisis del COVID-19 ha tornado particular-

mente urgente la necesidad de una regulación 

bien diseñada, basada en la evidencia y bien 

aplicada. Los gobiernos de todo el mundo se 

han visto obligados a elaborar respuestas re-

gulatorias de emergencia en un contexto en 

el que no se ha comprendido plenamente el 

cuadro clínico del virus y ante la falta de una 

base sólida de evidencia sobre la eficacia de 

las medidas de contención.

La OCDE ha elaborado una serie de publi-

caciones para asesorar a los gobiernos sobre el 

uso eficaz de la regulación para lograr mejores 

resultados sociales, ambientales y económicos, 

incluida la ya existente Recomendación del 

Consejo de la OCDE sobre Política Regulatoria 

(OCDE, 2012), que se desarrolló a raíz de las 

crisis financiera y económica mundial de 2008. 

El asesoramiento se centra particularmente en 

la importancia de las tres herramientas clave 

de gestión regulatoria: la participación de los 

actores interesados (consulta pública), el AIR y 

la evaluación ex post de las regulaciones, que 

constituyen aspectos críticos del ciclo de vida 

regulatorio. Se destaca asimismo la relevancia 

de los mecanismos de supervisión y coordina-

ción regulatoria como elemento esencial para 

reducir la brecha entre el establecimiento de 

los requisitos formales para la utilización de 

las herramientas de gestión regulatoria y su 

aplicación en la práctica. Cabe destacar los si-

guientes puntos:

•	 El AIR se refiere al proceso de examinar 

críticamente las consecuencias de una se-

rie de opciones para abordar diversas pro-

puestas en materia de políticas públicas. Se 

trata de un apoyo esencial para la toma de 

decisiones, ya que contribuye a proporcio-

nar información objetiva sobre los proba-

Capítulo 2 Mejora regulatoria y COVID-19 46



bles beneficios y costos de determinados 

enfoques regulatorios, así como a evaluar 

críticamente las alternativas. Un número 

cada vez mayor de países miembros de la 

OCDE aplica un enfoque proporcionado 

para decidir si se requiere o no un AIR y 

para determinar la profundidad adecuada 

del análisis.

•	 La participación de los actores interesados 

o consulta pública se refiere a informar y ob-

tener información de los ciudadanos y otras 

partes afectadas, de modo que las propues-

tas de regulación puedan mejorarse y ser 

ampliamente aceptadas por la sociedad. En 

un momento de desconfianza general ha-

cia los gobiernos, es imperativo que la con-

sulta con los interesados constituya una vía 

significativa para que los afectados puedan 

ayudar a configurar las regulaciones de ma-

nera que se maximice el bienestar general. 

Los países buscan cada vez más la opinión 

de los ciudadanos y las empresas sobre las 

propuestas regulatorias.

•	 La evaluación ex post implica una valora-

ción de los reglamentos a fin de comprobar 

si, de hecho, han alcanzado sus objetivos, y 

la forma en que pueden seguir siendo ap-

tos para su propósito. El acervo regulatorio 

es amplio en todos los países y suele acu-

mularse a lo largo de muchos años, mien-

tras que con frecuencia se presta escasa 

atención a las propuestas de regulación 

una vez que se han convertido en leyes. 

Solo ha habido un pequeño aumento del 

número de países que cuentan con requisi-

tos oficiales y una metodología amplia para 

las evaluaciones ex post.

•	 En la Recomendación de 2012 también se 

destacan la supervisión y la coordinación 

regulatorias como un factor decisivo para 

el establecimiento de marcos regulatorios 

eficaces. La Recomendación esboza una 

amplia gama de funciones de supervisión 

y coordinación que los gobiernos deberían 

instituir con el fin de promover la adopción 

de decisiones de alta calidad y basadas en 

la evidencia, así como aumentar el impacto 

de la política regulatoria. Entre esas fun-

ciones se incluyen el control de calidad de 

las herramientas de gestión regulatoria; el 

examen de las posibilidades de que la re-

gulación sea más eficaz; la contribución al 

mejoramiento sistemático de la aplicación 

de la política regulatoria; la coordinación, 

la capacitación y la orientación, y las es-

trategias para mejorar el desempeño de la 

regulación.

Una regulación bien diseñada y aplicada es 

esencial para garantizar que las economías y 

servicios públicos de la región sigan funcio-

nando eficazmente durante la crisis y después 

de ella. La regulación repercute en la disponi-

bilidad de pruebas, productos y dispositivos 

médicos para hacer frente a la pandemia, así 

como en la garantía de que las cadenas de 

suministro esenciales sigan funcionando; por 

ejemplo, la entrega de alimentos e insumos 

médicos básicos.

La política regulatoria también puede ayu-

dar a mejorar el diseño de algunos elemen-

tos de la respuesta ante la pandemia, como la 

salvaguardia de la privacidad y los derechos 

individuales; el logro de los resultados desea-

dos en materia de salud con el menor costo 

económico y social posible; el mantenimiento 

y el fortalecimiento de la confianza pública, y 

la legitimidad de las decisiones de la adminis-

tración pública. Sin embargo, como se analiza 

a continuación, ha habido una serie de desafíos 

en la aplicación de buenas prácticas relaciona-

das con las herramientas de gestión regulato-

ria aplicadas para dar respuesta al COVID-19.
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B. 
¿Qué respuestas regulatorias 
al COVID-19 han puesto en 
marcha los gobiernos?

Los gobiernos se han 
visto sometidos a una 
fuerte presión para poner 
en marcha rápidamente 
respuestas de políticas 
ante el COVID-19

La respuesta a la crisis de salud pública sin pre-

cedentes generada por la pandemia ha sido 

una prioridad mundial que ha exigido a los 

gobiernos la adopción de decisiones regulato-

rias complejas para reducir drásticamente los 

plazos en casi todas las etapas del proceso de 

formulación de políticas, lo que ha repercutido 

en todos los sectores económicos.

Las administraciones de todo el mundo han 

respondido a la crisis con una variedad de ins-

trumentos regulatorios, entre los que se en-

cuentran la legislación primaria y secundaria, 

así como cambios no legislativos (que incluyen 

la flexibilización de los regímenes de inspec-

ción, la exención de los pagos por licencias o 

la eliminación de los plazos de respuesta) para 

implementar reformas urgentes con repercu-

sión en distintas esferas de políticas, como la 

salud pública, los sistemas de respuesta ante 

emergencias, y la legislación sobre compe-

tencia (por ejemplo, para garantizar que las 

cadenas de suministro sigan proporcionando 

los bienes que se necesitan con urgencia). Mi-

les de estas medidas se han aplicado en ad-

ministraciones de todo el mundo y han sido 

descritas por el Rastreador de Políticas de la 

OCDE4 como parte de las siguientes catego-

rías de políticas: i) medidas de contención (las 

cuales incluyen cuarentenas o confinamientos, 

prohibiciones o restricciones de viaje, cierre de 

4.	 Véase la página https://www.oecd.org/coronavirus/country-policy-tracker/#Containmentmeasures.
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escuelas y universidades, cancelación de actos 

públicos); ii) iniciativas fiscales y monetarias; 

iii) medidas relacionadas con el sistema de sa-

lud, el empleo y las iniciativas sociales. En el 

recuadro 2.1 se presenta una selección de algu-

nas de las medidas de respuesta gubernamen-

tales ante el COVID-19.

Además, la crisis ha sometido a los gobier-

nos y a los órganos de supervisión y coor-

dinación regulatorias a fuertes limitaciones 

de recursos, les ha impuesto la necesidad de 

volver a establecer prioridades, y ha retirado 

personal y recursos de los equipos de gestión 

regulatoria y de los órganos de supervisión 

y coordinación regulatorias para asignarlos 

a los equipos de políticas a cargo de las res-

puestas al COVID-19.5 Esto también ha re-

percutido en los órganos de supervisión y 

coordinación regulatorias de varios países, en 

los que se ha movilizado al personal de la se-

5.	  Información proveniente de RegWatch Europe (2020a) y OCDE (2020b).

6.	  Información proporcionada en una nota de la Secretaría de la Junta del Tesoro de Canadá (TBS) a la OCDE en marzo 

de 2020.

cretaría que apoya la labor de dichos órganos 

para que se ocupe de la labor normativa re-

lacionada con el COVID-19 en los ministerios 

gubernamentales.

En consecuencia, muchas administraciones 

han tenido que reducir su volumen de legis-

lación no relacionada con el COVID-19 que se 

encontraba en proceso de emisión o volver a 

establecer prioridades en sus programas le-

gislativos, a fin de garantizar la asignación de 

recursos para enfrentar la emergencia. Por 

ejemplo, la Secretaría de la Junta del Tesoro de 

Canadá (TBS), órgano central de supervisión 

y coordinación de dicho país, comenzó a dar 

prioridad a las órdenes y reglamentos en apo-

yo de la respuesta del gobierno a la pandemia. 

Así, la TBS ha pedido a los reguladores fede-

rales que consideren la posibilidad de retrasar 

la elaboración de regulaciones que no estén 

relacionadas con la crisis del COVID-19.6

Miles de estas medidas se han aplicado en 

administraciones de todo el mundo y han sido 

descritas por el Rastreador de Políticas de la 

OCDE.
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Recuadro 2.1.  
Medidas regulatorias que los gobiernos han 
implementado en respuesta al COVID-19

En marzo de 2020, el gobierno de Reino Unido estableció una legislación primaria 

de emergencia (la Ley del Coronavirus), así como 70 leyes secundarias y una serie 

de cambios no legislativos. Los cambios legislativos han otorgado a la policía, los 

funcionarios de migración y los funcionarios de salud pública nuevas facultades para 

detener a las personas potencialmente infecciosas, así como para prohibir y restringir 

las reuniones y los actos públicos con el fin de frenar la propagación del COVID-19. 

Se han modificado los reglamentos de los servicios públicos y de salud para permitir 

enfoques simplificados (tales como la prescripción médica), y se han flexibilizado 

de manera temporaria la legislación sobre la competencia en ámbitos definidos (por 

ejemplo, para garantizar una mejor coordinación del suministro de alimentos) y las 

normas de pruebas de vehículos. La mayoría de las disposiciones de la ley vencerán 

al cabo de dos años, aunque este período podrá ser prorrogado por seis meses o 

acortado de conformidad con el artículo 90.

Al igual que en el caso anterior, en marzo de 2020, el parlamento francés aprobó 

la Ley de Emergencia para hacer frente a la epidemia de COVID-19, y declaró la emer-

gencia sanitaria para contrarrestar la propagación del coronavirus, una medida que 

le otorgó al gobierno mayores facultades para luchar contra la expansión de la enfer-

medad. El texto de la legislación permitió al gobierno francés restringir la libertad de 

circulación de las personas y dictaminar por decreto la requisición de determinados 

bienes y servicios durante un período de dos meses. Dicha ley también facultaba al 

gobierno para adoptar medidas económicas especiales en apoyo de las empresas 

francesas más afectadas por el brote del virus. Originalmente se había previsto que 

la emergencia duraría dos meses a partir del día de su aprobación, pero, en mayo de 

2020, el parlamento aprobó un proyecto de ley para prorrogar el estado de emergen-

cia hasta julio de dicho año.

En Países Bajos, la respuesta consistió en una serie de medidas legislativas y no 

legislativas y ha tenido un enfoque más descentralizado. Este es uno de los países que 

no estableció el estado de emergencia ni utilizó procedimientos legislativos especia-

les por vía rápida; en cambio, recurrió a las flexibilidades existentes en el proceso de 

elaboración de leyes (por ejemplo, llevar a cabo la preparación interdepartamental de 

proyectos de ley con períodos de gran urgencia y otros de consulta reducidos) y a la 

posibilidad de promulgar reglamentos regionales de emergencia. Los alcaldes de las 

ciudades más grandes están autorizados a adoptar estas regulaciones emergentes. 

No obstante, las regiones han coordinado la mayor parte de las disposiciones con 

participación del gobierno central.a
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En República de Corea no se impuso ningún bloqueo en ninguna ciudad o región. 

En su lugar, el gobierno instó a los ciudadanos a cumplir con las medidas de distan-

ciamiento y animó a los empleados a trabajar desde sus casas. El 22 de marzo de 

2020, las autoridades iniciaron una campaña de distanciamiento que duró cuatro se-

manas (por ejemplo, se alentó a la población a permanecer en sus hogares y a evitar 

las congregaciones masivas). La estrategia de contención se basó en pruebas, rastreo 

y tratamiento. Las pruebas han implicado métodos innovadores, como la modalidad 

ambulatoria e instalaciones para que las personas puedan testearse desde el auto-

móvil (drive-through virus testing), y su rápido desarrollo permitió realizar la labor 

de testeo de manera exhaustiva. Con respecto al rastreo, las autoridades realizaron 

rigurosas investigaciones epidemiológicas, para las cuales monitorearon transaccio-

nes de tarjetas de crédito, grabaciones de CCTV y datos de GPS en teléfonos móviles 

cuando fue necesario. Las pruebas han permitido clasificar a los pacientes según su 

gravedad e indicarles las vías de tratamiento adecuadas en los hospitales para los 

casos graves, así como realizar la derivación a los centros de apoyo al tratamiento en 

los casos más leves. Los recursos y la organización de la atención sanitaria se ajus-

taron en respuesta a la pandemia.

Fuentes: Departamento de Salud y Asistencia Social (2020); Asamblea Nacional (2020); 

Gobierno de los Países Bajos (2020a); Meuwese (2020); OCDE (2020a).
a Véase Gobierno de los Países Bajos (2020a); información tomada de OCDE (2020c).

Se han utilizado procedimientos 
administrativos abreviados para 
desarrollar respuestas a la crisis

La mayoría de las administraciones han intro-

ducido algún tipo de procedimiento legislativo 

abreviado para poner en marcha las respuestas 

a la crisis (como se ha destacado anteriormen-

te). Entre ellos, vale citar el uso de legislación 

de vía rápida o de emergencia, en cuyo caso 

las medidas legislativas pueden aplicarse con 

celeridad, sin utilizar los procedimientos ordi-

narios de elaboración habituales, para eliminar 

las normas y reglas existentes, lo cual reduce 

de manera considerable el tiempo destinado 

al examen de medidas a través del AIR, la con-

sulta de las partes interesadas y el escrutinio 

parlamentario.

En todo el mundo se han aprobado leyes 

similares, a veces tras la declaración de un 

estado de emergencia y en otras ocasiones 

como disposiciones de emergencia. En Es-

cocia, por ejemplo, la Ley del Coronavirus de 

20207 pasó por todo el proceso legislativo 

en Holyrood en un solo día. En Irlanda, la Ley 

7.	  Véase el sitio http://www.legislation.gov.uk/asp/2020/7/contents .

Recuadro 2.1 (continuación)
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de Salud (Conservación y protección y otras 

medidas de emergencia de interés público) 

de 20208 fue aprobada por ambas cámaras 

del parlamento irlandés y firmada por el pre-

sidente el 20 de marzo de 2020. Asimismo, el 

22 de marzo de dicho año, el parlamento de 

Francia aprobó una Ley de Emergencia para 

hacer frente a la epidemia de COVID-19,9 en 

la que se declaraba la emergencia sanitaria 

en el país, medida que le otorgó al gobier-

no mayores facultades para luchar contra la 

propagación de la enfermedad y mitigar sus 

repercusiones socioeconómicas.

Ha habido un fuerte debate internacional 

sobre la conveniencia y la necesidad de utili-

zar la legislación de emergencia. Por una parte, 

puede considerarse que dicha legislación refle-

ja circunstancias extraordinarias y permite que 

el Estado responda eficazmente a las crisis, al 

tiempo que el ejercicio de las facultades de 

emergencia se conserva dentro del Estado de 

derecho. Sin embargo, al otorgarle al Estado 

facultades que eluden la legislación “normal”, la 

legislación de emergencia puede tener efectos 

adversos sobre los derechos de las personas 

(por ejemplo, las medidas de confinamiento o 

el seguimiento de los pacientes con COVID-19 

mediante el uso del GPS) (Molloy, 2020).

Cabe señalar también que algunas adminis-

traciones no han querido utilizar procedimien-

tos especiales de vía rápida o de emergencia 

para desarrollar sus respuestas ante la crisis. 

Un ejemplo notable es el de Países Bajos, cuyo 

gobierno ha recurrido a una serie de flexibilida-

des administrativas en su proceso legislativo, 

entre ellas: la capacidad de llevar a cabo con 

gran urgencia la preparación intra/interdepar-

tamental de un proyecto de ley, acortando u 

8.	 Véase la página https://www.oireachtas.ie/en/bills/bill/2020/3/.

9.	 Véase el sitio http://www.assemblee-nationale.fr/dyn/15/dossiers/loi_urgence_epidemie_covid-19 .

Puede considerarse que dicha legislación 

refleja circunstancias extraordinarias y 

permite que el Estado responda eficazmente 

a las crisis, al tiempo que el ejercicio de las 

facultades de emergencia se conserva dentro 

del Estado de derecho.
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Recuadro 2.2.  
Nuevos comités de coordinación de 
ministros y funcionarios de alto nivel

En marzo de 2020 Reino Unido estableció cuatro nuevos comités de implementación 

para coordinar, priorizar y responder a la pandemia de coronavirus. La presidencia 

de los comités quedó a cargo de ministros del gabinete, en las áreas de salud, prepa-

ración del sector público, economía y respuesta internacional. Los comités aportan 

información en cada nueva reunión diaria sobre COVID-19, presidida por el primer 

ministro, con asistencia de los presidentes de los comités.

En el mismo período, Australia constituyó un gabinete nacional compuesto por el 

primer ministro del país y los primeros ministros y jefes de gobierno de nivel estadual 

para coordinar las políticas destinadas a frenar la propagación de la pandemia. Tam-

bién en marzo se estableció la Comisión Nacional de Coordinación de COVID-19 para 

coordinar el asesoramiento al gobierno australiano sobre las medidas para anticipar y 

mitigar los impactos económicos y sociales de la pandemia mundial.

Por su parte, Nueva Zelanda instauró un grupo ministerial COVID-19 presidido por 

el primer ministro. Dicho grupo fue establecido por el gabinete para coordinar y diri-

gir la respuesta del gobierno ante la pandemia.

Por último, en Canadá el primer ministro creó un comité de gabinete sobre la res-

puesta federal ante el COVID-19. Presidido por el viceprimer ministro y también por el 

presidente de la Junta del Tesoro, el comité se reúne periódicamente para asegurar el 

liderazgo, la coordinación y la preparación de todo el gobierno.

Fuentes: Gobierno del Reino Unido (2020); Prime Minister of Australia (2020); Gobierno de Australia 

(2020a); DPMC (2020); Prime Minister of Canada (2020).

omitiendo el período de consulta por Internet 

y pidiendo al gabinete que acelere el proce-

so de escrutinio parlamentario (una decisión 

adoptada por el parlamento).10

Además, para ayudar a la coordinación del 

proceso de elaboración de políticas y en aras 

de la rapidez de la toma de decisiones, varios 

gobiernos han establecido nuevos comités 

de coordinación de ministros y funcionarios 

de alto nivel. En el recuadro 2.2 se presentan 

ejemplos de los lugares donde se ha adoptado 

este enfoque.

10.	 Información tomada de la presentación del Gobierno de los Países Bajos (2020b) y OCDE (2020b).
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C. 
¿Cómo se han aplicado las 
herramientas de gestión 
reglamentaria?

Muchos gobiernos han 
adoptado un enfoque 
flexible

La urgente necesidad de que las administra-

ciones respondan a la crisis ha planteado un 

desafío a la naturaleza más discursiva de la for-

mulación de políticas con las herramientas y 

prácticas tradicionales de gestión regulatoria. 

Durante la fase de respuesta a la crisis, por lo 

general no ha sido posible que las administra-

ciones preparasen ex ante AIR detallados de 

los posibles efectos de las opciones de políti-

cas, ni que las partes interesadas tuviesen una 

participación amplia en los mismos plazos y 

con el mismo nivel de detalle que antes. La res-

puesta a la crisis ha dado lugar necesariamente 

a un cambio en el propósito de las herramien-

tas de gestión regulatoria, que se alejaron del 

enfoque tradicional de evaluar los costos y 

beneficios estimados de las posibles propues-

tas, su escala y la forma en que afectan a los 

diferentes grupos, para avanzar hacia un en-

foque administrativo centrado en la rápida im-

plementación de la respuesta a la crisis (y en 

aliviar la carga administrativa de los equipos de 

políticas enfocados en dicha respuesta).

Antes de la crisis del COVID-19, alrededor de 

un tercio de los miembros de la OCDE ya había 

establecido algún tipo de excepción al requi-

sito de elaborar un AIR al desarrollar nueva le-

gislación primaria y secundaria, incluso ante la 

introducción de una regulación específica para 

situaciones de emergencia (OCDE, 2018a). 
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Además, en respuesta a la pandemia, muchas 

administraciones incorporaron una gama más 

amplia de flexibilidades en torno a sus pro-

cedimientos de AIR. Entre estas flexibilidades 

cabe mencionar exenciones absolutas del re-

quisito de elaboración del AIR para propuestas 

de regulación que respondan directamente a 

la legislación relacionada con el COVID-19, si 

bien en general siguen exigiendo AIR para las 

regulaciones no ligadas al COVID-19. Entre los 

países que han adoptado este enfoque se en-

cuentran Australia,11 Italia,12 Nueva Zelanda,13 

y República Checa.14 En el caso particular de 

Nueva Zelanda, en mayo de 2020 el gabinete 

tuvo que acordar específicamente una exen-

ción del AIR con límite de tiempo para las me-

didas relativas al COVID, ya que anteriormente 

no existía ninguna exención de emergencia de 

este tipo.15 Posteriormente, en julio de 2020, el 

gabinete acordó sustituir esta exención tempo-

ral por un conjunto más detallado de acuerdos 

de exención de AIR que podrían implementar-

se en una serie de situaciones de emergencia.

Además, muchos países (incluidos los que 

ofrecían exenciones en materia de AIR) han 

procurado asegurar que los documentos de 

políticas sigan examinando el impacto, al me-

nos cualitativamente, y proporcionen una jus-

tificación basada en la evidencia, aunque este 

detalle implique un alejamiento de los AIR tra-

dicionales. Estas administraciones han exigido 

que los equipos de políticas produzcan formas 

más simplificadas y descriptivas del AIR; por 

ejemplo, Canadá,16 Comisión Europea (OCDE, 

2020c), Italia,17 Nueva Zelanda,18 Países Bajos y 

Reino Unido.

Para los órganos de supervisión y coordi-

nación regulatorias, la rapidez de la legislación 

de emergencia ha significado que a menudo 

no se hayan seguido los procedimientos ha-

bituales de escrutinio (por ejemplo, mediante 

los cuales se comprueba la calidad de las nue-

vas propuestas regulatorias) o que su dura-

ción se haya acortado, o bien se han invocado 

las normas de emergencia existentes. Algunos 

órganos de supervisión y coordinación (por 

ejemplo, el Nationaler Normenkontrollrat de 

Alemania)19 han establecido requisitos para 

que los equipos de políticas que elaboran AIR 

simplificados obtengan evidencia cuantifica-

da, y han señalado la existencia de técnicas 

de evaluación menos gravosas (por ejemplo, 

11.	 Véase https://ris.pmc.gov.au/2020/03/18/prime-ministers-exemption-%E2%80%93-covid-19-related-measures.

12.	 Información proporcionada en un correo electrónico del Gobierno de Italia a la OCDE en agosto de 2020.

13.	 Véase https://treasury.govt.nz/information-and-services/regulation/impact-analysis-requirements-regulatory-

proposals.

14.	 Información tomada de la presentación de RegWatchEurope (2020a) y OCDE (2020b).

15.	 El Departamento del Tesoro de Nueva Zelanda ha dado a conocer proactivamente su asesoramiento al Ministro de 

Finanzas sobre la suspensión temporal de los requisitos del Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) para las respuestas de 

políticas al COVID-19 y las consiguientes nuevas disposiciones de exención de la AIR. Los documentos relacionados están 

disponibles en https://treasury.govt.nz/publications/information-release/covid-19-temporary-suspension-regulatory-

impact-assessment-requirements; https://treasury.govt.nz/publications/cabinet-minute/gov-20-min-0017-ending-

temporary-suspension-ria-requirements-and-introducing-new-ria-provisions-future-emergencies.

16.	 Información proporcionada en una nota de la TBS a la OCDE en marzo de 2020.

17.	 Información proporcionada en un correo electrónico del Gobierno de Italia a la OCDE en agosto de 2020.

18.	 Véase la nota al pie número 15.

19.	 Información proveniente de la nota de RegWatch Europe (2020b).
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el análisis del punto de equilibrio) que podrían 

utilizarse entretanto. Sin embargo, en los ca-

sos en que todavía se estén elaborando re-

gulaciones no relacionadas con el COVID-19, 

suele seguirse el enfoque habitual de escruti-

nio. Las secretarías de los órganos de supervi-

sión y coordinación regulatorias, que a veces 

funcionan con menos personal, por lo general 

han podido seguir trabajando en cierta medi-

da como de costumbre.

En el recuadro 2.3 se presentan ejemplos de 

la forma en que las distintas administraciones 

han adaptado sus requisitos de gestión regu-

latoria, incluidas la supervisión y coordinación 

regulatorias, para hacer frente a las medidas de 

emergencia relacionadas con el COVID-19.

Recuadro 2.3.  
Ejemplos de flexibilidad de los requisitos 
de gestión regulatoria para la legislación 
relacionada con el COVID-19

En Alemania, el Nationaler Normenkontrollrat (NKR) ha adaptado sus procedimientos 

para permitir respuestas más rápidas, pero sin por eso dejar de lado la transparencia 

ni el escrutinio de las propuestas de emergencia. A ello han contribuido los depar-

tamentos gubernamentales, con la emisión un número significativamente menor de 

leyes “normales” desde marzo de 2020. En este caso, las prioridades del escrutinio 

incluyen la plausibilidad general y la precisión metodológica clave. La mayoría de las 

regulaciones han incluido evidencia cuantificada o el compromiso de proporcionar 

dicha evidencia como seguimiento. A mediano plazo, la NKR tiene previsto empren-

der una labor de identificación de las deficiencias de la transformación digital del 

sector público debido al COVID-19 y hacer recomendaciones al gobierno sobre cómo 

mejorarlas.

En Australia, el 18 de marzo de 2020, el primer ministro concedió una exención a 

los departamentos sobre la necesidad de elaborar el AIR en forma de Declaraciones 

del Impacto Regulatorio (DIR) para todas las medidas urgentes e imprevistas del 

gobierno australiano en respuesta al COVID-19. Se alienta a los Departamentos Gu-

bernamentales y Organismos Pertinentes del Gobierno de Australia a que se pongan 

en contacto con el órgano de supervisión y coordinación regulatoria, la Oficina de 

Regulación de Mejores Prácticas, para confirmar la aplicabilidad, ya que es posible 

que esta exención no se aplique a todos los temas. Las Revisiones Posteriores a la 

Implementación deben concluirse en un plazo de dos años a partir de la puesta en 

marcha de todas las medidas que reciban una exención del primer ministro, cuando 

tengan un impacto regulatorio más que menor.

Capítulo 2 Mejora regulatoria y COVID-19 56



En Canadá, el órgano central de supervisión y coordinación regulatoria, la Secreta-

ría del Consejo del Tesoro de Canadá (TBS), ha exigido que, durante la crisis, las pro-

puestas regulatorias apliquen los mismos elementos de la AIR (por ejemplo, análisis 

de costo-beneficio, impactos ambientales, análisis basados en el género, reducción al 

mínimo de la carga para las empresas, cooperación regulatoria, compromiso con las 

obligaciones internacionales). Sin embargo, la TBS ha proporcionado flexibilidad a los 

reguladores; así, en lo que respecta a la legislación ligada al COVID-19, está tratando 

de obtener una descripción cualitativa de los costos y beneficios y una identificación 

de los interesados afectados (en lugar de una consulta completa). Muchas de las 

regulaciones y ordenamientos, o la legislación primaria, que se han adoptado desde 

que comenzó la crisis a principios de marzo de 2020 contienen cláusulas de extinción 

y/o son medidas específicas relacionadas con el COVID-19 (por ejemplo, medidas que 

afectan a las fronteras, restricciones de viaje, etc.).

En Italia, el Departamento de Asuntos Legislativos, que comprende a la Oficina de 

Supervisión Regulatoria, ha prestado un apoyo continuo a la respuesta normativa del 

gobierno ante el COVID-19. Un primer conjunto de medidas legislativas urgentes se 

enfocó en las respuestas relacionadas con la salud y, por lo tanto, fueron eximidas del 

AIR. No obstante, se pidió a los departamentos gubernamentales que proporciona-

ran una evaluación cualitativa de los efectos en sus notas explicativas. En la segunda 

etapa de la crisis, el Departamento exigió que las medidas legislativas urgentes (de-

cretos-leyes) aplicaran el AIR simplificado existente para ese tipo de leyes. También 

se han elaborado formas truncadas del AIR. En los casos de regulaciones no relacio-

nadas con el COVID-19, por lo general se sigue el enfoque habitual de escrutinio. Las 

secretarías de la Oficina de Supervisión Regulatoria, así como del poder legislativo, 

han continuado trabajando de la forma habitual y también de la forma digital nueva.

En Reino Unido, los departamentos gubernamentales y las agencias reguladoras 

han emitido menos propuestas regulatorias convencionales durante el período de 

crisis, y alrededor de una décima parte del personal de la Secretaría del Comité de 

Política Regulatoria (CPR) se ha movilizado en esferas clave de la actividad relacio-

nada con el COVID-19. De forma general, las medidas legislativas sobre la emergencia 

del COVID-19 no estarían vigentes durante más de 12 meses y, por lo tanto, no son 

examinadas por el CPR en el Marco de Mejor Regulación. Sin embargo, se han produ-

cido formas truncadas de AIR y la información explicativa que los acompaña, ambas 

de dominio público. El CPR ha seguido realizando reuniones estratégicas y no ha 

habido ningún cambio en los procedimientos ni plazos normales de las propuestas 

convencionales. Un área clave de debate metodológico entre el CPR, el Ejecutivo de 

Mejor Regulación que la supervisa y los departamentos gubernamentales es la de la 

proporcionalidad en las pruebas y el análisis.

Fuente: RegWatch Europe (2020a); Gobierno de Australia (2020); Gobierno de Canadá (2020); Gobierno 

de Italia (2020).

Recuadro 2.3 (continuación)
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rentes mecanismos de respuesta ante la crisis 

(Dudley, 2020).

La mayoría de las administraciones ha infor-

mado de que su legislación sobre el COVID-19 

es de carácter temporal y, por lo tanto, contiene 

fechas de caducidad. Por ejemplo, en Repúbli-

ca de Irlanda las facultades de 2020 previstas 

en la Ley de Salud (Preservación y Protección 

y otras Medidas de Emergencia de Interés Pú-

blico) dejarían de surtir efecto después del 9 

de noviembre de 2020, a menos que ambas 

cámaras del parlamento emitan una resolución 

para aprobar la continuidad de las medidas 

(Molloy, 2020).

Antes de la crisis, poco menos de la mitad 

de los países miembros de la OCDE tenían en 

vigor algún tipo de requisito de extinción, en 

virtud del cual la legislación vence automáti-

camente o se debe tomar una decisión para 

permitir que continúe después de un lapso de-

terminado (OCDE, 2018a). Entre los ejemplos 

recientes de países que han utilizado cláusulas 

de extinción20 dentro de sus regulaciones de 

emergencia relativas al COVID-19 figuran Ca-

nadá,21 Escocia y Países Bajos (OCDE, 2020c). 

En Escocia, la Ley sobre el Coronavirus incluye 

una cláusula de extinción que señala la expi-

ración automática de la mayor parte de dicha 

Ley seis meses después de su entrada en vigor 

(el parlamento escocés podrá votar para pro-

rrogarla por otros seis meses si es necesario, y 

luego por otros seis meses más, pero este es el 

límite absoluto) (Molloy, 2020).

Además, los datos de la OCDE indican que 

ocho países miembros tienen actualmente re-

quisitos de PIR en vigor: Australia, Eslovenia, 

Hungría, Irlanda, Italia, Japón, Nueva Zelanda 

y República de Corea (OCDE, 2018a). Entre los 

20.	Los datos más recientes de la OCDE indican que los acuerdos de extinción son más frecuentes en el caso de las re-

gulaciones secundarias que en el de las leyes primarias. Sin embargo, en la mayoría de los países que tienen requisitos de 

extinción, estos se aplican generalmente caso por caso (OCDE, 2018a).

21.	 Información proporcionada en una nota de la TBS a la OCDE en marzo de 2020.

Se han aplicado 
varios instrumentos 
para asegurar que 
las medidas exentas 
de AIR no eviten 
indefinidamente todo 
escrutinio de sus 
impactos

La exención del requisito de llevar a cabo un 

AIR ex ante no debería significar que estas 

regulaciones “de emergencia” adoptadas de 

manera apresurada reciban un tratamiento de 

“carta blanca” y puedan renunciar a cualquier 

escrutinio de sus efectos. Una vez que la pre-

sión inmediata de la crisis haya terminado, hay 

una serie de herramientas que las administra-

ciones pueden utilizar para garantizar que los 

efectos de esas medidas de emergencia se 

sometan a algún tipo de evaluación (en la Re-

comendación de la OCDE de 2012 se señaló 

la importancia de la evaluación ex post como 

instrumento crucial para “cerrar el ciclo de las 

políticas”; véase OCDE, 2012). Como ya se ha 

dicho, los reglamentos adoptados mediante 

procedimientos acelerados pueden ser objeto 

de cuidadosos análisis ex post o PIR, a fin de 

examinar su eficacia. Los funcionarios encar-

gados de la formulación de políticas deberían 

aprovechar toda oportunidad para reunir infor-

mación sobre el virus, sus repercusiones en las 

distintas poblaciones y la eficacia de los dife-
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ejemplos recientes de países que han añadido 

esos requisitos de PIR a su legislación en situa-

ción de crisis, figuran Australia y Reino Unido, 

para garantizar que las medidas se sometan a 

una revisión ex post obligatoria después de un 

período determinado, lo cual incluye la evalua-

ción de la eficacia de la legislación y la publica-

ción de los resultados.

Los gobiernos y los 
reguladores han 
introducido una serie 
de facilitaciones 
reglamentarias para 
apoyar la respuesta 
ante la pandemia

Varios gobiernos y agencias reguladoras han 

estado ajustando las prácticas regulatorias 

para reducir la carga de los entes regulados y 

eliminar las medidas regulatorias heredadas en 

los casos en que impiden la prestación de ser-

vicios que podrían salvar vidas, la realización 

de pruebas o la disponibilidad de equipo de 

protección personal.22

A fin de impulsar la capacidad de ensayo 

para la respuesta a la pandemia, varias ad-

ministraciones han eliminado las barreras re-

gulatorias que limitan la participación de los 

laboratorios públicos o privados (con o sin 

fines de lucro) en la prestación de servicios 

de ensayo. Por ejemplo, República de Corea, 

gracias al aprendizaje de crisis anteriores (en 

particular, del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio MERS-CoV), ha ampliado su red de en-

sayos para abarcar todos los laboratorios con 

la capacidad adecuada, así como para eliminar 

las barreras que puedan obstaculizar la aper-

tura de lugares “fuera de las instalaciones” (por 

ejemplo, en los ensayos se han utilizado méto-

dos innovadores, como la modalidad ambula-

toria y el servicio de testeo para utilizar desde 

el automóvil) (OCDE, 2020d).

De manera global, los reguladores han de-

mostrado flexibilidad administrativa, median-

te la ampliación o suspensión de los plazos de 

diversos procesos. La Comisión de Comercio 

de Nueva Zelanda ha prorrogado los plazos de 

una serie de procesos de presentación de in-

formes reglamentarios. La Agencia Nacional 

de Transportes Terrestres de Brasil ha dado 

más tiempo a las empresas reguladas de los 

sectores de transporte ferroviario, transporte 

de pasajeros y transporte de mercancías por 

carretera para que cumplan las obligaciones 

contractuales. La Comisión Australiana de la 

Competencia y el Consumidor (ACCC, por sus 

siglas en inglés) seguirá examinando las fusio-

nes propuestas, pero reconoce que tal vez sea 

necesario ampliar los plazos de algunos exá-

menes/solicitudes si, debido al COVID-19, se 

plantean dificultades para realizar y concluir 

las investigaciones necesarias con las partes 

de la fusión y los participantes en el mercado.

Se han introducido exenciones reglamenta-

rias en varios sectores. En el sector del trans-

porte, la Agencia Canadiense de Transporte 

(CTA) incorporó ajustes temporales en el re-

quisito de la aerolínea de pagar una compen-

sación a los clientes por las interrupciones de 

los vuelos que se produjeran dentro de su con-

trol y de permitirles ajustar de manera ágil las 

operaciones a medida que la situación evolu-

cionara, además de centrarse en imperativos 

22.	 Esta cuestión de la eliminación de las barreras administrativas, la inspección y la aplicación de la ley se examina con 

mayor detalle en OCDE (2020d, 2020e).
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como la repatriación de los ciudadanos vara-

dos en el extranjero.

Con respecto a la aplicación de la ley, mu-

chas agencias reguladoras suspendieron, 

aplazaron o redujeron al mínimo el uso de ins-

pecciones o han ajustado las prácticas habi-

tuales debido a la dificultad de llevar a cabo 

estas actividades a la luz de las restricciones 

de movimiento y los requisitos de distancia-

miento social, así como para aliviar la carga 

administrativa de los operadores. En algunos 

países, ha sido necesario que los inspectores 

sean reconocidos oficialmente como traba-

jadores esenciales para que se les autorice 

a seguir trabajando. El Consejo Nacional de 

Regulación de Energía de Lituania cance-

ló todas las inspecciones programadas y no 

programadas. El regulador australiano ACCC 

decidió realizar los exámenes obligatorios 

que considerase necesarios por teléfono o 

videoconferencia, y tener en cuenta la carga 

administrativa al adoptar decisiones sobre el 

alcance y el calendario de las notificaciones 

reglamentarias para la producción de infor-

mación y documentos (OCDE, 2020e). Por su 

parte, la Administración de Alimentos y Me-

dicamentos de los Estados Unidos (FDA, por 

sus siglas en inglés) publicó una guía de po-

líticas de aplicación de la norma que “permi-

te” (indica que no se tomará ninguna medida 

de aplicación de la ley) la comercialización de 

mascarillas sin aprobación previa en una se-

rie de circunstancias y condiciones especiales 

(OCDE, 2020d).

Los gobiernos 
han realizado 
actividades para el 
involucramiento de 
partes interesadas 
(consulta pública) 

Las actividades amplias de involucramiento 

de los interesados (consulta pública) con to-

das las partes potencialmente afectadas por 

las medidas urgentes se ha vuelto mucho más 

difícil durante la crisis, debido a los plazos res-

tringidos para preparar la legislación. Muchas 

administraciones han adoptado un enfoque 

flexible, con períodos de consulta más cortos y 

la concentración de las actividades de consulta 

En algunos países, ha sido necesario que los 

inspectores sean reconocidos oficialmente 

como trabajadores esenciales para que se les 

autorice a seguir trabajando. 
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en grupos seleccionados, más pequeños, de 

interesados, entre ellos los interlocutores so-

ciales, los gobiernos locales o las principales 

organizaciones no gubernamentales (ONG).

Por ejemplo, en Noruega se ha acelerado la 

tramitación de varios nuevos reglamentos tem-

porales relacionados con el COVID-19 a través 

del parlamento, mediante una consulta públi-

ca mínima (generalmente de dos o tres días), 

pero con aportes significativos de las principa-

les organizaciones laborales e industriales para 

su redacción (RegWatch Europe, 2020b). En 

Canadá, TBS ha eximido a las reglamentacio-

nes relacionadas con el COVID-19 de la publi-

cación previa y ha considerado la posibilidad 

de realizar consultas públicas más restringidas, 

debido a la urgencia y la naturaleza limitada en 

el tiempo de muchos de estos instrumentos.23 

Otras administraciones, incluida la Comisión 

Europea, han adoptado un enfoque gradual 

para las consultas, centrándose en las más ur-

gentes y dejando más tiempo para las inicia-

tivas que se puedan presentar en una etapa 

posterior (OCDE, 2020c).

La elección de las herramientas de consul-

ta adecuadas (por ejemplo, los instrumentos 

de consulta basados en tecnologías de la in-

formación y la comunicación [TIC]) ha sido 

particularmente importante a la luz de los pla-

zos reducidos para la elaboración de las res-

puestas ante el COVID-19 y la imposibilidad de 

celebrar reuniones presenciales con los intere-

sados. Algunas administraciones han adapta-

do sus procesos de consulta presencial, como 

los jurados de ciudadanos, para que se lleven 

a cabo en línea y en un plazo más reducido. 

Este ha sido el caso del Estado de Oregón24 en 

Estados Unidos y de West Midlands en Reino 

Unido.25 Varios gobiernos han consolidado sus 

regulaciones relacionadas con el COVID-19 en 

plataformas en línea, lo que facilita el acceso 

del público y permite que otros reguladores 

aprendan de ellas (véase el recuadro 2.4).

Los gobiernos han informado de la nece-

sidad de tener en cuenta las limitaciones de 

capacidades a las que se enfrentan las organi-

zaciones interesadas al preparar sus respues-

tas a las consultas; por ejemplo, es posible 

que tengan que hacer un sondeo entre sus 

miembros y cotejar datos al elaborar dichas 

respuestas. De manera similar, han informado 

de la necesidad de evitar la “fatiga de las con-

sultas” entre las partes interesadas, la cual se 

produce si se solicitan información u opiniones 

similares con demasiada frecuencia, cuestión 

que podría verse agravada por los plazos legis-

lativos más estrictos para responder a la pan-

demia. Varias administraciones han indicado 

que es más probable que los interesados ten-

gan capacidad para dar cuenta de los proble-

mas, pero no necesariamente para proponer 

soluciones de políticas; por lo tanto, puede ser 

más constructivo dirigirse a ellos con una serie 

predefinida de opciones a las cuales respon-

der (OCDE, 2020c). Por ejemplo, muchas de 

las más destacadas organizaciones de partes 

interesadas de Canadá han señalado que ellas 

y sus miembros no tenían capacidad para for-

mular observaciones significativas durante el 

período de respuesta a la crisis y han pedido 

que se suspenda la elaboración de la mayoría 

de las reglamentaciones hasta que pudieran 

23.	 Información proporcionada en una nota de la TBS a la OCDE en marzo de 2020.

24.	 Véase https://pamplinmedia.com/pt/9-news/472321-381948-first-statewide-online-assembly-will-look-at-coronavi-

rus-recovery?wallit_nosession=1.

25.	 Véase https://www.wmca.org.uk/news/citizens-panel-to-help-guide-covid-19-recovery/ .

¿Preparados para regular? Lecciones y desafíos de la regulación en América Latina y el Caribe 61

https://pamplinmedia.com/pt/9-news/472321-381948-first-statewide-online-assembly-will-look-at-coronavirus-
https://pamplinmedia.com/pt/9-news/472321-381948-first-statewide-online-assembly-will-look-at-coronavirus-
https://pamplinmedia.com/pt/9-news/472321-381948-first-statewide-online-assembly-will-look-at-coronavirus-recovery?wallit_nosession=1
https://www.wmca.org.uk/news/citizens-panel-to-help-guide-covid-19-recovery/


participar; TBS ha solicitado que las agencias 

reguladoras lo tengan en cuenta.26

Comprender las experiencias de los ciuda-

danos, sus preocupaciones, sus motivos de 

incumplimiento, etc., puede ayudar a los go-

biernos a adaptar mejor sus disposiciones y 

a garantizar que los ciudadanos sigan las me-

didas de salud pública necesarias.27 Sin em-

bargo, una respuesta rápida y eficaz también 

debe basarse y fundamentarse en la eviden-

cia y en conocimientos científicos.28 Varios 

gobiernos han establecido (o ya contaban 

con) grupos consultivos integrados por ex-

pertos de todas las esferas pertinentes (por 

ejemplo, salud pública, educación, economía) 

para brindar asesoramiento a los comités de 

la administración central. Entre estos grupos 

se han incluido el Grupo Asesor Científico 

para Emergencias (SAGE) en Reino Unido,29 

el Consejo Económico Nacional del Gobierno 

de la República Checa (NERV), el Grupo Ase-

sor Técnico COVID-19 en Nueva Zelanda,30 el 

Consejo Científico COVID-19 en Francia31 y el 

Instituto Robert Koch en Alemania.32 Al salir 

de la fase de respuesta a la crisis, una cues-

tión clave para examinar sería probablemen-

te: ¿con qué eficacia han podido esos grupos 

aportar su asesoramiento experto al proceso 

de formulación de políticas?33

Los gobiernos 
han utilizado 
diversos enfoques 
para comunicar la 
justificación de sus 
medidas de respuesta 
ante la crisis

Los gobiernos y los reguladores han adoptado 

diferentes enfoques para comunicarse con una 

diversidad de interesados, a fin de asegurar-

se de que entienden claramente el propósito 

y la necesidad de las medidas reglamenta-

rias, a veces drásticas, que se han establecido. 

Brindar información transparente, oportuna y 

eficaz será un medio fundamental para garan-

tizar que las administraciones mantengan sufi-

26.	 Información proporcionada en una nota de la TBS a la OCDE en marzo de 2020.

27.	 Véase el informe de la Comisión de Europea (Mair et al., 2019), el cual señala que no se puede separar la emoción de 

la razón. La elaboración de políticas podría mejorar con información mejorada sobre las emociones de los ciudadanos y 

una mayor alfabetización emocional. Las emociones son tan esenciales para la toma de decisiones como el razonamiento 

lógico, y es tan probable que aumenten la racionalidad como que la subviertan. Sentir las emociones de los ciudadanos 

de manera más eficaz podría orientar mejor las decisiones políticas. Aprender a integrar y utilizar las emociones, en lugar 

de tratar de suprimirlas, podría mejorar la toma de decisiones y la colaboración en el gobierno.

28.	 Para más información sobre cómo brindar asesoría científica a los encargados de la elaboración de políticas, consúl-

tese el siguiente documento de Respuesta de Políticas de la OCDE: http://www.oecd.org/coronavirus/policy-responses/

providing-science-advice-to-policy-makers- during-covid-19-4eec08c5/.

29.	 Véase https://www.gov.uk/government/organisations/scientific-advisory-group-for-emergencies.

30.	Véase https://www.health.govt.nz/about-ministry/leadership-ministry/expert-groups/covid-19-technical-advi-

sory-group.

31.	 Véase https://solidarites-sante.gouv.fr/actualites/presse/dossiers-de-presse/article/covid-19-conseil-scientifique-covid-19 .

32.	 Véase https://www.rki.de/EN/Home/homepage_node.html.

33.	 Véase https://odi.org/en/insights/governments-must-catch-up-to-curb-the-coronavirus-pandemic.
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ciente credibilidad y confianza ante la opinión 

pública. Las investigaciones han sugerido que 

la distorsión de la información, en particular si 

se considera deliberada, es una forma de des-

perdiciarla. Esto puede ser más difícil en países 

con niveles preexistentes de escasa confianza 

en la eficacia del Estado, y también si los ciu-

dadanos perciben que hubo errores en la ges-

tión temprana de la crisis. Por consiguiente, los 

niveles más bajos de confianza harán que sea 

más difícil lograr el cumplimiento voluntario de 

los ciudadanos, ya sea que se trate de medidas 

de bloqueo o de aplicaciones de vigilancia o 

rastreo.34 Además, la pandemia ha ido acom-

pañada de lo que dio en llamarse “infodemia”, 

con niveles crecientes de información errónea 

(y desinformación) sobre el virus, lo que exige 

que los gobiernos actúen con rapidez.35

La Comisión Europea también ha destaca-

do la importancia de “una comunicación clara 

y oportuna y de la transparencia con los ciu-

dadanos”. La Comisión ha publicado la “Hoja 

de ruta común europea para el levantamiento 

de las medidas de contención de la COVID-19” 

(Comisión Europea, 2020), documento que 

incluye, entre otros temas, la importancia de 

concienciar sobre lo que hay que hacer y lo 

que no hay que hacer; la realización de cam-

pañas sanitarias específicas; el énfasis en la 

importancia del distanciamiento físico y las 

normas de higiene, y la coordinación entre las 

regiones fronterizas y los países vecinos, a fin 

de no transmitir mensajes contradictorios a los 

ciudadanos.36

En el documento de políticas de la OCDE 

sobre la resiliencia contra la pandemia de 

COVID-19 (OCDE, 2020f) se afirma que los 

gobiernos también tendrán que hacer que sus 

mensajes sean más convincentes y se adapten 

a grupos específicos o vulnerables. Un desafío 

adicional es captar la atención de los ciudadanos 

en un ecosistema mediático abarrotado en 

el que los interesados se enfrentan a una 

sobrecarga de información (OCDE, 2020f).

Los gobiernos deberán reconocer los fac-

tores de comportamiento que impulsan las 

acciones humanas y tenerlos en cuenta en sus 

comunicaciones y respuestas de políticas. Los 

efectos del contexto social y los sesgos de com-

portamiento en la adopción de decisiones “ra-

cionales” pueden amplificarse de manera que 

sea más difícil gestionar respuestas de políticas 

eficaces. Ya han surgido algunos ejemplos: es 

posible que la gente no preste atención a las 

políticas gubernamentales de distanciamien-

to social o de cuarentena a pesar de la clara 

evidencia de la necesidad de hacerlo, o que la 

“conducta de acaparamiento” se extienda por 

la sola imagen de que otros hacen exactamente 

lo mismo. Los mensajes mezclados, confusos 

o excesivamente “confiados” de las autorida-

des (que más tarde se invierten o son supera-

dos por los acontecimientos) pueden agravar el 

riesgo de una creciente desconfianza.

34.	El tema de los aportes de transparencia e información se analiza con mayor detalle en OCDE (2020d).

35.	 El documento de políticas de la OCDE (2020g) proporciona una amplia variedad de ejemplos aplicables.

36.	Véase el enlace https://reopen.europa.eu/en.
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Recuadro 2.4.  
Repositorios de regulaciones acerca del 
COVID-19
Varios gobiernos han consolidado sus regulaciones acerca del COVID-19 en platafor-

mas en línea, lo que permite un fácil acceso al público y que otros reguladores pue-

dan aprender de ellos. Por ejemplo:

•	 Canadá centraliza la información sobre legislación, estatutos, órdenes y regla-

mentos adoptados en respuesta al COVID-19, incluidos los detalles sobre las fe-

chas de entrada en vigor, en el sitio web del Departamento de Justicia: http://

www.justice.gc.ca/eng/csj-sjc/covid.html.

•	 Japón incluye en el sitio web de su gobierno las políticas básicas para la prevención 

y el control del COVID-19: https://japan.kantei.go.jp/ongoingtopics/_00013.html.

•	 La Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (Conamer) de México centraliza la 

información sobre las respuestas normativas al COVID-19 a nivel federal, estadual 

y municipal: https://conamer.gob.mx/respuestas-regulatorias-covid-19/.

•	 Sudáfrica ha puesto a disposición todas las regulaciones y directrices sobre el 

COVID-19 en un solo lugar en el sitio web del gobierno: https://www.gov.za/co-

vid-19/resources/regulations-and-guidelines-coronavirus-covid-19. 

•	 El sitio web de la Unión Europea en respuesta al coronavirus ofrece un panorama 

general de las medidas nacionales adoptadas en materia de transporte, restriccio-

nes fronterizas y de libre circulación, así como en apoyo de la economía: https://

global-response.europa.eu/index_en.

•	 En Italia, el corpus legislativo completo está disponible en el sitio web www.

normattiva.it, incluida una sección de medidas sobre el COVID-19 en la página 

principal. La página de inicio del gobierno tiene una parte dedicada a las disposi-

ciones relacionadas con el COVID-19 (legislación, medidas temporales, acciones 

de políticas: http://www.governo.it/it/coronavirus-normativa).

Los reguladores sectoriales también han puesto a disposición listas de autorizaciones 

o reglamentos de emergencia. Por ejemplo:

•	 La Administración de Alimentos y Medicamentos de los Estados Unidos (FDA, 

por sus siglas en inglés) enumera todas las Autorizaciones de Uso de Emergen-

cia (AUE) actuales y concluidas para diagnosticar y responder a emergencias de 

salud pública en la página http://www.fda.gov/medical-devices/emergency-situa-

tions-medical-devices/emergency-use-authorizations#coronavirus2019. El sitio 

web incluye AUE de COVID-19 que ponen a disposición equipos de protección 

personal, dispositivos médicos, diagnósticos in vitro y pruebas de anticuerpos 

contra el SARS-CoV-2, entre otros.

Fuente: OCDE (2020k); Gobierno de italia (2020).
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D. 
¿Cuáles son los desafíos 
futuros para la gestión 
regulatoria?

Los gobiernos de todo el mundo se han visto 

obligados a elaborar respuestas regulatorias 

de emergencia en un contexto en el que el cua-

dro clínico, incluida la propagación del virus, no 

se ha comprendido plenamente y frente a la 

ausencia de una base de evidencia firme sobre 

la eficacia de las medidas de contención. A pe-

sar de ello, las disciplinas de gestión regulato-

ria siguen siendo tan pertinentes ahora como 

en tiempos “normales”. Es fundamental que la 

próxima fase no ofrezca a las administraciones 

la posibilidad de pasar a elaborar “legislación 

sin evidencia” y que se aprovechen las oportu-

nidades para reunir datos y evaluar la eficacia 

de las distintas respuestas a las crisis, lo cual, 

a su vez, servirá de base para la respuesta a 

crisis futuras. Sin embargo, las herramientas de 

gestión regulatoria deberán encarar una serie 

de desafíos por venir, que siguen formando 

parte del proceso de formulación de políticas, 

desafíos que las administraciones tendrán que 

abordar:

•	 Las tecnologías digitales, impulsadas por 

la inteligencia artificial y los Big Data, brin-

dan oportunidades para superar el reto en 

materia de información que enfrentan los 

gobiernos (por ejemplo, sobre la propaga-

ción del virus y la eficacia de las medidas 

de contención) y aumentar la capacidad 

de regulación. Estos avances proporcionan 

medios para vigilar el brote, rastrear los sín-

tomas, localizar los contactos y apoyar las 

medidas de contención. Asimismo, pueden 

ayudar a los encargados de la formulación 

de políticas a adaptar las respuestas regu-

latorias en consecuencia y a supervisar el 

cumplimiento de las medidas adoptadas 

por los gobiernos. Sin embargo, puede ha-

ber tensiones fundamentales entre la sal-
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vaguardia de la privacidad, los derechos 

individuales y la eficacia en el uso de las 

tecnologías digitales, aunque se pueden 

extraer enseñanzas de las ideas desarrolla-

das en la política reglamentaria y la gestión 

de la regulación.37

•	 Es poco probable que las administraciones 

puedan elaborar AIR detallados ex ante en 

situaciones de crisis en las que el impera-

tivo es preparar respuestas de emergen-

cia y se carece de datos sobre el problema 

o las probables soluciones eficaces (en 

las políticas de AIR deberían incorporarse 

flexibilidades para eximir o exigir un AIR 

menos detallado en esas situaciones). Sin 

embargo, en esas situaciones habría que 

hacer más hincapié en garantizar que las 

disposiciones de emergencia se sometan a 

alguna forma de análisis ex post. Este en-

foque también debería utilizarse para las 

diversas servidumbres reglamentarias que 

se han establecido durante la crisis a fin de 

reducir las cargas regulatorias (por ejem-

plo, exenciones reglamentarias, flexibilida-

des administrativas, enfoques flexibles de 

la aplicación de la regulación) para deter-

minar si estas facilitaciones deben mante-

nerse después de la crisis. Los Principios 

de Mejores Prácticas de la OCDE para la 

Revisión del Inventario Regulatorio (OCDE, 

de próxima publicación [a]) recomiendan 

que las administraciones consideren desde 

el inicio del ciclo de políticas los criterios 

de desempeño necesarios para la evalua-

ción ex post, entre ellos, si los objetivos de 

la regulación son claros, qué datos se utili-

zarán para medir el desempeño y si se han 

establecido procesos de supervisión para 

reunir datos, así como la asignación de re-

cursos institucionales. Los métodos prác-

ticos incluyen la incorporación sistemática 

del uso de cláusulas de extinción o de re-

visiones posteriores a la implementación. 

Como ya se ha señalado, los funcionarios 

encargados de la formulación de políticas 

deberían aprovechar toda oportunidad 

para reunir información sobre el virus, sus 

repercusiones en las distintas poblaciones 

y la eficacia de los diferentes mecanismos 

de respuesta ante la crisis (Dudley, 2020).38

•	 Las administraciones también tendrán que 

considerar la forma en que su enfoque 

de entrega de regulaciones (por ejemplo, 

permisos y aprobaciones, inspecciones y 

aplicación de la ley) afectará a su capaci-

dad para responder a futuras situaciones 

de crisis. En general, los Principios de la 

OCDE sobre las Mejores Prácticas para 

Hacer Cumplir las Normas y para Reali-

zar Inspecciones (y las Herramientas para 

la Aplicación de las Normas e Inspeccio-

nes)39 pueden funcionar como directrices 

de buenas prácticas para la aplicación de 

las normas. En la medida de lo posible, los 

controles deben basarse en la evaluación 

de los riesgos. El enfoque mencionado 

37.	 La OCDE y el Grupo del Banco Mundial desarrollarán conjuntamente una nueva labor analítica para examinar las 

oportunidades que ofrecen las tecnologías emergentes, así como también estudiar los problemas de regulación y de 

privacidad de los datos, tanto para vigilar la propagación del brote como con fines de aplicación de la ley. Ello servirá 

de base para la construcción de capacidades, el diseño de herramientas digitales y la capacidad de recuperación en 

caso de una próxima epidemia. Para más información véase https://blogs.worldbank.org/psd/technology-helps- streng-

then-countries-regulatory-capacity-respond-covid-19.

38.	Véase https://www.forbes.com/sites/susandudley/2020/03/20/learning-from-covid-19/#3852812d15f1.

39.	Véase OCDE (2020h). El tema de la aplicación regulatoria con respecto a la respuesta ante el COVID-19 se analiza 

con mayor detalle en OCDE (2020d).

Capítulo 2 Mejora regulatoria y COVID-19 66

https://blogs.worldbank.org/psd/technology-helps-strengthen-countries-regulatory-capacity-respond-covid-19
https://blogs.worldbank.org/psd/technology-helps-strengthen-countries-regulatory-capacity-respond-covid-19
https://blogs.worldbank.org/psd/technology-helps-strengthen-countries-regulatory-capacity-respond-covid-19


debe ser receptivo y no estático, es de-

cir, debe reaccionar a las evoluciones, los 

cambios, las nuevas evaluaciones, el com-

portamiento y los resultados. El objeto de 

control y la forma en que se decidan las 

medidas de aplicación de la ley deben ser 

estrictamente proporcionales a la grave-

dad de la infracción (potencial o real), es 

decir, al riesgo que genere. La aplicación 

de la ley debe tener por objeto alcanzar el 

objetivo de la reglamentación, no centrarse 

en el “proceso por sí mismo”.

•	 Los gobiernos también deberían dotar de 

flexibilidad a sus políticas de participación 

de los interesados, para que, en futuras 

situaciones de crisis, puedan hacer que 

dicha participación sea selectiva y reunir 

información crucial. En los Principios de 

Mejores Prácticas de la OCDE sobre la Par-

ticipación de los Interesados en la Política 

Regulatoria (OCDE, de próxima publica-

ción [b]) se destaca la importancia de que 

las administraciones elijan instrumentos de 

consulta adecuados para los distintos tipos 

de participación de los interesados y para 

la fase correcta del proceso de formulación 

de políticas. La elección de los instrumen-

tos de consulta apropiados (por ejemplo, 

los instrumentos de consulta de las TIC o 

los procesos deliberativos representativos, 

como los jurados de ciudadanos40) es fun-

damental a la luz de los plazos reducidos 

y de la necesidad de disminuir al mínimo 

las interacciones cara a cara durante la ela-

boración de respuestas ante el COVID-19. 

Para las revisiones ex post, será especial-

mente importante consultar de primera 

mano a los afectados directamente por la 

regulación.

•	 En la elaboración de respuestas regulato-

rias a la pandemia, los gobiernos se han 

centrado en la reducción de las tasas de 

mortalidad como objetivo principal, lo 

cual es comprensible. Sin embargo, esas 

respuestas han entrañado un conjunto de 

ventajas y desventajas especialmente difí-

ciles en los campos sanitario, económico 

y social, donde las posibles consecuen-

cias de cualquier decisión regulatoria (o 

no regulatoria) tal vez sean mucho más 

trascendentales en una crisis como la del 

COVID-19 que en tiempos “normales”. La 

identificación de los instrumentos analíti-

cos adecuados para ayudar a los encarga-

dos de la formulación de políticas a evaluar 

esas ventajas y desventajas es un desafío 

permanente, particularmente en un es-

cenario de crisis en el que gran parte de 

la evidencia es incompleta o incierta y la 

información cambia rápidamente. Entre 

los enfoques metodológicos tradicionales 

para evaluar los costos y beneficios de las 

medidas aplicadas por los gobiernos y los 

reguladores cabe mencionar el análisis de 

costo-beneficio (para medir y comparar 

las diferentes opciones de reglamentación 

mediante la monetización de unos y otros) 

y el análisis de rentabilidad (mediante una 

comparación de los costos relativos de lo-

grar el mismo resultado).41

40.	El informe de la OCDE (2020i) ha reunido cerca de 300 prácticas deliberativas representativas para analizar las ten-

dencias en dichos procesos, identificar modelos distintos y analizar las contrapartidas entre diversas opciones de diseño, 

así como los beneficios y limitaciones de la deliberación pública.

41.	 Una técnica bien establecida que se utiliza en el análisis de costo-beneficio para estimar los beneficios de la reducción 

de la mortalidad es el “Valor de una vida estadística”. Ha habido un importante debate sobre su idoneidad en relación 

con la medición de los impactos del COVID-19. Un ejemplo de la literatura académica se encuentra aquí: https://www.

mercatus.org/system/files/broughel- covid-cba-mercatus-working-paper-v1.pdf.
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•	 Es probable que el impacto de la pandemia 

y las medidas de emergencia afecten a al-

gunos sectores de la economía de manera 

más drástica que a otros, y que repercutan 

en el número de empresas y en la compo-

sición de los sectores. Por lo tanto, esto re-

querirá que las administraciones recalibren 

sus bases de evidencia sobre las cifras de 

las empresas, para garantizar que los pasos 

cruciales del proceso de AIR, entre ellos la 

definición del problema, puedan llevarse a 

cabo con éxito en el futuro.

•	 La crisis del COVID-19 ha sugerido que exis-

te una falta de resiliencia a los shocks sis-

témicos en los sistemas socioeconómicos 

clave (por ejemplo, los servicios de aten-

ción de la salud), lo que ha permitido que 

las fallas se produzcan en cascada de un 

sistema a otro. Por consiguiente, con mi-

ras al porvenir, los gobiernos tendrán que 

incorporar conceptos como el pensamien-

to sistémico y la resiliencia en la formula-

ción de políticas, de modo de preparar a 

los sistemas socioeconómicos para futuros 

impactos sistémicos (por ejemplo, el cam-

bio climático).42 El planteo es: ¿cómo se 

pueden incorporar esos conceptos en los 

instrumentos de gestión regulatoria, a fin 

de garantizar que puedan ayudar a hacer 

frente a esos desafíos?

•	 Existe el peligro de que, al salir de la cri-

sis, los ministros y funcionarios públicos se 

muestren reacios a volver a procesos de 

gestión reglamentaria más lentos y delibe-

rativos. En ese contexto, será indispensable 

contar con órganos de supervisión y coor-

dinación regulatorias sólidos y dotados de 

recursos suficientes, los cuales desempe-

ñarán un papel fundamental para garanti-

zar que los mejores hábitos de regulación 

no dejen de ser prioridad accidentalmente 

como consecuencia de las medidas que 

se hayan adoptado sin AIR durante la cri-

sis, en particular en países en los que los 

42.	Este tema se analiza con mayor detalle en OCDE (2019, 2020j).

Con miras al porvenir, los gobiernos 

tendrán que incorporar conceptos como el 

pensamiento sistémico y la resiliencia en la 

formulación de políticas.
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AIR no estén profundamente arraigados o 

plenamente incorporados. Dichos órganos 

también habrán de cumplir un importante 

rol en extraer enseñanzas de la experiencia 

y promover la adopción de enfoques inno-

vadores de la gestión regulatoria, y podrán 

ayudar a dar prioridad a los esfuerzos de 

análisis ex post y garantizar que se recabe 

y evalúe la evidencia pertinente de la im-

plementación.

•	 Los gobiernos también tendrán que consi-

derar cómo ejemplificar las respuestas del 

comportamiento humano en sus procesos 

de políticas y procurar usar aún más las he-

rramientas de comprensión del comporta-

miento43 para entender cabalmente cómo 

reaccionará la sociedad a los cambios le-

gislativos, y alejarse de los supuestos tradi-

cionales sobre el comportamiento humano 

utilizados en el análisis económico. Es ne-

cesario profundizar la comprensión de las 

percepciones humanas del riesgo y el ses-

go, y centrarse más en cómo se garantiza 

el cumplimiento y se aplican y hacen cum-

plir las regulaciones.

•	 La importancia de la Cooperación Regula-

toria Internacional (CRI)44 ha recibido más 

atención debido al COVID-19. La escalada de 

la crisis del COVID-19 en términos de pan-

demia pone de relieve la necesidad de una 

acción colectiva en todos los frentes de po-

líticas para complementar las acciones a ni-

vel nacional y hacer frente a los problemas 

transfronterizos a corto y largo plazo. Debido 

a la rapidez de las respuestas requeridas por 

la crisis, se plantea el desafío permanente de 

asegurar que la CRI se integre firmemente ex 

ante en los marcos normativos para que se 

movilice a tiempo (OCDE, 2020k).

•	 Otra de las principales preocupaciones 

de los gobiernos (incluidas las anterio-

res a la crisis) atañe a su capacidad para 

elaborar respuestas normativas nuevas y 

oportunas ante la rápida evolución de la 

innovación tecnológica. Ello ha planteado 

un sinnúmero de problemas, entre los cua-

les sobresalen la forma de garantizar que 

la reglamentación se mantenga al ritmo de 

la rápida evolución de las tecnologías digi-

tales; cómo elaborar marcos regulatorios 

“adecuados a los fines” cuando la digita-

lización difumina la delimitación habitual 

de los mercados y sectores, y de qué ma-

nera normar las tecnologías que abarcan 

múltiples regímenes reglamentarios y ju-

risdicciones. Los instrumentos de gestión 

regulatoria deberían desempeñar un papel 

esencial en esta esfera de políticas, en par-

ticular para evitar que los gobiernos “se 

apresuren a regular” y ayudándoles a elegir 

entre enfoques reglamentarios y alternati-

vos para promover la innovación digital y, 

al mismo tiempo, mitigar los riesgos.

43.	En OCDE (2017) se analizan más de 100 casos de estudio que muestran la aplicación de los enfoques de comporta-

miento a la política pública en todo el mundo.

44.	Este tema se analiza con mayor profundidad en OCDE (2020k).
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A.  
La relevancia de la regulación y 
el doble desafío del regulador

La crisis asociada al COVID-19 ha visibilizado y 

profundizado los retos institucionales, econó-

micos y sociales de la región. Desde el punto 

de vista institucional, se evidenciaron debilida-

des en la capacidad de los sistemas de salud 

y protección social para hacer frente a esa cri-

sis sin precedentes. Asimismo, las medidas de 

confinamiento y distanciamiento tuvieron efec-

tos significativos para la actividad económica 

global. En 2020, se produjo una contracción 

de -3,1% en el crecimiento del producto global 

y de -2,0% para las economías de mercados 

emergentes y en desarrollo (FMI, 2022). Como 

consecuencia, se desató una crisis laboral con 

pérdidas de empleo considerables, sobre todo 

en las últimas economías mencionadas, donde 

las poblaciones más vulnerables se han visto 

afectadas de manera desproporcionada tanto 

por el virus como en su capacidad para gene-

rar ingresos. 

La gestión de esta crisis inédita y los esfuer-

zos por lograr una recuperación sostenible e 

inclusiva requieren regulaciones efectivas y efi-

cientes, que consideren y respondan a la nueva 

realidad y a las tendencias que están redefi-

niendo el funcionamiento de la administración 

pública y su relación con la sociedad. Esto es 

particularmente relevante si se considera el rol 

de la regulación en el desempeño económico 

de un país y, por consiguiente, en la recupera-

ción económica posterior a la pandemia. 

Desde finales de los años noventa, la li-

teratura económica ha mostrado un relativo 

consenso en cuanto a la existencia de una re-

lación negativa entre exceso regulatorio y cre-

cimiento económico (y viceversa, una relación 

positiva entre simplificación y mejora regu-

latoria y crecimiento). Por ejemplo, Gelauff y 

Lejour (2006) encuentran que una reducción 

del 25% de la carga administrativa en países 

de la Unión Europea llevaría a un incremen-

to promedio del 0,9% del producto interno 

bruto (PIB) de la región en el corto plazo y 

hasta del 1,5% en el largo plazo. En la misma lí-
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nea, la Comisión Australiana de Productividad 

(2006) reporta que una reducción del 20% 

de los costos de cumplimiento de la regula-

ción del país llevaría, después de un período 

de ajuste, a un aumento del PIB de alrededor 

del 1,3%. Asimismo, hay estudios que mues-

tran la contribución de la simplificación regu-

latoria al crecimiento mediante una mejora de 

la productividad. Por ejemplo, Costa y Aubyn 

(2012) observan que un programa de simplifi-

cación regulatoria de largo plazo —que lleva a 

un incremento de la calidad de las institucio-

nes— permite tener un impacto en la produc-

tividad total de los factores (PTF)1 del 0,6% en 

promedio. 

A medida que el concepto de mejora regu-

latoria fue evolucionando, incorporando ele-

mentos de políticas públicas y gobernanza,2 la 

investigación comenzó a enfocarse cada vez 

más en el vínculo entre este nuevo enfoque y el 

crecimiento económico. En particular, hay es-

tudios que indican que la adopción del Análisis 

de Impacto Regulatorio (AIR) tiene un efecto 

positivo en el bienestar económico, particular-

mente cuando el proceso interno del AIR está 

sujeto al escrutinio externo (Hahn y Tetlock, 

2008; Farrow, 2000; Graham, 2008; Abusah y 

Pingario, 2011). 

No obstante, si bien hay un relativo con-

senso en la literatura de acuerdo con el cual 

la intervención regulatoria puede contribuir a 

asignar recursos de manera más eficiente, se 

debe reconocer que gran parte de esa litera-

tura versa sobre la relación entre el crecimien-

to macroeconómico agregado y la regulación, 

por lo que se dificulta conocer a un nivel más 

sutil la interrelación de cada política y/o ins-

trumento regulatorio con las diferentes varia-

bles económicas que conducen a una mayor 

productividad.

En la región de América Latina y el Caribe 

(ALC), la regulación también ha sido vincu-

lada a la productividad. En su libro Esfuerzos 

mal recompensados: la elusiva búsqueda de la 

prosperidad en México, Santiago Levy (2018) 

señala que las principales políticas e institu-

1.	 La productividad total de los factores (PTF) mide la eficiencia de todos los insumos de la producción y, por lo tanto, 

permite determinar si existe un ahorro neto por unidad de producto. 

2.	 Es decir, la institucionalización de una política regulatoria integral que considera el uso de herramientas regulatorias 

para mejorar el desempeño regulatorio y alcanzar los objetivos de políticas públicas en varios órdenes del gobierno 

(Cofemer, 2012).

Las medidas de confinamiento y 

distanciamiento tuvieron efectos significativos 

para la actividad económica global.
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ciones que impiden el crecimiento en México 

son aquellas relacionadas con las regulaciones 

sobre los impuestos, el trabajo y la seguridad 

social, y el cumplimiento de los contratos. Levy 

explica que el principal motivo del escaso cre-

cimiento de la productividad en México es la 

mala asignación, entendida esta como una 

situación en que la distribución de individuos 

entre diferentes ocupaciones, la distribución 

de empresas entre distintos sectores o tama-

ños, y la correspondencia entre empresas y 

trabajadores de diferentes habilidades, distan 

mucho de ser óptimas.

La mala asignación puede resultar de po-

líticas y regulaciones no óptimas en varias 

áreas o del modus operandi de las institucio-

nes encargadas de hacer cumplir la regula-

ción, pues las instituciones deficientes son 

incapaces de crear las condiciones necesarias 

para tener mercados razonablemente eficien-

tes, o de prestar servicios de calidad razo-

nable. En síntesis, la persistencia de la mala 

asignación es el resultado de algunas políti-

cas, regulaciones e instituciones perjudiciales 

para la productividad.

De esta manera, avanzar en los objetivos 

de desarrollo de la región pasa necesariamen-

te por la consolidación de sistemas regulato-

rios modernos y efectivos, que estimulen la 

innovación y la buena asignación de recursos. 

Ante este contexto, los gobiernos de la región 

tienen un doble desafío: por un lado, deben 

consolidar y fortalecer las capacidades exis-

tentes para la adopción de buenas prácticas 

regulatorias internacionalmente reconocidas 

y, por otro, tienen que responder a un escena-

rio en el cual los cambios tecnológicos, econó-

micos y sociales acelerados por la pandemia 

demandan nuevas habilidades y generan la 

oportunidad de avanzar en nuevas agendas 

de políticas. A continuación, se describe cada 

uno de estos desafíos.

En su libro Esfuerzos mal recompensados: 

la elusiva búsqueda de la prosperidad en 

México, Santiago Levy (2018) señala que 

las principales políticas e instituciones que 

impiden el crecimiento en México son aquellas 

relacionadas con las regulaciones sobre los 

impuestos, el trabajo y la seguridad social, y el 

cumplimiento de los contratos.
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Primer desafío: consolidar la adopción de 
buenas prácticas regulatorias

Como se mencionó en el capítulo 1, a pesar 

de los avances, ALC aún enfrenta diversos 

desafíos institucionales para la consolidación 

del uso de instrumentos de políticas de mejo-

ra regulatoria ya tradicionales en países más 

avanzados. En primer lugar, en la región aún 

hay mucho por hacer en lo que se refiere a 

la institucionalidad de las políticas de mejora 

regulatoria, a través de esquemas de super-

visión y coordinación que promuevan dichas 

políticas en todos los órdenes y niveles de 

gobierno, y garanticen su efectiva implemen-

tación. Varios países de la región enfrentan 

desafíos asociados a una dispersión de fun-

ciones en lo que atañe a la mejora regula-

toria, con el reto que esto conlleva para una 

adecuada coordinación interinstitucional. En 

otros casos, los órganos existentes todavía 

están muy focalizados en un solo aspecto de 

la mejora regulatoria, particularmente en el 

rubro de simplificación administrativa, área en 

la cual los países de América Latina han teni-

do experiencias más consistentes a lo largo 

de los últimos años, no solamente a nivel del 

gobierno central sino cada vez más en niveles 

subnacionales. 

En segundo lugar, en la región aún no se 

ha consolidado el control de calidad de la re-

gulación a través del uso sistemático del AIR 

ex ante. Esta herramienta, considerada una 

buena práctica a nivel internacional para to-

mar decisiones basadas en la evidencia, sigue 

representando un desafío importante para la 

mayoría de los países, debido a que implica un 

proceso previo que requiere recursos significa-

tivos tanto técnicos como humanos, así como 

esquemas de coordinación interinstitucional 

y mecanismos de participación social. Si bien 

muchos países de la región ya han introducido 

el AIR en algunos tipos de intervenciones, son 

pocos los que aplican la herramienta de mane-

ra amplia y sistemática en su gobierno central, 

y menos aún los que han avanzado en su im-

plementación a nivel subnacional. Asimismo, 

la evaluación de impacto ex post sigue sien-

do una herramienta relativamente ajena en la 

práctica regulatoria de casi todos los países de 

ALC, como se puntualiza en el primer capítulo 

de esta publicación.

En tercer lugar, la región ha avanzado en 

hacer los procesos regulatorios más abiertos, 

transparentes y participativos, pero todavía 

falta consolidar esfuerzos y garantizar la par-

ticipación de los diferentes actores afecta-

dos e involucrados en el proceso regulatorio 

y, sobre todo, lograr que dichos procesos se 

pongan en marcha en un momento temprano 

de la preparación de las intervenciones regu-

latorias. Actualmente, ningún país de la región 

tiene la obligación de involucrar a los distintos 

actores antes de que se comience a escribir el 

texto regulatorio. Además, es necesario seguir 

consolidando la tendencia positiva en el uso 

de tecnologías de la información y la comuni-

cación (TIC) para fortalecer la participación de 

los actores relevantes en los procesos regula-

torios, un aspecto que ha tenido grandes avan-

ces en la región, pero que debe fortalecerse 

tanto en términos tecnológicos como institu-

cionales y de sensibilización social. 
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Segundo desafío: responder a las nuevas 
demandas económicas, tecnológicas y sociales

La adopción o la consolidación de las buenas 

prácticas regulatorias tradicionales mencio-

nadas en el primer desafío, si bien son útiles 

y necesarias, sobre todo en el contexto de 

ALC, deben acompañarse con la búsqueda 

de enfoques innovadores que puedan dar 

respuesta a los nuevos retos económicos, 

sociales y tecnológicos que los reguladores 

enfrentan para avanzar en una nueva agenda 

de desarrollo inclusiva, sostenible y resiliente 

que aproveche al máximo las oportunidades 

asociadas a las tecnologías emergentes y la 

innovación.

En este sentido, la recuperación de la cri-

sis pandémica se configura como una oportu-

nidad para repensar el modelo de desarrollo. 

Como se menciona en el capítulo 2, algunas 

jurisdicciones, así como algunos líderes y cen-

tros de pensamiento, han utilizado expresio-

nes como “volver a construir y hacerlo mejor” 

(building back better) o una “mejor normali-

dad”, para referirse a la necesidad de crear las 

condiciones necesarias para disminuir la expo-

sición de los países e incrementar su resiliencia 

a crisis futuras, ya sea sanitarias, ambientales 

o de otra índole, con una visión de largo plazo, 

en oposición a tan solo volver a la normalidad 

previa a la pandemia.

Lograr este objetivo depende de abordar 

problemas estructurales como la pobreza, el 

cambio climático, y la necesidad de crear socie-

dades más inclusivas y de aprovechar el enorme 

potencial generado por los avances tecnológi-

cos. Esta visión se ha reflejado en el creciente 

reconocimiento explícito de varios gobiernos, 

de los ciudadanos y del sector privado sobre la 

importancia de la sostenibilidad en los planes 

de recuperación económica y social.

Para hacer frente a los cambios profundos 

que se han vivido y preparar el camino por 

seguir, los reguladores también están revisan-

do la manera en que ejercen su papel. A pesar 

de que queda un largo trayecto por delante, 

algunos de ellos han mostrado que es posible 

responder de manera rápida y flexible durante 

períodos de crisis. 

La colaboración, las tecnologías digitales y 

un ambiente que promueva la innovación, no 

solo en el mercado sino también en la propia 

labor de los reguladores, serán claves para la 

recuperación y resiliencia futuras. Por ejem-

plo, la mayoría de los reguladores financieros 

y bancos centrales de 114 jurisdicciones repor-

tan haber acelerado iniciativas de innovación 

regulatoria o desarrollado nuevas iniciativas 

durante la pandemia. Asimismo, el carácter 

global del desafío ha enfatizado el rol central 

de la cooperación internacional para hacer 

frente a desafíos comunes. Más adelante se 

tratan las limitaciones institucionales que en-

frentan los reguladores para lidiar con estos 

desafíos y los nuevos enfoques que han surgi-

do a raíz de ello, pero antes se ahonda en las 

implicaciones de estas nuevas demandas.
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B.  
Temas catalizadores de la 
agenda socioeconómica y el 
papel de la regulación 

La pandemia ha cambiado la realidad a la que 

se enfrentan los reguladores. Sin embargo, mu-

chos de estos cambios no son sino la reafirma-

ción de problemáticas con las que ha lidiado la 

región en los últimos años y que la pandemia 

simplemente ha visibilizado aún más, mientras 

que en otros casos se trata de tendencias que, 

si bien no son nuevas, se han visto aceleradas 

por los drásticos cambios que trajo aparejados 

la pandemia. 

Adicionalmente, cada vez más, los organis-

mos internacionales integran estas tendencias 

en sus visiones a futuro. Por ejemplo, la Visión 

2025 del BID identifica cinco áreas de oportu-

nidad para lograr un crecimiento económico 

sostenible e incluyente en ALC: la integración 

regional, la economía digital, las pequeñas y 

medianas empresas (pymes), la resiliencia y 

mitigación del cambio climático, y la igualdad 

de género y la diversidad. Las soluciones que 

los gobiernos, el mercado y la sociedad cons-

truyan en esas áreas seguramente requerirán 

regulaciones que incidirán sobre el comporta-

miento de los actores económicos y sociales. El 

éxito de las políticas públicas por implementar-

se estará condicionado por la calidad de las re-

gulaciones y sus efectos sobre cuatro grandes 

temas catalizadores de la agenda de políticas 

públicas que se tratan a continuación, a saber: i) 

inclusión social y pobreza, ii) transformaciones 

tecnológicas, iii) cooperación internacional, y iv) 

cambio climático y sostenibilidad ambiental. 
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En comparación con las economías desarrolla-

das, ALC se caracteriza por una alta desigual-

dad en el ingreso, falta de equidad de género 

y dificultades de acceso a servicios públicos en 

el caso depoblaciones o grupos vulnerables. De 

acuerdo con Busso y Messina (2020), en la re-

gión, en promedio, el 1% más rico de la población 

posee el 21% del ingreso de toda la economía, 

mientras que el 10% más rico recibe más de la 

mitad del ingreso nacional antes de impuestos. 

Es decir, el 10% más rico de la población gana 22 

veces más que el 10% más pobre y el coeficiente 

de Gini promedio es de 0,46, mientras que en 

los países desarrollados es de 0,32.

Además, si bien las brechas salariales en-

tre hombres y mujeres en la región se han es-

trechado en las últimas décadas, aún siguen 

presentes. Por ejemplo, las mujeres ganan 0,87 

centavos de dólar por cada dólar que ganan 

los hombres, dedican el triple de horas por se-

mana que los hombres a labores no remune-

radas en el hogar y acaban trabajando casi 18 

horas más por semana que ellos.

Por último, las brechas entre grupos pobla-

cionales son amplias. En promedio, en los paí-

ses de la región el 43% de la población indígena 

y el 25% de los afrodescendientes son pobres. 

Si se ajusta por el nivel educativo, los salarios 

de los afrodescendientes son en promedio un 

17% menores que los del resto de la población, 

mientras que la brecha salarial ajustada para 

los pueblos indígenas es del 27%.

El reto de la inclusión se potencia con el 

advenimiento de la economía digital y las nue-

vas tecnologías, que refuerzan la importancia 

del acceso a Internet para facilitar el ejercicio 

de derechos y el acceso a oportunidades e in-

teracciones sociales. En ALC, la penetración 

de Internet se acerca al 70%; sin embargo, hay 

una amplia variación entre países: desde alre-

dedor del 90% en Argentina, Chile y Uruguay 

hasta un 37,6% en Honduras y un 17,8% en Haití, 

de acuerdo con datos de Internet World Stats.3 

Además, las brechas de género en el acce-

so a Internet siguen siendo significativas. Lo 

mismo ocurre con el acceso entre diferentes 

quintiles de ingreso, como se puede apreciar 

en el gráfico 3.1.

Más allá de injustas, las desigualdades ali-

mentan el sentimiento de exclusión social que 

ha sido fuente de inquietud y tensiones políti-

cas notables en los últimos años. Así, ante la 

nueva agenda económica y social que se di-

seña a nivel internacional, se ha reafirmado la 

necesidad de reforzar una visión de inclusión 

social en la toma de decisiones gubernamenta-

les, lo cual afecta los procesos regulatorios, por 

cuenta de los potenciales efectos de la regula-

ción sobre grupos sociales y económicos más 

vulnerables, como consumidores, minorías ét-

nicas, mujeres y micro, pequeñas y medianas 

empresas (mipymes). Este enfoque reconoce 

la importancia de la cohesión social para lograr 

estabilidad política y desarrollo económico.

i) Inclusión social y pobreza

3.	 Véase https://www.internetworldstats.com/stats2.htm.

¿Preparados para regular? Lecciones y desafíos de la regulación en América Latina y el Caribe 81



OCDE

Computadora para las tareas escolares Conexión a Internet

Quintil 1 Quintil 5

OCDEALC ALC

Para ello, los procesos de reforma regulatoria 

deben considerar la realidad de los diferentes 

grupos vulnerables y el contexto particular de 

cada intervención como medio para contribuir 

a la construcción de equidad en términos de 

oportunidades. En este sentido, la participa-

ción ciudadana, a través de herramientas como 

la consulta pública, resulta de gran relevancia 

para entender la realidad y las necesidades de 

estas poblaciones, y además contribuye a re-

forzar la legitimidad de las decisiones. 

Gráfico 3.1.  

Desigualdad en el acceso a medios digitales por quintil de ingreso, OCDE versus América 

Latina y el Caribe

Fuente: Gráfico B7.1.3 de Busso y Messina (2020); cálculos realizados con base en la Prueba PISA de 2018.

La regulación suele ser una de las princi-

pales formas de intervención gubernamental 

sobre los mercados y la vida de las personas. 

Por eso, es clave que las decisiones regulato-

rias incorporen evidencia específica sobre sus 

efectos en la equidad y la inclusión social y 

económica, por ejemplo, a partir de análisis so-

bre el acceso a servicios básicos por parte de 

los quintiles de ingresos más bajos de la pobla-

ción. Esto, aunado a un proceso participativo 

eficaz (en donde todas las partes involucradas 
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puedan hacerse oír), asegura que el regulador 

refuerce su credibilidad y legitimidad ante los 

distintos actores (véase el recuadro 3.1).

Finalmente, un elemento muchas veces 

desconsiderado desde el punto de vista de 

la inclusión económica y social es el papel 

de las mipymes, las cuales ofrecen nueve de 

cada diez empleos en la región. La pandemia 

ha sido especialmente devastadora para este 

tipo de empresas, pero aun antes de la crisis 

las mipymes ya tenían dificultades debido a 

la falta de recursos para adaptarse a los cam-

bios propios de la digitalización. Ahora, ante 

la nueva agenda económica y social, los regu-

ladores deben buscar evidencia sobre cómo 

sus decisiones pueden afectar a esas firmas, 

sobre todo a través de la creación de posibles 

barreras o costos desproporcionados. La con-

sideración de los efectos de las regulaciones 

sobre las mipymes es práctica común en los 

países de la Unión Europea, pero está poco 

consolidada en ALC.

Recuadro 3.1.  
El gobierno de Biden y los efectos 
distributivos en la regulación

El 20 de enero de 2021 el presidente de Estados Unidos Joseph Biden emitió un 

memorándum donde le instruía a la Oficina de Información y Asuntos Regulatorios 

(OIRA, por sus siglas en inglés) de la Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB, por 

sus siglas en inglés) a “iniciar un proceso con el objetivo de producir un conjunto de 

recomendaciones para mejorar y modernizar la revisión regulatoria”. 

Estas recomendaciones deben concluir en sugerencias concretas de cómo el pro-

ceso de revisión regulatoria puede promover la salud y la seguridad pública, el creci-

miento económico, el bienestar social, la justicia racial, la administración ambiental, la 

dignidad humana, la equidad y los intereses de las generaciones futuras.

Concretamente, destaca el mandato de proponer “procedimientos que tomen en 

cuenta las consecuencias distributivas de las regulaciones, como parte de cualquier 

análisis cuantitativo o cualitativo de los costos y beneficios de las regulaciones, para 

garantizar que las iniciativas regulatorias proporcionen beneficios de manera adecua-

da y no carguen de manera inapropiada a las comunidades desfavorecidas, vulnera-

bles o marginadas”.

De acuerdo con el propio memorándum, el propósito de estas acciones respon-

de a los retos que en aquel momento enfrentaba Estados Unidos a raíz de la pande-

mia, la recesión económica consecuencia de esta, la desigualdad racial sistémica y 

la acelerada amenaza del cambio climático; y pone a la OIRA a la vanguardia de una 

tarea que los demás organismos encargados de la mejora regulatoria en el mundo 

deben tomar en cuenta, a saber: la importancia de las consecuencias distributivas 

de los procesos regulatorios.
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Muchos sectores de la sociedad están en-

frentando un proceso rápido y profundo de 

cambios tecnológicos, con énfasis en la digitali-

zación. Este fenómeno ha venido acompañado 

de una transformación de productos, servicios 

e interacciones, y de una explosión de datos sin 

precedentes. Los modelos de negocios disrup-

tivos están alterando drásticamente los merca-

dos y las industrias tradicionales dominantes. 

Ejemplos de ello son: la expansión de platafor-

mas y economías compartidas en áreas como 

el transporte, el turismo o los servicios finan-

cieros, y modelos de negocios y productos que 

utilizan nuevas tecnologías, como el almacena-

miento de servicios en la nube, el Internet de 

las cosas (IoT, por sus siglas en inglés), la inteli-

gencia artificial, Big Data y cadenas de bloques 

(blockchain), entre otros. Si bien esta tenden-

cia ya era una realidad antes de la pandemia, 

esta ha catalizado su desarrollo. Por ejemplo, 

en Estados Unidos, de acuerdo con datos del 

índice IBM de comercio al por menor, la pande-

mia ha acelerado el paso de las tiendas físicas a 

las digitales en aproximadamente cinco años;4 

es decir que, en condiciones normales, habría 

tomado aproximadamente cinco años llegar a 

los niveles de comercio digital que se han al-

canzado durante la pandemia. 

Esta transformación trae consigo nuevas 

dinámicas y complejidades, que, si bien crean 

grandes oportunidades para llevar los benefi-

ii) Transformaciones tecnológicas

cios de las tecnologías digitales a toda la socie-

dad, también generan riesgos que deben ser 

considerados y abordados. En medio de esta 

revolución tecnológica, la regulación se consti-

tuye como una herramienta fundamental para 

mitigar los riesgos y promover que los benefi-

cios del cambio tecnológico lleguen a todos y 

sean superiores a sus costos. Esto implica que 

los reguladores deben responder a los cambios 

tecnológicos y favorecer ambientes propicios 

para la innovación. Sin embargo, la tarea no es 

fácil y los reguladores enfrentan varios retos.

El primer desafío es la dificultad de seguirle 

el ritmo al cambio tecnológico en la era de la 

digitalización. Estos cambios tecnológicos se 

desarrollan a un ritmo mucho más acelerado 

que las estructuras institucionales y los proce-

sos regulatorios. Asimismo, el implementar es-

quemas regulatorios preexistentes o basados 

en la mera extensión de leyes y regulaciones 

ya establecidas puede hacer que estas queden 

potencialmente obsoletas, y de este modo se 

frenaría la innovación (Eggers, Turley y Kishani, 

2018). De hecho, Pérez y Xie (2018) observan 

una compleja interrelación entre la investigación 

tecnológica y la regulación, la cual puede ver-

se reflejada en la generación de incertidumbre 

sobre los beneficios de la investigación en tec-

nología. Por ejemplo, los procesos regulatorios 

lentos pueden llevar a retrasos en las decisiones 

de inversión de las empresas, mientras estas es-

4.	 Véase https://techcrunch.com/2020/08/24/covid-19-pandemic-accelerated-shift-to-e-commerce-by-5-years-new-

report-says/.
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peran para recopilar más información y obtener 

garantías sobre futuros cambios regulatorios, 

los cuales pueden afectar la perspectiva sobre 

lo que es rentable y lo que no lo es. 

La digitalización promueve un aumento de 

la complejidad de los mercados y productos 

que choca con los esquemas institucionales 

tradicionales de gobiernos y reguladores, en 

virtud de lo cual genera un segundo gran reto. 

Por una parte, esto se ve reflejado en el carác-

ter global de las nuevas tecnologías; por otra, 

se encarna en nuevos productos y servicios 

que se ubican en la intersección de varios sec-

tores tradicionales y desafían los perímetros de 

acción de las autoridades regulatorias y super-

visoras tradicionales. Ante ello, surge la necesi-

dad de repensar los esquemas institucionales, 

y de coordinación, colaboración e intercambio 

de datos, para eliminar la incertidumbre regu-

latoria asociada a la existencia de varias juris-

dicciones con autoridad sobre una actividad o 

un modelo de negocio. 

Asimismo, la digitalización trae consigo de-

safíos ligados al abordaje de riesgos propios, 

como la privacidad y la protección de datos, 

lo cual trasciende la noción tradicional del de-

recho a la privacidad y demanda una supervi-

sión regulatoria innovadora. En específico, las 

tecnologías digitales pueden generar tensio-

nes entre la salvaguardia de la privacidad, los 

derechos individuales y la eficacia en el uso 

de dichas tecnologías para promover la inno-

vación. De acuerdo con Banco Mundial y UIT 

(2020), la naturaleza de las nuevas tecnologías 

demanda un nuevo enfoque regulatorio para la 

protección de datos, con una institucionalidad 

adecuada que asegure el cumplimiento de las 

normas de protección generadas a partir de 

estas nuevas tecnologías.

Asimismo, la economía digital desafía con-

cepciones asociadas a la protección de la com-

petencia y dificultades vinculadas a la defensa 

de los consumidores y el estímulo de la innova-

ción. A título de ejemplo, diversos de los actua-

les modelos de negocios implementados por las 

grandes empresas de tecnología brindan servi-

cios gratuitos y que no existían antes, lo cual de-

safía los conceptos tradicionales de hegemonía 

de mercado y daño a los consumidores.

Las políticas regulatorias y los reguladores 

deben contribuir a potenciar los beneficios de 

los avances tecnológicos y reducir sus efectos 

negativos. En ese sentido, la regulación de la 

economía digital debe fortalecer la legitimidad 

y la confianza en el Estado, facilitar la partici-

pación, proteger el espacio digital, mejorar la 

información disponible, empoderar a los ciu-

dadanos para la toma de decisiones, tener en 

cuenta los efectos en el mercado laboral, ge-

nerar incentivos correctos para la innovación 

e impulsar la mejora de la productividad y, por 

ende, el crecimiento económico. 

El primer desafío es la dificultad de seguirle 

el ritmo al cambio tecnológico en la era de la 

digitalización.
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Para abordar estos retos, los regulado-

res deben crear capacidades institucionales, 

adoptar nuevas tecnologías, aproximaciones 

y herramientas, y aplicar prácticas modernas 

de gestión, que permitan maximizar los efec-

tos positivos de la innovación en el crecimiento 

económico y la calidad de vida de las personas 

(véase el recuadro 3.2). Además, la ubicuidad 

propia de las nuevas tecnologías exige, por un 

lado, una mayor colaboración regulatoria en-

tre los ministerios, los reguladores sectoriales y 

multisectoriales, y una multitud de partes inte-

resadas en el desarrollo de dichas tecnologías 

para abordar eficazmente sus efectos, y, por 

otro, la colaboración regulatoria a nivel nacio-

nal, regional e internacional (Eggers, Turley y 

Kishani, 2018). Para ello, no hay que empezar de 

cero. Los instrumentos que han modernizado 

la regulación durante las últimas décadas han 

sentado las bases para esta nueva agenda re-

gulatoria. Así, sigue siendo necesario asegurar 

una buena gobernanza regulatoria; establecer 

mecanismos para identificar bien el problema 

y alternativas de solución con base en la evi-

dencia; tener en cuenta costos y beneficios, y 

revisar periódicamente las normas, entre otras 

prácticas y principios aplicables tanto en el 

mundo analógico como en el mundo digital. 

Recuadro 3.2. 
El caso del sector fintech en América Latina

La pandemia y el crecimiento que experimentó la industria de la tecnología finan-

ciera en los últimos años han servido como aceleradores de procesos de reforma 

regulatoria en materia de tecnologías financieras o fintech en la región: Brasil aceleró 

reformas al sistema de pagos, Chile publicó un esperado proyecto de ley fintech y 

Colombia incorporó ajustes a su regulación de crowdfunding. 

El caso de la fintech en América Latina es un buen ejemplo de la búsqueda cons-

tante de alternativas para superar el problema de la asimetría de conocimiento entre 

la industria y los reguladores, tan común en sectores de alta dinámica tecnológica. 

Así, la región ha implementado, por un lado, sandboxes regulatorios, como en Brasil 

y Colombia, y, por el otro, hubs de innovación, como en El Salvador y en República 

Dominicana en Centroamérica.

También merece la pena resaltar las iniciativas dirigidas a crear capacidades y fa-

vorecer un mejor entendimiento del ecosistema fintech. Por ejemplo, de la mano del 

Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Universidad de Cambridge, se ha ca-

pacitado a más de 75 funcionarios en temas de fintech y crowdfunding. A raíz de ello, 

los reguladores han logrado una participación más activa del ecosistema fintech, han 

interactuado con los actores, tratan de entender sus distintos subsectores y apren-

den sobre los participantes de este mercado. Asimismo, esta capacitación ha servido 

para que los funcionarios públicos tengan una mayor comprensión de los modelos 

de negocios y de la necesidad de elaborar regulaciones adecuadas para cada uno de 

los subsectores de la industria fintech.
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En las últimas décadas, la integración compe-

titiva de los países de la región a los mercados 

internacionales ha propiciado oportunidades 

y estimulado la modernización económica. Se 

estima que la liberalización comercial ha acele-

rado el crecimiento anual del PIB per cápita de 

América Latina entre 0,6 y 0,7 puntos porcen-

tuales, en promedio.

Sin embargo, aun antes de la pandemia, los 

retos regulatorios ya generaban obstáculos al 

comercio internacional, lo cual se ha agravado 

con respuestas proteccionistas y la disrupción 

de cadenas de valor fomentadas por la crisis. 

En 2020, la Organización Mundial de Comer-

cio (OMC) emitió un reporte en el que señalaba 

que alrededor de dos tercios de las notifica-

ciones efectuadas por sus miembros en res-

puesta al COVID-19 se referían a estándares y 

regulaciones, y recalcaba la importancia de las 

cuestiones regulatorias y de la construcción de 

respuestas coordinadas (OMC, 2020).

Históricamente, la fragmentación de los 

marcos regulatorios domésticos ha dificultado 

el comercio y la prestación de servicios trans-

fronterizos, y ha generado costos relacionados 

con el acceso a la información, la adecuación 

de la producción de bienes y servicios, y la 

comprobación del cumplimiento de requisitos 

regulatorios, como certificaciones y pruebas 

de laboratorio. Los reglamentos técnicos na-

iii) Cooperación internacional

cionales suelen ser buenos ejemplos de regu-

laciones complejas y con significativos costos 

de cumplimiento asociados que inhiben el co-

mercio internacional.

En ese contexto, la cooperación regulatoria 

internacional (CRI)5 ha contribuido a la gene-

ración de oportunidades de negocios, la pro-

tección de los derechos de los consumidores 

y la seguridad sanitaria de los ciudadanos. Son 

los acuerdos logrados mediante la CRI los que 

permiten que un país acepte cumplir con la 

misma norma o regla en distintos países inte-

grantes de dicha cooperación, lo cual reduce 

los costos para las empresas en el comercio in-

ternacional. Asimismo, gracias a la cooperación 

entre reguladores de diferentes jurisdicciones, 

estos pueden compartir su experiencia, sus 

conocimientos y sus recursos en un dominio 

específico. Un ejemplo de ello es el sistema de 

aceptación mutua de datos de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económi-

cos (OCDE) (MAD, por sus siglas en inglés), 

sistema que ayuda a los gobiernos y a la indus-

tria participantes a ahorrar más de  US$309 

millones al año, mediante la reducción de las 

pruebas químicas y la armonización de las he-

rramientas y políticas de seguridad química en 

todas las jurisdicciones en las que se aplica. El 

cuadro 3.1 contiene la variedad de mecanismos 

de CRI que se pueden adoptar.

5.	 La cooperación regulatoria internacional (CRI) se define como cualquier acuerdo o arreglo formal o informal entre 

los países, ya sea de manera bilateral, regional o multilateral, para promover algún tipo de cooperación en el diseño, el 

seguimiento, la aplicación o la gestión posterior de la regulación.
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Cuadro 3.1.  

Diferentes mecanismos de cooperación regulatoria internacional

Tipo de mecanismo Ejemplos de aplicaciones

Integración y/o armonización a través de instituciones 

supranacionales o conjuntas: implica la convergencia a 

través de la armonización de regulación sustantiva entre 

dos o más Estados u organizaciones.

•	 Instituciones y directivas de la Unión 

Europea. 

•	 Agencia Reguladora de Normas 

Alimentarias de Australia y Nueva 

Zelanda.

Acuerdos negociados específicos (tratados, convenciones, 

protocolos): cada gobierno acuerda los detalles de los 

requisitos regulatorios, obligaciones y responsabilidades a 

los que se someterán.

•	 Acuerdos multilaterales o bilaterales.

•	 Modelo de convenio fiscal de la 

Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE).

Asociaciones regulatorias entre países: buscan promover 

la mejora regulatoria y minimizar divergencias regulatorias 

innecesarias.

•	 Consejo de cooperación regulatorio 

Unión Europea-Canadá.

•	 Acuerdo Trans-Tasman.

•	 Asociación Transatlántica sobre 

Comercio e Inversión.

Organizaciones intergubernamentales: membresías 

en organizaciones internacionales que promueven la 

cooperación y las buenas prácticas regulatorias.

•	 OCDE. 

•	 Organización Mundial de Comercio 

(OMC).

•	 Organización Internacional del Trabajo 

(OIT).

•	 Foro de Cooperación Económica Asia-

Pacífico (APEC).

•	 Otras organizaciones.

Acuerdos comerciales regionales (RTA, por sus siglas en 

inglés) con compromisos de adopción de buenas prácticas 

regulatorias: entre las medidas más comunes se encuentran 

el fácil acceso a leyes y reglamentos, la notificación 

oportuna de las medidas regulatorias nuevas y propuestas, 

la instauración de procesos de consulta abiertos, la 

evaluación de los efectos de una nueva regulación 

propuesta, la creación de un mecanismo eficiente de 

apelación y reparación, entre otras.

•	 El T-MEC (o UMSCA) tiene un capítulo 

de buenas prácticas regulatorias 

(cap. 28) que busca la creación de 

zonas de comercio digital y prevé la 

creación de órganos de coordinación 

regulatoria.

•	 La Decisión CMC 20/18 del Mercado 

Común del Sur (Mercosur).
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Tipo de mecanismo Ejemplos de aplicaciones

Acuerdos de reconocimiento mutuo: implican que los 

entes signatarios (muchas veces los Estados, a través de 

sus agencias reguladoras) tomen como vinculantes las 

decisiones legales de las autoridades competentes en otro 

Estado miembro. Típicamente, dichas decisiones legales 

pueden alcanzar los estándares comerciales, así como los 

mecanismos de cumplimiento de exigencias regulatorias.

•	 Acuerdo de reconocimiento entre 

Australia y Nueva Zelanda.

•	 Acuerdos de armonización y 

estandarización técnica de la Unión 

Europea.

•	 Sistema de aceptación mutua de datos 

de la OCDE (MAD).

Redes transgubernamentales: cooperación basada en 

vínculos de igual a igual, estructurados de manera flexible, 

desarrollados a través de interacciones frecuentes en lugar 

de mediante negociaciones formales.

•	 Red de Internacional de Competencia.

•	 Comité de Supervisión Bancaria de 

Basilea.

•	 Red Europea de Administración Pública.

Reconocimiento de estándares internacionales en 

instrumentos legislativos: ya sea como referencia a uno o 

más estándares o por la sustitución de todo el texto en la 

redacción de un código o reglamento.

•	 Referencias a estándares ISO, IEC, ITU, 

etcétera.

Cooperación técnica: foros o conferencias multilaterales o 

diálogos informales que unen a representantes de agencias 

o departamentos reguladores nacionales para facilitar la 

cooperación multilateral sobre cuestiones de interés mutuo.

•	 Diálogos transatlánticos iniciados por 

la Unión Europea y Estados Unidos, 

entre ellos: diálogos comerciales 

transatlánticos, consejo económico 

transatlántico y diálogos transatlánticos 

de los consumidores.

Fuente: Basado en la tabla 1.1 de OCDE (2013).

Cabe mencionar que, si bien la cooperación re-

gulatoria internacional no es algo nuevo, ha to-

mado especial relevancia en los últimos años. 

Por ejemplo, la necesidad de coordinación para 

la edición de regulaciones sanitarias sobre el flu-

jo de personas y el acceso a insumos, remedios 

y servicios médicos quedó muy evidente duran-

te la pandemia, y la disrupción de cadenas de 

abastecimiento puso de relieve la importancia 

de la elaboración de reglas que confieran más 

resiliencia al comercio internacional. Por ende, 

en los próximos años la CRI deberá estar en-

marcada en el ámbito de las reformas regula-

torias, con vistas a la reducción de barreras y al 

fomento de la productividad de los países. 

Además, en los últimos años los acuerdos 

internacionales han evolucionado, ya que an-

teriormente se enfocaban sobre todo en la 

convergencia regulatoria, la cual se refiere a 

la homogeneización de la regulación, y ahora 

buscan centrarse en la coherencia regulatoria, 

que busca promover la adopción de meto-

dologías e instrumentos comunes en cuanto 

al dictado de las regulaciones y consolidar 

Cuadro 3.1. (continuación)
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la implementación de buenas prácticas y la 

institucionalidad regulatoria, con vistas a ase-

gurar la transparencia, la participación social 

y la calidad de los procesos regulatorios de 

forma sostenible. Ejemplos de ese enfoque 

pueden hallarse en el acuerdo del Mercado 

Común del Sur (Mercosur) con la Unión Euro-

pea de 2019, y sobre todo en el Acuerdo entre 

Canadá, México y Estados Unidos (T-MEC), 

efectivo desde 2020, que incluye un capítulo 

específico relacionado con buenas prácticas 

regulatorias.

Finalmente, el advenimiento de la economía 

digital está demandando ajustes a los conceptos 

de competitividad económica, con la incorpo-

ración de nuevos requisitos regulatorios, tribu-

tarios, de infraestructura y de capital humano 

(véase el recuadro 3.3). Desafortunadamente, 

los países de ALC aún parecen estar retrasados 

en lo que atañe a enfrentar este reto, como se-

ñalan indicadores internacionales. En efecto, el 

indicador sobre facilidades del ambiente de ne-

gocios digitales, Ease of Doing Digital Business, 

elaborado por la Tuft University, indica que en 

2019 los cinco países latinoamericanos incluidos 

en el universo de los 42 países analizados se po-

sicionaron en el tercio inferior del ranking.6 

La preocupación por la competitividad 

digital ha despertado nuevas formas de pro-

teccionismo en negociaciones bilaterales y 

multilaterales. Las discusiones sobre regula-

ciones nacionales que dificultan, por ejem-

6.	 Véase https://sites.tufts.edu/digitalplanet/files/2020/03/Ease-of-Doing-Digital-Business-2019_2020.pdf.

El advenimiento de la economía digital 

está demandando ajustes a los conceptos 

de competitividad económica, con la 

incorporación de nuevos requisitos 

regulatorios, tributarios, de infraestructura y de 

capital humano.
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Recuadro 3.3.  
El Acuerdo de Asociación de Economía 
Digital

El Acuerdo de Asociación de Economía Digital (DEPA, por sus siglas en inglés) fue 

firmado en junio de 2020 por Chile, Nueva Zelanda y Singapur en la búsqueda de 

reglas transnacionales para el comercio electrónico, el flujo de datos, el uso de la inte-

ligencia artificial y la ciberseguridad, entre otros temas. El acuerdo busca establecer 

reglas básicas entre los países miembros para promover la economía digital mediante 

marcos regulatorios amigables para las empresas tecnológicas a través de: a) el libre 

flujo de datos, b) la no discriminación de productos digitales y c) la no imposición de 

localización forzada para equipos informáticos.

El DEPA considera elementos clave como los siguientes, entre otros: la promoción 

de la cooperación en el desarrollo de identidades digitales; la facturación electrónica; 

el tránsito expedito de documentación y tramitación logística (comercio sin papel); 

la promoción del sector fintech; el desarrollo de mecanismos de protección personal 

de información que permitan, a su vez, el flujo transfronterizo de datos, el acceso y 

el uso de datos públicos abiertos; la promoción de innovación de datos y sandboxes 

regulatorios; la adopción de marcos de gobernanza para la inteligencia artificial, y el 

desarrollo de pagos electrónicos.

En suma, el DEPA es un ejemplo del desarrollo de nuevos estándares ante el des-

dibujamiento de las fronteras tradicionales traído por la digitalización. Muestra que, 

a diferencia de las negociaciones comerciales tradicionales, en las cuales los países 

buscaban la apertura de mercados para sus productos, en el ambiente de las tran-

sacciones electrónicas las negociaciones pasan por la aceptación de sus regulaciones 

y estándares digitales, la interoperabilidad de sus sistemas, y el establecimiento de 

reglas comunes para el intercambio y la protección de datos.

plo, el flujo de datos, la provisión de servicios 

transnacionales de nube y el uso de algorit-

mos, han sido comunes, a pesar de los crite-

rios de libre flujo de datos adoptados por el 

Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros 

y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés) y 

el Acuerdo General sobre el Comercio de Ser-

vicios (GATS). Esos desafíos plantean nuevos 

campos de acción para la CRI, con vistas tanto 

a la reducción de barreras a las transacciones 

comerciales, como a la protección de los inte-

reses de consumidores en el comercio digital.
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En los últimos años, la conciencia pública so-

bre la relevancia del cambio climático y de sus 

efectos sociales, económicos y ambientales 

ha aumentado y se ha visto reforzada por la 

percepción de cómo la intervención humana 

puede contribuir a la degradación de ecosis-

temas y a desastres naturales de alto impacto. 

De acuerdo con CEPAL (2015), La economía 

del cambio climático en América Latina y el Ca-

ribe: Paradojas y desafíos del desarrollo soste-

nible, las estimaciones para la región muestran 

que aún en el escenario más optimista habría 

un aumento promedio de temperatura de 1 °C 

para 2100 en todas las subregiones, y para re-

giones como Centroamérica y América del Sur, 

un incremento mayor todavía, de entre 1,6 °C y 

4 °C. Esto es preocupante pues, según el mis-

mo reporte, las estimaciones agregadas de los 

costos económicos del cambio climático en la 

región son que, con una suba de 2,5 °C (proba-

blemente alrededor del año 2050), se tendría 

un impacto negativo de entre el 1,5% y el 5% 

del PIB medido en 2015. 

Las consecuencias adversas para el PIB 

también repercuten en la pobreza y las con-

diciones sociales. La evidencia demuestra 

que los desastres naturales afectan con ma-

yor fuerza a la población pobre (Kahn, 2005; 

Kalkstein y Sheridan, 2007; Pelling, Özerdem y 

Barakat, 2002), la cual suele depender de una 

única fuente de ingresos, no dispone de acti-

vos ni ahorros, carece de acceso al crédito y de 

seguros, y adolece de un menor nivel de esco-

larización. También, cabe tener en cuenta que 

habitualmente la población pobre habita en 

las zonas con mayor riesgo de desastres (Kelly 

y Adger, 2000). Todos estos factores afectan 

iv) Cambio climático y 
sostenibilidad ambiental

la productividad y los ingresos a largo plazo 

(Graff Zivin y Neidell, 2014; Graff Zivin, Hsiang 

y Neidell, 2018; Caruso y Miller, 2014; Cachón, 

Gallino y Olivares, 2012).

Adicionalmente, el cambio climático genera 

una reiteración y ampliación de las desigual-

dades. De acuerdo con un estudio financiado 

por Naciones Unidas, la relación entre cambio 

climático y desigualdad se caracteriza por for-

mar un círculo vicioso en el cual la desigual-

dad inicial hace que los grupos desfavorecidos 

sufran de manera desproporcionada los efec-

tos adversos del cambio climático, lo que se 

traduce en una mayor desigualdad posterior. 

El estudio identifica tres canales principales 

a través de los cuales se materializa el efecto 

agravante de la desigualdad provocada por el 

cambio climático: i) aumento de la exposición 

de los grupos desfavorecidos a los efectos ad-

versos del cambio climático; ii) incremento de 

su susceptibilidad a los daños causados por el 

cambio climático, y iii) disminución de su capa-

cidad para hacer frente y recuperarse del daño 

sufrido (Nazrul-Islam y Winkel, 2017).

Por esas razones, a través del Acuerdo de 

París, redactado en 2015 y vigente a partir de 

2020, más de 190 países, incluidos todos los 

de ALC, se comprometieron con metas de re-

ducción de sus emisiones de carbono. Para 

cumplir con esas metas, es necesario que las 

políticas para abordar el cambio climático ten-

gan un enfoque transversal, en particular en lo 

que respecta a la planificación, la coordinación 

y la toma de decisiones sobre inversiones y 

regulaciones. Por ejemplo, las iniciativas para 

reducir la desigualdad mediante incentivos a 

la industrialización y cambios en el uso de la 
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tierra y la energía pueden acelerar inadvertida-

mente el cambio climático, e incrementar, a su 

vez, los riesgos naturales. 

En otras palabras, las políticas sectoriales 

deben ser coherentes con los objetivos am-

bientales y con las políticas relacionadas con 

el cambio climático. Estas últimas se centran 

en dos vertientes: i) la mitigación, que supone 

contrarrestar o minimizar el impacto del cam-

bio climático provocado por el hombre a través 

de las emisiones de gases de efecto inverna-

dero (GEI) y de su huella de carbono, y ii) la 

adaptación al cambio climático, que compren-

de todo cambio intencional efectuado como 

respuesta a las nuevas condiciones climáticas, 

tanto reales como proyectadas.

Desde una perspectiva económica, la adap-

tación supone costos económicos adiciona-

les en diversas actividades. De acuerdo con la 

Comisión Económica para América Latina y el 

Caribe (CEPAL), los costos en ALC serían cerca-

nos al 0,5% del PIB de la región, con la especial 

afectación de sectores como agricultura, recur-

sos hídricos, infraestructura, manejo de zonas 

costeras, salud, gestión de fenómenos climáti-

cos extremos, y pesca (CEPAL, 2015). Esos cos-

tos incluyen acciones preventivas y correctivas 

para evitar daños desmedidos e irreversibles, y 

para proteger a la población más vulnerable y 

los activos naturales. Muchas de estas acciones 

necesariamente demandan regulaciones, con 

vistas a pautar las iniciativas de gobiernos, ciu-

dadanos y empresas, e incentivar medidas de 

eficiencia energética, promoción de la refores-

tación y de las energías renovables, y protec-

ción de la biodiversidad, entre otras.

Más aún, debido al ya mencionado carácter 

transversal de la lucha contra el cambio climá-

tico, para que las regulaciones (de cualquier 

índole) se vuelvan instrumentos capaces de 

contribuir a la mitigación o adaptación al cam-

bio climático, los países de la región pueden 

beneficiarse de instrumentos y enseñanzas de 

otros países más avanzados, sobre todo en lo 

que se refiere a la consideración del cambio cli-

mático en los AIR. Mediante esta evaluación7 

se puede identificar ex ante la alineación de las 

regulaciones con las metas de bajo carbono, 

ya sea de forma cualitativa o cuantitativa. Asi-

mismo, para los países que cuentan con AIR ex 

post, la herramienta puede permitir evaluar los 

resultados de impacto efectivos de la regula-

ción sobre el clima. Un ejemplo es la herramien-

ta de Mejora Regulatoria de la Unión Europea, 

en cuyo caso el cambio climático es listado 

como uno de los “impactos significativos” para 

ser considerados en las AIR, con inclusión de 

“preguntas claves” que deben orientar los aná-

lisis del tema (Comisión Europea, 2017). 

Otra preocupación tiene que ver con la pre-

cisión de los AIR elaborados en distintos sec-

tores y que no toman en cuenta los efectos 

esperados del cambio climático en los próxi-

mos años. Para fortalecer la exactitud de esos 

análisis, deben desarrollarse metodologías y 

definirse parámetros que orienten la cuantifica-

ción de las emisiones de carbono en el tiempo. 

Es de poca utilidad medir el impacto ambiental 

de una regulación si no existe consenso acerca 

de cómo definir ese “impacto”. En este sentido, 

un modelo de abordaje adoptado internacio-

nalmente en los análisis de costo-beneficio de 

una nueva regulación es el “precio social del 

carbono”, que estima el valor monetario del 

daño causado por cada unidad adicional de 

GEI lanzada a la atmósfera. Un ejemplo en la 

región es el Sistema Nacional de Inversiones de 

Chile, que incluye el precio del carbono entre 

los precios sociales usados en el proceso de 

evaluación y preinversión.8

7.	 Aun para el caso de países de la región que no cuenten todavía con la obligación de cumplir con un AIR, hay otras 

herramientas (por ejemplo, una lista de chequeo de los efectos esperados) que pueden ayudar a identificar las conse-

cuencias que la regulación tiene en el clima y que son ajenas a su objetivo principal.

8.	 Véase el enlace http://sni.gob.cl/storage/docs/Precios_Sociales_Vigentes.pdf.
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Adicionalmente a las evaluaciones de 

costo-beneficio, cada vez más países están 

desarrollando abordajes más amplios e inte-

grados para la incorporación de la mitigación 

del cambio climático y la adaptación a sus 

impactos, a través de guías específicas con 

las metodologías y los parámetros que se de-

ben utilizar para generar esta información, así 

como para otros aspectos de sostenibilidad 

ambiental (véase el recuadro 3.4). 

Recuadro 3.4. 
Insumos para los Análisis del Impacto 
Regulatorio enfocados en el cambio climático: 
avances de la experiencia internacional

Son varios los países que implementan algún tipo de análisis ambiental; sin embargo, 

en muchos casos este se limita simplemente a ser un estudio a nivel de programas y 

proyectos. Algunos ejemplos de avances institucionales en la incorporación del cam-

bio climático en los análisis regulatorios son los siguientes:

•	 Canadá: en 2020 publicó una nueva guía para el Análisis Estratégico del Cambio 

Climático (SACC, por sus siglas en inglés), que orienta a los reguladores que in-

tervienen durante el ciclo de vida de un proyecto sobre la cuantificación de las 

emisiones de carbono y la provisión de información sobre medidas de mitigación 

y de adaptación al cambio climático. La SACC requiere que los proponentes de 

proyectos con una vida útil más allá de 2050 proporcionen un plan creíble que 

describa cómo el proyecto logrará emisiones netas cero para dicho año.

•	 Nueva Zelanda: en 2020 emitió una circular con los requisitos para que los orga-

nismos del gobierno estimen y divulguen las implicaciones de las emisiones de 

gases de efecto invernadero (GEI) en las propuestas de políticas que se presenten 

al gabinete, cuando: i) se haya identificado la disminución de las emisiones de GEI 

como un objetivo clave; ii) se prevea un impacto directo sobre las emisiones de 

GEI igual o superior a 0,5 millones de toneladas de CO
2
eq en los primeros 10 años 

del período de la propuesta, o iii) dicho impacto sea igual o superior a 3 millones 

de toneladas de CO
2
eq en los primeros 30 años.

•	 Gales: las propuestas de políticas deben someterse a un análisis de impacto inte-

grado (IIA, por sus siglas en inglés), el cual tiene por objetivo evaluar los impactos 

sociales, culturales, económicos y ambientales. La Ley de Bienestar de las Genera-

ciones Futuras de Gales de 2015 (WFGA 2015) establece siete metas de bienestar 

del país, que constituyen el marco para los IIA, y entre las cuales se incluyen la 

mitigación y la adaptación al cambio climático. 
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C. 
¿Qué implica la nueva agenda 
socioeconómica para los 
reguladores? Enfoques 
innovadores para atender estas 
demandas

Los grandes temas catalizadores de la nueva 

agenda de desarrollo social y económico des-

critos en la sección anterior están influyendo 

cada vez más en la labor regulatoria. No obs-

tante, como ya se mencionó, esto no significa 

que las herramientas y prácticas instituciona-

les tradicionales deban sustituirse, sino que 

implica incorporar en las mismas enfoques de 

inclusión social, integración económica, cam-

bio climático y sostenibilidad. 

En particular, el alcance, la naturaleza dis-

ruptiva y la rapidez de la transformación tecno-

lógica han causado la redefinición de procesos, 

productos, capacidades, relaciones laborales y 

cadenas productivas. Es decir, han traído cam-

bios muy importantes en la sociedad, en la eco-

nomía y, por ende, en las políticas públicas. De 

hecho, la creciente conectividad y el acceso a 

nuevas tecnologías y datos han creado nuevos 

canales de interacción que están transforman-

do la relación entre los diferentes actores de los 

ecosistemas productivos. De esta manera, los 

ciudadanos y empresas están más informados 

y tienen mayores demandas y expectativas de 
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participación en los procesos regulatorios (y 

también menos tolerancia a los errores). Por 

ello, los reguladores deben considerar alianzas 

con estos actores si realmente buscan entender 

cómo esos efectos tecnológicos impactan en la 

economía y la vida de las personas, además de 

involucrarlos a todos (ciudadanos, empresas, 

ámbito académico, entidades de consumido-

res, etc.) en los procesos de consulta pública.

Al desafío de adaptarse de manera rápi-

da y flexible, se suma a la necesidad de crear 

las condiciones para enfrentar momentos de 

crisis futuros. La pandemia trajo aparejados 

nuevos desafíos relacionados con el funcio-

namiento de los mercados y dejó en eviden-

cia el nivel de preparación de los reguladores, 

así como su resiliencia. Como se ha mencio-

nado, en el caso del sector fintech, muchos 

reguladores demostraron tener altos niveles 

de preparación organizacional y gran capa-

cidad de adaptación. Sin embargo, en gene-

ral persistieron diferencias significativas entre 

las entidades reguladoras de las economías 

avanzadas y las pertenecientes a las econo-

mías emergentes y en desarrollo, que mostra-

ron menor capacidad9 para hacer frente a los 

efectos de la crisis. De este modo, a diferencia 

de la respuesta de los países de la OCDE des-

crita en el capítulo 2, en ALC, debido a la de-

bilidad institucional de la política regulatoria, 

en lugar de ajustar las legislaciones y los pro-

cesos regulatorios ante la pandemia, algunos 

gobiernos comenzaron a evadir el uso de las 

herramientas de gestión regulatoria.

Finalmente, hay otros elementos que 

demandan la atención de los reguladores, pero 

que han sido poco explorados en los países 

avanzados. Tómese, por ejemplo, el fenómeno 

de la informalidad, tan presente en la región. 

La excesiva regulación puede estimular la 

informalidad debido a los costos de cumplimiento 

que genera (Dabla-Norris e Inchauste, 2007; 

Vargas, 2015). La importancia económica y social 

de este tema en ALC justifica que se consideren 

los potenciales efectos sobre la informalidad 

durante la elaboración de las regulaciones y el 

diseño de los mecanismos que deben asegurar 

su cumplimiento. 

En este sentido, los reguladores de la región 

enfrentan la necesidad de repensarse y desa-

rrollar capacidades avanzadas para dar res-

puestas efectivas, eficientes y transparentes 

a una nueva realidad compleja y cambiante. 

Esta adaptación implica cambios institucio-

nales y de gestión, así como adecuaciones 

para hacer frente a las nuevas necesidades 

de conocimiento y actualización tecnológica, 

con vistas a crear ambientes propicios para 

la innovación y, con ello, atender los desafíos 

sociales, ambientales y tecnológicos señala-

dos anteriormente. A continuación, se discute 

cómo estas nuevas presiones están cambian-

do la forma de trabajo de los reguladores en 

tres frentes claves: i) innovaciones organiza-

cionales y de gestión, ii) búsqueda permanen-

te de conocimiento y enfoques innovadores, 

e iii) incorporación de tecnologías digitales al 

servicio de una mejor regulación. 

9.	 En la encuesta llevada a cabo en 2020, los reguladores financieros de las economías avanzadas tendían a sentirse 

mejor preparados (78% versus 41%), más resilientes (75% versus 50%) y contaban con recursos más adecuados. De 

hecho, ningún regulador de las economías avanzadas indicó tener un nivel “bajo” de preparación, mientras que el 24% 

de los reguladores encuestados en las economías de mercados emergentes y en desarrollo sí lo hizo (Banco Mundial y 

CCAF, 2020).
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Los cambios sociales, económicos y, en parti-

cular, tecnológicos están acelerando el adve-

nimiento de nuevos productos y modelos de 

negocios, y generando desafíos sin preceden-

tes en la actividad regulatoria. La respuesta a 

esos desafíos ha demandado estrategias de 

gestión y organización institucional innovado-

ras de parte de los reguladores. 

En el ejercicio de la función regulatoria se 

hacen cada vez más necesarios la identifica-

ción y el análisis de tendencias; la construcción 

de capacidades para recabar y analizar datos; 

la presencia de esquemas para promover y for-

talecer la colaboración y la coordinación regu-

latoria, y el uso de estrategias para incentivar la 

innovación, la experimentación y la evaluación. 

Para identificar rápidamente los cambios y 

necesidades de acción, se están creando uni-

dades dedicadas a actividades de prospecti-

va y scanning, tales como los observatorios 

o divisiones de innovación, ya sea dentro de 

entidades regulatorias o de organismos de 

coordinación como vinculadas al tercer sec-

tor. Por ejemplo, la Office for Product Safety 

and Standards (OPSS) de Reino Unido tiene 

una función explicita de identificación del ho-

rizonte de tendencias futuras, oportunidades 

y riesgos de la tecnología. Además, esta ofi-

cina forma parte de una red a nivel guberna-

mental que permite compartir información y 

tener una visión homogénea sobre estos as-

pectos. Asimismo, con ello, ayuda a instaurar 

las bases para afrontar los cambios futuros 

y proporciona información relevante para la 

toma de decisiones relacionadas con la ges-

tión de recursos. 

Como se ha mencionado, una de las gran-

des oportunidades que trae la transformación 

digital para la labor regulatoria es la disponibi-

lidad creciente y masiva de datos. Los datos 

son centrales para identificar riesgos de mane-

ra temprana y constituyen la base para la toma 

de decisiones basadas en la evidencia. Para 

aprovechar este potencial, muchos regulado-

res están adecuando sus estructuras, a fin de 

apoyar el desarrollo de capacidades de reco-

lección y de analítica de datos, con vistas a la 

detección de riesgos y patrones de conducta. 

La recolección de datos se realiza tanto a tra-

vés del uso creciente de sensores, por parte 

de los reguladores de servicios de infraestruc-

tura y logística, como por medio del acceso a 

datos generados por transacciones digitales 

en los reguladores financieros. Por ejemplo, 

en 2013, la Comisión de Bolsa y Valores (SEC, 

por sus siglas en inglés) de Estados Unidos 

creó una unidad dedicada a este propósito, el 

Center for Risk and Quantitative Analytics.10 

 Asimismo, hoy en día la SEC cuenta con una 

unidad interna, que entre otras funciones apo-

ya a la Comisión para identificar, analizar y 

responder a riesgos y tendencias asociados a 

nuevos productos financieros y estrategias, in-

cluidos los servicios de analítica de datos.11

i) Innovaciones organizacionales 
y de gestión

10.	 Véase https://www.sec.gov/news/speech/chair-white-speech-new-york-university-111816.html.

11.	 Véase https://www.sec.gov/dera/about.
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Por otro lado, la respuesta efectiva a la ma-

yor complejidad regulatoria y la redefinición de 

límites sectoriales y geográficos hacen que la 

colaboración institucional y la cooperación 

regulatoria sean más importantes que nunca. 

La fragmentación y la naturaleza interconecta-

da y global de la economía y la sociedad evi-

dencian que la colaboración es un valor central 

en los niveles local, nacional e internacional. 

Entre los ejemplos de arreglos institucionales 

para promover la colaboración internacional se 

encuentra el Grupo Ministerial para el Futuro 

de la Regulación y el Centro para la Innovación 

y Ética de Datos de la OCDE (OCDE, 2019). 

La colaboración entre reguladores de dis-

tintos sectores, organismos de supervisión y 

control del cumplimiento, y autoridades de 

competencia permite crear sinergias y dismi-

nuir los costos enfrentados por ciudadanos y 

empresas para interactuar con las entidades 

gubernamentales. Sin embargo, la consolida-

ción de una visión integrada y enfocada en las 

necesidades de los usuarios de los servicios re-

gulados demanda mecanismos que faciliten el 

intercambio de información e incentivos para 

la coordinación institucional. 

Adicionalmente, los limites institucionales 

y las áreas de competencia tradicionales de 

los reguladores están siendo desafiados cada 

vez más por los cambios tecnológicos aplica-

dos a los servicios regulados, sobre todo en 

contextos y temas sujetos a un alto escrutinio 

popular. Por ejemplo, en Cavallo, Powell y Se-

rebrisky (2020) se documenta cómo la electri-

cidad está cada vez más interrelacionada con 

el transporte, el agua y las telecomunicaciones. 

Los vehículos eléctricos, además de brindar 

movilidad, van a cumplir un rol cada vez más 

destacado como demandantes de los pro-

veedores de electricidad y de los servicios de 

almacenamiento de energía. Esta interacción 

exige coordinar la regulación de distintos sec-

tores, la planificación integrada, y el diseño de 

instrumentos de análisis y control basados en 

datos compartidos por distintas agencias. 

Por fin, la complejidad de la gestión de los 

procesos regulatorios demanda cada vez más 

organizaciones con rápida capacidad de res-

puesta y capital humano habilitado para actuar 

en lo que se refiere a las fronteras de conoci-

miento, lo cual muchas veces se convierte en 

un desafío cuando los reguladores tienen que 

adecuarse a reglas rígidas que pautan el fun-

cionamiento de las entidades públicas tradi-

cionales. En algunos países, esas dificultades 

han llevado a la atribución de normas específi-

cas de gestión de los recursos humanos o a la 

creación de cuadros profesionales especializa-

dos para atender las necesidades generadas 

para la regulación de mercados complejos y 

dinámicos. Por ejemplo, en Brasil, se han apro-

bado carreras especializadas y bien valoradas 

para atender a las agencias reguladoras crea-

das desde fines del siglo pasado y, en Chile, va-

rios de los cargos gerenciales de las entidades 

reguladoras son ocupados con base en con-

cursos abiertos a través del sistema de la alta 

administración pública.

Los responsables de la gestión de los recur-

sos humanos deben asegurar la disponibilidad 

de equipos multidisciplinarios para regular y su-

pervisar el cumplimiento regulatorio. Estos equi-

pos deben contar no solo con las tradicionales 

habilidades técnicas o duras, sino también con 

habilidades blandas. La constatación de la im-

portancia de la colaboración y la coordinación 

entre distintos actores relevantes (reguladores, 

regulados, miembros del ámbito académico, 

entidades de protección al consumidor, pobla-

ciones vulnerables, etc.) ha traído consigo la ne-

cesidad de valorar el desarrollo o la atracción de 

habilidades que apoyen al diálogo, tales como 

flexibilidad, comunicación, paciencia y persua-

sión. La calidad, la apertura y la transparencia 

de ese diálogo institucional inciden directamen-

te sobre la legitimidad de las decisiones y la 

credibilidad de los reguladores ante la opinión 

pública, algo especialmente clave en la región, 

dados los bajos niveles de confianza en las ins-

tituciones públicas registrados los últimos años.
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Como se ha evidenciado hasta el momento, 

el conocimiento con el que deben contar los 

reguladores para su labor es dinámico, por lo 

que las entidades reguladoras están obligadas 

a buscar constantemente el talento y las com-

petencias adecuadas para que los recursos hu-

manos estén actualizados sobre la evolución 

del conocimiento en sus respectivos sectores, 

así como capacitados para la implementación 

de nuevas aproximaciones, metodologías, en-

foques y herramientas que permitan y poten-

cien los procesos de innovación y colaboración 

regulatorias. 

De hecho, muchos reguladores ya están 

identificando de manera proactiva la necesi-

dad de desarrollar sus capacidades y se están 

organizando en comunidades de práctica que 

promueven activamente el intercambio de ex-

periencias y la actualización profesional. Por 

ejemplo, la Community of Federal Regulators 

(CFR) de Canadá aplica una encuesta anual a 

los diferentes entes regulatorios, la cual sirve, 

entre otras cosas, para identificar estos espa-

cios de oportunidad. Por su parte, la Asociación 

Brasileña de Agencias de Regulación (ABAR) 

actúa directamente en la oferta de información 

y organización de eventos para la actualización 

del conocimiento requerido por sus miembros. 

Esos ejemplos muestran la importancia de que 

los distintos reguladores estén involucrados en 

el manejo de necesidades comunes y la explo-

ración de sinergias institucionales. 

Otra forma de explotar sinergias es a través 

de alianzas, no solamente con entidades gu-

bernamentales, sino también con miembros del 

ámbito académico, consumidores y usuarios 

de servicios, y —de forma transparente e insti-

tucionalizada— con los propios regulados. Por 

ejemplo, en Angelelli, Luna y Suáznabar (2017), 

se señala que uno de los elementos claves para 

el éxito de las agencias de fomento a la inno-

vación es la coordinación de estos organismos 

con diferentes organizaciones gubernamenta-

les (entre ellos las agencias reguladoras) y pri-

vadas que directa o indirectamente influyen en 

la innovación. La publicación presenta el ejem-

plo de las agencias de Finlandia, República de 

Corea y Reino Unido, que han logrado un papel 

altamente transformador, y se han convertido 

en agencias que operan en la frontera tecno-

lógica y que actúan en coordinación con otros 

agentes proveyendo asistencia técnica para, en-

tre otros objetivos, buscar que las regulaciones 

estén alineadas con el interés público de pro-

mover la innovación productiva en sus países.

La búsqueda de conocimiento, ya sea a tra-

vés de alianzas, del diálogo institucional o del 

desarrollo del capital humano propio, se vuelve 

un reto permanente para los reguladores. Los 

desafíos descritos en las secciones anteriores 

muestran la necesidad de complementar los 

instrumentos de mejora regulatoria y las me-

todologías de evaluación tradicionales con 

nuevos enfoques, métodos y herramientas que 

incorporen nuevos elementos a los procesos 

de toma de decisiones regulatorias. Es impor-

tante que las agencias reguladoras mantengan 

una postura de apertura hacia los enfoques 

ii) La búsqueda permanente 
de conocimiento y enfoques 
innovadores en la regulación 
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innovadores y hacia la incorporación del co-

nocimiento que necesitan. A continuación, se 

describe cómo algunos de esos enfoques es-

tán afectando la práctica regulatoria.

Análisis de Impacto 
Regulatorio focalizados

Aun con los cambios de la regulación traídos 

por la nueva agenda socioeconómica, el AIR 

sigue siendo la principal herramienta utilizada 

por los reguladores para analizar las problemá-

ticas que la regulación debe abordar, valorar 

las necesidades de la población y plantear al-

ternativas de solución. No obstante, esto impli-

ca que el AIR debe evolucionar para capturar 

las nuevas prioridades sociales y tendencias 

mencionadas en este capítulo. En específico, 

debe seguir la tendencia marcada por los paí-

ses de la OCDE, donde su uso está cada vez 

más focalizado en la identificación del efecto 

de las regulaciones sobre áreas de políticas o 

temas específicos y de alta relevancia econó-

mica o social que no necesariamente son los 

que justifican la intervención regulatoria. 

Por ejemplo, la Comisión Europea se ha 

centrado en incorporar a los AIR considera-

ciones sobre cómo la opción regulatoria bajo 

análisis afecta los objetivos de políticas públi-

cas relevantes. En Comisión Europea (2017), se 

presenta una lista de diversos impactos claves 

que deben considerarse bajo las categorías 

de impactos económicos (incluidos compe-

titividad, comercio internacional y consumi-

dores); sociales (empleo, inclusión y herencia 

cultural, entre otros), y ambientales (por ejem-

plo, clima, polución y biodiversidad), además 

de derechos fundamentales (como dignidad, 

equidad, libertad y justicia). La Comisión Eu-

ropea menciona que, de todos los potencia-

les impactos, se deben seleccionar aquellos 

que se examinarán en detalle, de acuerdo con 

los siguientes factores: i) la relevancia del im-

pacto dentro de la lógica de la intervención, 

es decir, los parámetros claves de una opción 

regulatoria que contribuirán directamente al 

logro de los objetivos de políticas; ii) la mag-

nitud absoluta de los impactos esperados, es 

decir, hay que enfocarse en aquellos impactos 

que tengan la mayor magnitud, y iii) el tama-

ño relativo de los impactos esperados para las 

partes interesadas específicas, es decir, im-

pactos que pueden ser pequeños en términos 

absolutos, pero que son particularmente sig-

nificativos para alguna parte involucrada en 

especial, como micro y pequeñas empresas 

(mypes), regiones específicas, sectores indus-

triales y grupos vulnerables.

La búsqueda de conocimiento, ya sea a través 

de alianzas, del diálogo institucional o del 

desarrollo del capital humano propio, se vuelve 

un reto permanente para los reguladores. 
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Competencia

Sector público

Presupuesto

Pequeñas empresas

Medio ambiente

Igualdad de género

Objetivos sociales

Desarrollo sostenible

Grupos sociales específicos

Apertura de mercado

Pobreza

Innovación

Comercio

Desigualdad del ingreso

Áreas regionales específicas

Jurisdicciones extranjeras

Número de jurisdicciones

0 10 255 2015 30 35

Otros grupos (sector sin fines de 

lucro, incluidas obras de caridad)

2020 2017 2014

Para evaluar los impactos significativos 

de forma cualitativa y, cuando sea posible, 

cuantitativa, es necesario hacer la elección 

metodológica más sensata en virtud de las es-

pecificidades de cada caso, la disponibilidad 

Gráfico 3.2.  

Tipos de Análisis de Impacto Regulatorio en países de la OCDE, 2014 versus 2017 y 2021

Fuente:  OCDE (2021).

de datos y el requisito de realizar un análisis 

a fondo. De acuerdo con la OCDE, la comple-

mentación del AIR en distintas temáticas en 

sus países miembros ha avanzado respecto de 

2014 (gráfico 3.2).
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La selección de los temas que justifican aná-

lisis de impacto focalizados depende de las 

prioridades de políticas de cada país. Muchos 

de los temas identificados en el listado de la 

Comisión Europea y otros países de la OCDE 

también están relacionados con objetivos prio-

ritarios en los países de ALC, sobre todo en lo 

que respecta a mipymes, equidad social, cam-

bio climático y desigualdades regionales, entre 

otros aspectos, lo cual justifica el intercambio 

de experiencias con vistas a la incorporación 

del conocimiento técnico ya acumulado en 

esos países. Sin embargo, las particularidades 

socioeconómicas de la región implican asimis-

mo que se consideren análisis en otras áreas 

que no necesariamente son relevantes en el 

contexto de las economías más avanzadas, 

como la informalidad y la cohesión social. 

Los análisis enfocados en la informalidad 

servirán para que los encargados de la toma 

de decisiones puedan conocer mejor los po-

tenciales efectos de las alternativas regulato-

rias y planificar acciones mitigadoras de esos 

efectos, cuando sea pertinente. Estos análisis 

deben considerar los detalles específicos se-

gún el sector de la economía afectado. Por 

ejemplo, hay sectores en donde la informali-

dad puede aumentar los riesgos para la salud 

pública y la estabilidad de los mercados. Asi-

mismo, hay dimensiones de informalidad que 

son ilegales por naturaleza y otras que contri-

buyen a las economías locales que pueden ser 

fundamentales para la supervivencia y el equi-

librio económico de los agregados familiares. 

La construcción de las capacidades requeridas 

para ese tipo de análisis será un reto adicional 

para los reguladores de la región en los próxi-

mos años. 

Regulación adaptativa

En un modelo de regulación tradicional, los 

organismos encargados de regular siguen un 

enfoque reaccionario: primero conceptualizan 

una regulación o normativa en respuesta a un 

problema, luego se toman meses (o incluso 

años) para expedir una propuesta regulatoria 

para escrutinio público y, finalmente, conside-

ran los comentarios vertidos en el proceso y 

ajustan la propuesta. 

El problema con este proceso es que, de-

bido al acelerado ritmo de los cambios tec-

nológicos y sociales, la regulación puede 

quedarse parcial o totalmente obsoleta con 

rapidez. Ante esta problemática, han surgido 

enfoques adaptativos de la regulación, que se 

basan más en el ensayo y el error, así como en 

el codiseño de la regulación, lo que lleva a ci-

clos de retroalimentación y aprendizaje más 

veloces. Concretamente, se han desarrollado 

varias herramientas que permiten esta adap-

tación regulatoria, entre ellas los ya menciona-

dos sandboxes regulatorios y la utilización de 

derecho indicativo (soft-law mechanisms) para 

incentivar la autorregulación.

Los sandboxes regulatorios son entornos 

controlados que permiten a los innovadores 

probar productos, servicios o nuevos modelos 

comerciales sin tener que seguir todas las re-

gulaciones estándar. Estos esquemas ayudan a 

los reguladores a comprender mejor las nuevas 

tecnologías y modelos de negocios, y además 

les permiten trabajar en colaboración con ac-

tores de la industria para desarrollar reglas y 

regulaciones apropiadas para productos, ser-

vicios y modelos comerciales emergentes. La 

flexibilidad de este enfoque también puede 

resultar valiosa en tiempos de crisis, a través 

de medidas temporales para probar soluciones 

innovadoras.

No obstante, los sandboxes no están dise-

ñados para cualquier circunstancia, sino que su 

propósito principal es promover la experimen-

tación y recabar información. Para ello, el super-

visor debe implementar herramientas prácticas 

que le permitan monitorear las operaciones 

que hace la plataforma sandbox. En general, 

sus costos de implementación son elevados, lo 

cual requiere que el mercado o el ecosistema 
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donde se desee implementar el sandbox sea lo 

suficientemente grande para justificarlo, pues el 

sandbox tiene la intención de apoyar la estima-

ción de los posibles efectos de la adopción en 

escala de mecanismos regulatorios. 

En cuanto a los llamados mecanismos de 

derecho indicativo (soft-law mechanisms), se 

trata de instrumentos no vinculantes que pue-

den incluir orientaciones informales, apoyo 

para la emisión de autorregulación, una guía 

sobre mejores prácticas, códigos de conducta 

y certificación y acreditación de terceros. Por 

ejemplo, el regulador puede mantener conver-

saciones con la industria, definir el alcance de 

los problemas que se pretende abordar, y pedir 

a la industria que desarrolle sus propios están-

dares y códigos de conducta en respuesta. Di-

chas intervenciones pueden garantizar que la 

innovación no se vea limitada indebidamente 

por reglas inflexibles. Sin embargo, estas mo-

dalidades requieren mecanismos que aseguren 

la transparencia, el acceso a la información y 

un profundo conocimiento de los sectores re-

gulados y de su grado de competencia interna 

para preservar los intereses de los usuarios de 

bienes o servicios regulados. 

Por ejemplo, la Comisión para Revisión de 

Costos y Servicios de Salud, del estado de 

Maryland, Estados Unidos, publica de mane-

ra habitual datos sobre desempeño financie-

ro, volumen de servicios y satisfacción de los 

usuarios de hospitales, lo cual genera insumos 

para la toma de decisiones de los usuarios e in-

centiva a los proveedores a invertir en la mejo-

ra de sus servicios. Como resultado, Maryland 

experimentó durante años un crecimiento de 

los costos hospitalarios más lento que el ob-

servado en todo el país.

Otro ejemplo del uso de los mecanismos 

de derecho indicativo son las regulaciones 

internacionales que rigen las instituciones fi-

nancieras. La mayoría de las normas, reglas, 

principios, directrices, códigos de conducta, 

mejores prácticas y otros acuerdos interna-

cionales que rigen las relaciones financieras 

transfronterizas pueden calificarse de “dere-

Los mecanismos de derecho indicativo son 

instrumentos no vinculantes que pueden incluir 

orientaciones informales, apoyo para la emisión 

de autorregulación, una guía sobre mejores 

prácticas, códigos de conducta y certificación 

y acreditación de terceros.
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cho indicativo”. Por ejemplo, en junio de 2021, 

la Organización Internacional de Comisiones 

de Valores (IOSCO, por sus siglas en inglés) 

publicó un reporte para consulta con recomen-

daciones sobre expectativas regulatorias y de 

supervisión relacionadas con la sostenibilidad 

en la gestión de activos, lo cual funciona como 

un referente para los reguladores financieros 

nacionales (OICU-IOSCO, 2021).

Enfoques basados 
en la economía del 
comportamiento y en 
la gestión de riesgos 

En los últimos años, cada vez más gobiernos y 

formuladores de políticas se dan cuenta de que, 

para que sus políticas públicas sean exitosas, 

deben considerar la forma en que los individuos 

se comportan y toman decisiones. Hay gran evi-

dencia de que las personas no actúan conforme 

a las predicciones de racionalidad, y que basan 

sus decisiones en la heurística, buscando ata-

jos mentales y utilizando reglas empíricas para 

emitir juicios y resolver problemas, muchas ve-

ces de maneras incorrectas. Las preferencias, 

los valores y los sesgos influyen en las decisio-

nes individuales y colectivas.

Debido a lo anterior, los economistas han 

incorporado estas observaciones propias de 

la psicología a sus modelos económicos para 

comprender mejor las decisiones económicas. 

En particular, la economía del comportamien-

to permite diseñar herramienas conductua-

les que buscan considerar las creencias y los 

sesgos de las personas, con vistas a que eli-

jan aquellas alternativas que maximizarían su 

bienestar a largo plazo. Estas intervenciones 

conductuales consisten en dar un “empujon-

cito” (nudge) a los consumidores o usuarios 

para que tomen la decisión que más les con-

viene, sin otorgar incentivos de ingresos o 

precios, y sin ejercer ningún tipo de coerción, 

sino permitiendo que cada individuo tenga 

siempre la posibilidad de elegir la opción que 

prefiera. A manera de ejemplo en cuanto a su 

aplicación en la regulación, el envío de men-

sajes a los consumidores en los cuales se les 

señalan pérdidas potenciales o se les hacen 

notar ciertas normas sociales ha tenido efec-

tos positivos en la reducción del consumo de 

agua y electricidad en Costa Rica (Datta et 

al., 2015) y Colombia (Jaime y Carlsson, 2016).

Por otra parte, es importante que la re-

gulación avance desde un modelo precauto-

rio hacia un modelo de gestión de riesgos12 

que abarque todo el ciclo regulatorio, en es-

pecial las actividades de supervisión y cum-

plimiento regulatorio. Este enfoque se basa en 

asignarle una probabilidad a la ocurrencia de 

un posible evento riesgoso para la implemen-

tación de la regulación, lo cual permite iden-

tificar actividades que provocarían un gran 

daño social, pero que tienen baja probabili-

dad de ocurrencia, así como actividades con 

una alta probabilidad de ocurrencia, pero de 

bajo impacto social. Esto hace posible que, por 

ejemplo, en función del perfil de riesgo de una 

actividad regulada, pueda eximirse del cumpli-

miento regulatorio a ciertos grupos que sean 

de bajo riesgo, y de este modo disminuir tanto 

los costos de cumplimiento como los costos 

de supervisión. 

12.	 Si bien la pandemia ha privilegiado el uso del principio precautorio, la razón principal de elegir la gestión de riesgos 

por sobre el enfoque precautorio es que este último, al tratar de reducir a cero el riesgo, conlleva un costo muy alto en tér-

minos de las políticas o regulaciones por implementar, costo que muchas veces excede los beneficios posibles, mediante 

el uso de recursos que siempre se podrían destinar a otro tipo de actividades que pueden resultar más provechosas para 

la sociedad (es decir, implica un elevado costo de oportunidad).
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De acuerdo con la “Guía para el Manejo de 

Riesgo en la Regulación y Política Pública” 

(Gobierno de Israel, 2018), el diseño de una es-

trategia de manejo del riesgo consta de tres 

componentes: i) la evaluación del riesgo, que 

implica mapear todos los riesgos relevantes 

para la regulación, definir las características 

de cada uno y cuantificar sus efectos (es decir, 

estimar la probabilidad de cada riesgo y la se-

veridad de sus efectos, y comparar y priorizar 

en función del resto de los riesgos); ii) el trata-

miento de los riesgos, lo cual supone seleccio-

nar y aplicar una estrategia de tratamiento (por 

ejemplo, aceptar el riesgo, evitarlo o mitigarlo), 

respecto de lo cual se recomienda un análisis 

de costo-beneficio para decidir la estrategia 

más adecuada, y iii) la ejecución y el monito-

reo, para lo cual se debe diseñar una estrategia 

de comunicación del riesgo y ajustarla en caso 

de ser necesario. 

En consecuencia, el manejo de riesgos du-

rante las etapas de supervisión y aplicación de 

la regulación debe responder al diseño de la es-

trategia de riesgo, de manera que las acciones 

de supervisión o inspección sean un reflejo de 

los niveles de riesgos identificados (Gobierno 

de Israel, 2018). De esta manera, la adopción de 

consideraciones de riesgo en la formulación de 

regulaciones y en el análisis de alternativas re-

gulatorias puede contribuir a reducir los costos 

de cumplimiento sin que se comprometan los 

objetivos regulatorios. Sin embargo, la adecua-

da aplicación del manejo de riesgos en los pro-

cesos regulatorios demanda datos confiables y 

el desarrollo de conocimientos metodológicos 

y sectoriales sólidos.

La economía del comportamiento permite 

diseñar herramientas conductuales que buscan 

considerar las creencias y los sesgos de las 

personas, con vistas a que elijan aquellas 

alternativas que maximizarían su bienestar a 

largo plazo.
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La adopción de tecnologías digitales y el apro-

vechamiento de los datos masivos son medios 

esenciales para que los gobiernos puedan res-

ponder a los retos descritos anteriormente. 

Los reguladores, que reconocen esto, han co-

menzado a incorporar cada vez más solucio-

nes digitales y analítica de datos, al tiempo que 

están transformando de manera consistente 

sus prácticas con el objetivo de mejorar la ma-

nera en que desarrollan sus funciones, y se re-

lacionan con ciudadanos y empresas.

Esta modernización puede traer importan-

tes beneficios. La digitalización abre espacio 

para la simplificación y automatización de los 

procesos regulatorios, que los hace más eficien-

tes. Esto permite generar ahorros e impulsar la 

innovación y las mejoras en la productividad de 

reguladores y regulados. Por otra parte, el uso 

de grandes cantidades de información y da-

tos permite focalizar y diseñar de manera más 

precisa las intervenciones y evaluar ex post la 

consecución de los objetivos trazados en la re-

gulación. Asimismo, las tecnologías digitales 

pueden aumentar la transparencia y facilitar 

las relaciones entre el regulador y las partes in-

teresadas y/o afectadas por la regulación, ha-

cer que esas interacciones sean inmediatas y 

fluidas, y permitir no solo que las decisiones 

estén bien fundamentadas, sino también que 

los ciudadanos se empoderen gracias al acce-

so a más y mejor información y a la creación 

de nuevos, y más ágiles, canales de participa-

ción. Estas dinámicas tienen efectos positivos 

en la confianza y legitimidad del quehacer re-

gulatorio y permiten que la regulación pueda 

adaptarse más rápidamente a las realidades 

cambiantes del contexto social y económico.

Sin embargo, y al igual que sucede en las 

demás organizaciones públicas y privadas, la 

modernización tecnológica de los regulado-

res se está produciendo a ritmos diferentes. 

En algunos casos, se han priorizado iniciativas 

relativamente sencillas, pero de alto impacto, 

como plataformas de consulta o la digitali-

zación de documentos normativos. En otros, 

los reguladores están liderando iniciativas que 

buscan promover ajustes más profundos al 

modelo de gestión regulatoria y aproximacio-

nes avanzadas para fomentar la innovación y la 

experimentación regulatoria. 

Como en otros ámbitos, la función regulato-

ria está evolucionando a partir de la implemen-

iii) Incorporación de tecnologías 
digitales al servicio de una mejor 
regulación 
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tación de innovaciones tecnológicas alrededor 

de tres niveles de cambios, según ha identifi-

cado el Massachusetts Institute of Technology 

(MIT) en el contexto de la transformación digi-

tal de las organizaciones modernas. El primer 

nivel corresponde a mejoras en la experiencia 

del usuario, para hacer más simples y rápidas 

las interacciones con los afectados por la re-

gulación y/o interesados en ella, así como para 

mejorar su conocimiento a partir de nuevas 

vías de comunicación. El segundo nivel ata-

ñe a los cambios en los procesos internos, a 

través de la adopción o el desarrollo de solu-

ciones que tornan más eficientes los procesos 

de gestión de las agencias reguladoras y de 

apoyo a la reforma regulatoria. Y finalmente, 

algunos reguladores están explorando solucio-

nes con tecnología capaz de cambiar de forma 

más estructural su manera funcionar. Algunos 

ejemplos específicos de estas categorías son 

los siguientes: 

•	 Experiencia del afectado por la regulación 

y/o interesado en ella. Un ejemplo común 

es el de los portales de consulta pública 

y soluciones afines que buscan mejorar la 

experiencia de interacción con los interesa-

dos a través de desarrollos como apps o el 

uso de redes sociales. Casi todos los países 

de la OCDE realizan consultas con invita-

ción para comentar por Internet. Asimis-

mo, estos países le están dando cada vez 

más importancia al uso de portales unifica-

dos (OCDE, 2018), donde todos los órga-

nos publican sus borradores de regulación. 

Estos proyectos avanzan hacia ambientes 

más comprensivos, intuitivos, interactivos 

y multidireccionales. Un ejemplo es la labor 

que lleva adelante la OPSS en Reino Unido, 

ligada a la implementación de soluciones 

digitales para facilitar la comunicación en-

tre reguladores y consumidores. En la re-

gión, México ha puesto en línea en 2021 el 

Catálogo Nacional de Regulaciones, Trámi-

tes y Servicios, desarrollado con apoyo del 

BID. Se trata de un portal que contiene in-

formación de los tres niveles de gobierno y 

brinda transparencia y seguridad jurídica a 

los interesados en regulaciones y servicios 

públicos, e incluso propicia la verificación 

de la identificación de un inspector que 

realiza una visita domiciliaria.

•	 Procesos internos y de reforma. Nuevas 

tecnologías como la inteligencia artificial, 

el aprendizaje automático (machine learn- 

ing) y la analítica de redes sociales (so-

cial media analytics) pueden mejorar las 

capacidades del regulador para procesar 

insumos y utilizarlos. Esto cobra parti-

cular relevancia en el ecosistema digital 

actual, en donde los reguladores pueden 

recibir cantidades inmensas de datos, y 

donde el sistema de comentarios pue-

de estar sujeto a interferencias o abuso.13 

Por ejemplo, Colombia realizó una revisión 

piloto de Big Data del stock regulatorio 

del período 2000-16, lo cual generó datos 

útiles para fundamentar la toma de deci-

siones de reformas. Asimismo, el gobierno 

de Portugal ha desarrollado la herramienta 

de inteligencia artificial IA2AI, que permite 

13.	 Como parte del proceso de consulta asociado a la norma sobre la neutralidad de la red, en 2017, la Comisión Federal 

de Comunicaciones (FCC, por sus siglas en inglés) de Estados Unidos recibió 22 millones de comentarios, de los cuales 

el 94% fue enviado múltiples veces a través de campañas organizadas. Se identificó la existencia de dos millones de co-

mentarios falsos y que miles de ellos habían sido enviados en el mismo momento por bots.
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el análisis de un marco normativo y genera 

estimaciones de los costos administrati-

vos para su cumplimiento, con orientación 

para la toma de decisiones relacionadas 

con la simplificación y la reducción de 

costos regulatorios. 

•	 Transformaciones del modelo de funcio-

namiento. El potencial de las tecnologías 

digitales para transformar de manera 

estructural la regulación todavía está por 

determinarse y dependerá de la creativi-

dad de los reguladores. De esto se trata, 

por ejemplo, la aplicación de regulación 

como código, es decir, que pueda ser leí-

da y ejecutada por máquinas. La Finan-

cial Conduct Authority de Reino Unido 

desarrolló un tech sprint y un piloto con 

otros actores relevantes del sector finan-

ciero para mejorar el reporte de la regu-

lación, mientras exploraba la posibilidad 

de contar con regulaciones en forma-

to legible y ejecutable por máquinas.14 

Asimismo, Data 61 de Australia, una red de 

innovación creada en 2016 para realizar in-

vestigación y comercialización de proyec-

tos enfocados en nuevas tecnologías, en 

colaboración con el ámbito académico y 

los sectores público y privado, ha trabaja-

do en el desarrollo de pruebas de concepto 

y prototipos de “regulación como plata-

forma”, que buscan revisar de manera au-

tomática el cumplimiento de obligaciones 

legales y contractuales de las empresas. 

Como parte de esta iniciativa, Data61 co-

labora con órganos gubernamentales para 

simplificar la interacción con el sector 

privado, a través de la transformación del 

lenguaje legal en lógica digital, así como 

para habilitar servicios y herramientas 

que faciliten la entrega de la regulación.15 

De hecho, en muchos países ya hoy el sec-

tor privado realiza innovaciones con el uso 

de tecnologías digitales para facilitar, por 

ejemplo, el monitoreo y cumplimiento de la 

regulación. Estas iniciativas resaltan la im-

portancia de promover ecosistemas propi-

cios para revisar y mejorar las distintas 

etapas del ciclo regulatorio, como ocurre 

en sectores donde la automatización y la 

provisión de datos en tiempo real están 

transformando los conceptos de inspec-

ción y cumplimiento regulatorio. 

Avanzar en la adopción de estas iniciativas es 

un gran reto para los reguladores. La expe-

riencia muestra la importancia de contar con 

competencias digitales y el talento y las ca-

pacidades institucionales necesarios para de-

sarrollar, mantener y escalar estas soluciones. 

Asimismo, para que esta adopción realmente 

sea efectiva, las soluciones deben estar cen-

tradas en el usuario, ya sea externo o interno, 

y aprovechar las economías de escala y la ex-

periencia de otros reguladores y del sector pri-

vado (véase el recuadro 3.5). En ese sentido, 

es indispensable la coordinación con iniciativas 

más amplias de transformación digital e inno-

vación del gobierno en su conjunto, mediante 

los servicios habilitadores disponibles para po-

tenciar el intercambio de datos, la identifica-

ción o los pagos digitales. 

Finalmente, no se deben subestimar los retos 

relacionados con la protección y la privacidad 

14.	 Véase https://www.fca.org.uk/firms/our-work-programme/pilot-updates.

15.	 Véase Regulation as a Platform - Data61 (csiro.au).
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Recuadro 3.5.  
Regulación con analítica de datos: 
definiciones y ejemplos

La regulación con analítica de datos busca que el regulador use herramientas que le 

permitan detectar nuevos patrones y tendencias para el cumplimiento de su labor. 

Lo anterior, combinado con la regulación basada en riesgos, puede traer grandes 

ventajas al regulador, como las que ya existen en los sistemas de supervisión utiliza-

dos por grandes empresas. 

Por ejemplo, los sistemas de control basados en el uso de datos y criterios de 

riesgo pueden permitir a ciertas empresas pasar por un proceso simplificado y pre-

decible de aprobación regulatoria, con el condicionante de que proporcionen acceso 

a información clave para que los reguladores puedan crear flujos de datos en tiempo 

real. Luego, los datos resultantes de estos esquemas podrían analizarse para decidir 

si una empresa está en cumplimiento. Las empresas en cumplimiento se enume-

rarían como seguras o, de lo contrario, los sistemas de datos podrían producir un 

conjunto de acciones conducentes a que se cumpla con el estándar o emitir repri-

mendas o sanciones.

Si bien el proceso de creación de estos esquemas de flujo de datos en tiempo real 

puede ser complejo y demorado, los reguladores pueden comenzar con el uso de 

datos abiertos para cumplir su encomienda. Por ejemplo, la ciudad de Boston modi-

ficó la forma en que vigila el cumplimiento de las regulaciones en establecimientos 

de comida. Para identificar de manera más efectiva los restaurantes que necesitan 

atención regulatoria, la ciudad colaboró con Yelp y Harvard Business School para 

patrocinar una competencia abierta con el objetivo de desarrollar un algoritmo que 

pudiera predecir violaciones del código de salud. Participaron más de 700 concur-

santes, que utilizaron datos de inspección de restaurantes y años de reseñas de Yelp 

(DrivenData, 2022). El algoritmo ganador pudo mejorar en un 30%-50% la capaci-

dad de los inspectores para encontrar infracciones (Adler, 2022).

de los datos. Quien tenga acceso a esos datos 

cuenta con una gran cantidad de información 

sobre la rutina diaria de las personas y empre-

sas. ¿Cuántos de estos datos deberían ser con-

fidenciales? ¿Cómo deberían protegerse? ¿En 

qué condiciones deberían poder compartirse? 

¿Quién tiene los derechos de propiedad sobre 

los mismos? Estas preguntas deben estar en la 

mente de los reguladores a medida que utilicen 

cada vez más la analítica de datos.
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D. 
¿Cómo regular en los nuevos 
tiempos? Un resumen de las 
reflexiones

Las tendencias internacionales y sus conse-

cuencias sobre los procesos regulatorios men-

cionadas en este capítulo permiten extraer 

algunas enseñanzas relacionadas con las prio-

ridades de la mejora regulatoria de cara a la 

nueva agenda económica y social; a saber:

1.	 Fortalecer las capacidades institucionales 

en métodos tradicionales para la mejora 

regulatoria, y promover la coordinación y 

colaboración con actores del ecosistema 

regulatorio, incluidos el sector privado, los 

gobiernos subnacionales, el ámbito aca-

démico y los ciudadanos. El surgimiento de 

herramientas innovadoras en materia regu-

latoria, o de circunstancias de emergencia 

que demandan aplicar reglas excepcionales, 

no minimiza la prioridad de atender las de-

ficiencias de las capacidades para el uso de 

las herramientas regulatorias tradicionales, 

como el AIR, así como asegurar la partici-

pación de los involucrados y fortalecer los 

vínculos con otras agencias reguladoras, 

niveles de gobierno y actores internaciona-

les. En particular, apalancar reformas regu-

latorias a nivel subnacional sigue siendo un 

reto relevante en la región, a pesar de los 

avances logrados con nuevos marcos le-

gales e instrumentos de apoyo en países 

como Brasil, México y Perú. Asimismo, hay 

que invertir en la construcción de capacida-

des para los análisis de impacto ex post, de 
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modo de generar insumos para las reformas 

regulatorias. Por su parte, ante la relevancia 

de los desafíos transfronterizos, debe im-

pulsarse la CRI, al tiempo que se fortalece 

un enfoque de coherencia regulatoria.

2.	 Promover la flexibilidad y agilidad regu-

latorias, así como el uso de nuevas tecno-

logías, y hacer los cambios institucionales 

necesarios para adaptarse a realidades 

cambiantes. La pandemia puso a prue-

ba los esquemas regulatorios existentes y 

obligó a los reguladores a ser más flexibles 

y ágiles. Esto recalcó la necesidad de me-

canismos que permitan una “discreciona-

lidad regulada”, en caso de circunstancias 

extraordinarias. Deben revisarse los proce-

sos internos de los reguladores para facili-

tar la adaptación fluida a circunstancias de 

crisis o cambiantes. Para esto es clave que 

el regulador haga más y mejor uso de la 

tecnología en su labor, y que se asegure de 

coordinar esta modernización tecnológica 

con elementos institucionales y fortalecer 

los recursos humanos, a fin de aprovechar 

las oportunidades, por ejemplo, de la ex-

plosión de datos que acompaña la trans-

formación digital, y estar a la par de la 

velocidad del desarrollo digital. 

3.	 Crear un ambiente propicio para la inno-

vación y el abordaje de los nuevos desa-

fíos generados por la economía digital, 

las tecnologías emergentes y el cambio 

climático. La regulación funciona a través 

de incentivos que guían el comportamien-

to de empresas, gobiernos y ciudadanos, 

y por ende es vital para promover o facili-

tar la innovación tecnológica y los ajustes 

necesarios para enfrentar temas como la 

economía digital y el cambio climático. En 

términos económicos, la regulación influye 

en las ganancias o la remuneración (retor-

nos) de la innovación, por lo cual los regu-

ladores deben comprender los elementos 

que pueden estimular o inhibir la cultura 

de innovación emprendedora. Además, 

los avances tecnológicos están generan-

do cambios significativos en la oferta y 

la demanda de bienes y servicios, lo cual 

abre nuevas posibilidades de adecuacio-

nes de los procesos productivos alineadas 

con los compromisos relacionados con el 

cambio climático. Los reguladores deben 

estar atentos al aprovechamiento de esas 

oportunidades, y tomar en cuenta que 

usuarios y consumidores ahora poseen 

mucha más información y más capacidad 

de incidir sobre las decisiones económicas. 

No obstante, los reguladores y encargados 

de formular políticas públicas también de-

ben de reconocer que todavía hay muchas 

dudas y pocas respuestas consolidadas 

sobre cómo manejar la regulación de es-

tas temáticas. En este sentido, el regulador 

debe capacitarse no solo para la búsqueda 

de respuestas, sino también para la formu-

lación de mejores preguntas y la identifi-

cación de los diferentes rubros que deben 

considerarse cuando esté regulando estas 

temáticas.

4.	 Capacitarse para la incorporación de 

nuevos criterios socioeconómicos en el 

análisis regulatorio. Hay espacios de opor-

tunidad para profundizar la incorporación 

de criterios de pobreza, desigualdad e in-

clusión social en la toma de decisiones 

regulatorias en la región. Esto llevará a un 

debate, el cual ya está presente en algu-

nos países de la OCDE, sobre cómo defi-

nir y compatibilizar estos nuevos criterios 

con los criterios tradicionales de eficiencia 

propios de un análisis de costo-benefi-

cio. Algunas dudas que este debate plan-

tea, entre muchas otras, son, por ejemplo: 

¿cómo definir cuándo una regulación ten-

drá impactos distributivos significativos? 

o ¿cómo se deben ponderar las variables 

sociales con respecto a otros criterios, por 
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ejemplo, la competencia económica o el 

impacto ambiental?

La evolución y las lecciones aprendidas en 

América Latina y en otros países en las últimas 

décadas demuestran cómo las reformas regu-

latorias pueden contribuir a la productividad, la 

eficiencia económica y el bienestar social, tanto 

a través de la reducción de costos regulatorios 

como por medio de incentivos para una mejor 

asignación de los recursos. El valor agregado 

de esas reformas a la construcción de un pro-

ceso de desarrollo más inclusivo y sostenible en 

los próximos años va a verse condicionado por 

la capacidad que demuestren las instituciones 

responsables de los procesos regulatorios de la 

región para responder a los desafíos y las priori-

dades aquí mencionados.
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